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Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y del Consejo de la Judicatura Federal
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat 
Presidenta de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
Señoras Ministras y Señores Ministros

Hoy comparezco ante este Tribunal Pleno para rendir el Informe de Labores 
de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspon­
diente al periodo comprendido entre el 1o. de diciembre de 2021 y el 30 de 
noviembre de 2022, en cumplimiento de la responsabilidad legal, ética y 
moral que exige rendir cuentas de la labor que asumí hace casi dos años, 
cuando fui elegida por mis compañeros para presidir la Sala.

Sin preámbulo alguno, inicio con genuino agradecimiento a mis com­
pañeros, la Señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf, así como a los Señores Ministros 
Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek, por 
su compromiso y valioso acompañamiento durante este periodo. Los resul­
tados que se presentarán a continuación fueron logrados en conjunto, como un 
equipo, a través del debate y el respetuoso intercambio de criterios, requisi­
tos ineludibles para la efectiva impartición de justicia que rige este Tribunal 
Constitucional. 

Merece especial mención la Señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf, quien 
se integró a la Sala el 12 de diciembre del año pasado y cuya aportación no 
sólo inclina la balanza de modo más equitativo y favorable hacia la paridad 
de género en la integración de este Máximo Tribunal y, por supuesto, de la 
Sala; su amplio conocimiento como jurista, su trayectoria como académica y 
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su experiencia en la función pública han abonado de manera positiva a la 
pluralidad de perspectivas que exige la labor que desempeñamos en esta 
institución.

Aprovecho este momento para agradecer, también, al personal de las 
Ponencias de la Segunda Sala y a quienes integran la Secretaría de Acuerdos 
que presido. Su trabajo ha estado a la altura de las exigencias que hemos en­
frentado en este par de años para tramitar y resolver con prontitud los asun­
tos que nos compete conocer.

En un Estado de derecho, la función jurisdiccional debe ser transpa­
rente ante la sociedad para que ésta pueda verificar que la impartición de 
justicia se rige dentro de las competencias que la Constitución otorga a 
este Poder.

En el ámbito que corresponde a la Secretaría de Acuerdos, me honra 
informar que, en cumplimiento de los compromisos adquiridos, cerramos este 
periodo, prácticamente, con pocos pendientes. Esto puede corroborarse en 
el cómputo registrado durante el año que se informa, pues del 100% de 
expedientes en existencia, egresó el 86%, correspondiente a 1,273 asuntos. 
Este resultado es producto del compromiso institucional, el profesionalismo 
y el entusiasmo de todas las personas que conformamos la Segunda Sala 
Administrativa y de Trabajo. 

A continuación, detallaré estas cifras para su cabal comprensión. A lo 
largo del periodo, ingresaron 1,312 asuntos que, junto a los 166 que esta­
ban en existencia del periodo anterior, suman un total de 1,478 expedientes. 
De estos, 1,230 egresaron mediante fallo en sesión, 38 por dictamen o acuerdo 
y 5 fueron remitidos al Pleno o a la Primera Sala para su resolución. 

El 14% pendiente de resolución corresponde a 205 expedientes, de 
ellos, 60 están en trámite y 145 en Ponencia. De estos últimos únicamente 
33 no cuentan con proyecto. 

Este año, se emitieron 2 tesis aisladas correspondientes, todavía a la 
Décima Época del Semanario Judicial de la Federación, y 73 jurispruden­
cias pertenecientes a la Undécima Época. 

Durante el periodo que se informa, la Secretaría emitió un total de 2,912 
acuerdos, todos firmados electrónicamente, en continuidad con las políticas 
de uso razonable del papel. Además, se atendieron 118 solicitudes de informa­
ción en materia de transparencia y se resolvieron 904 presentadas en el 
área de informes. 
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Concluir con estos resultados, representó un esfuerzo gradual y conti­
nuado para el personal profesional, técnico y operativo tanto de las Ponen­
cias como de la Secretaría. 

Es oportuno resaltar que durante este año la contingencia sanitaria pro­
vocada por la pandemia por COVID-19 todavía dejó sentir sus efectos como 
un evento transformador en la vida cotidiana de las personas. Retomar y 
continuar con las actividades presenciales ha sido de principal interés para 
la Segunda Sala.

El año pasado, al iniciar la presidencia, las sesiones todavía se realiza­
ban de manera remota y gran parte del personal administrativo continuaba con 
el trabajo a distancia. Desde agosto de 2021, la Segunda Sala reinició las 
sesiones presenciales y la totalidad del personal de la Secretaría de Acuerdos 
se reincorporó a sus labores en sus espacios de trabajo, por supuesto, aten­
diendo los protocolos sanitarios para el cuidado de la salud de todas y todos. 

Para la Segunda Sala, retomar las actividades presenciales no ha sig­
nificado desaprovechar la eficiencia y rapidez que ofrecen las tecnologías 
de la información y que experimentamos en el trabajo a distancia. El desa­
rrollo y mejora de los programas computacionales utilizados en las tareas 
administrativas, así como la capacitación del personal encargado de su eje­
cución, ha dado como resultado la aceleración en la tramitación de los asun­
tos y, por ende, la disminución de los pendientes. 

La Secretaría de Acuerdos tiene, entre otras responsabilidades, verifi­
car que las sesiones y los asuntos se realicen conforme a la Ley, es el área 
a la que le compete verificar que se cumplan las reglas. Al tratarse de un Tri­
bunal Constitucional, se deben seguir los procedimientos de manera rigurosa 
y apegada a derecho. Las labores administrativas requieren absoluto cuidado 
para la debida integración y revisión de los asuntos. Para realizar sus funcio­
nes, el personal ha dado muestra de vocación por el servicio público para la 
impartición de justicia de manera pronta y expedita. 

Como parte de las acciones dirigidas a propiciar un ambiente de trabajo 
integral entre el personal administrativo, es oportuno resaltar la impartición 
del "Taller de liderazgo, coaching, desarrollo humano, trabajo en equipo y 
pertenencia" que fortaleció estas áreas de interés en el entorno laboral de 
la Secretaría. Alcanzar metas en conjunto exige "ponerse la camiseta" y 
coordinar las tareas de las distintas áreas a través de una buena comuni­
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cación. Este impulso afianzó un ambiente laboral cordial, en el que el perso­
nal ha encontrado un terreno favorable para desarrollar con confianza sus 
habilidades.

Además, con la motivación de promover la transmisión de contenidos 
institucionales en forma clara y sencilla, se impartió un curso de Redacción 
para todo el personal de la Secretaría, que tuvo como centro de interés el 
cuidado en el uso del lenguaje al elaborar acuerdos, listas, notificaciones y, 
en general, al redactar la documentación oficial emitida por la Segunda Sala. 
A través de este curso, el personal conoció los cambios ortográficos y grama­
ticales más recientes emitidos por la Asociación de Academias de la Lengua 
Española, a fin de aprovechar las herramientas útiles para disminuir erratas, 
errores ortográficos y vicios gramaticales propios del gremio jurídico. 

Por otra parte, con el compromiso de apoyar al personal administrativo 
en su profesionalización, éste se benefició con el Programa de Becas y Capa­
citación para estudios superiores en las Maestrías de Derecho Procesal 
Constitucional y de Derechos Humanos, además participaron en los cursos 
de formación para actuarios y secretarios de juzgado.

Durante los últimos años, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
atravesado cambios trascendentales. De ellos, vale la pena reiterar que 
el periodo que estamos por cerrar se caracteriza por ser el primero en el 
que dos mujeres presiden las Salas y cuatro integran el Pleno. Este momento, 
llamado con precisión "histórico", conforma un sólido cimiento dirigido a 
construir una genuina paridad de género en la integración de este Máximo 
Tribunal; sin embargo, este paso adelante no significa que la meta se ha alcan­
zado, se trata, apenas, de un peldaño, de un escalón. No obstante, en pala­
bras de la Jueza constitucional Brenda Hale, quien presidiera la Suprema 
Corte del Reino Unido, una verdadera paridad de género requiere la creación 
de más "escaleras", es decir, exige generar entornos de igualdad sustan­
tiva para que las mujeres puedan ascender y ocupar mandos medios y 
superiores. 

Y, en la misma línea de pensamiento la Jueza norteamericana Ruth 
Bader Ginsburg, quien puso el tema en el centro de atención: La participa­
ción de las mujeres en la toma de decisiones importantes no debería ser 
la excepción. 
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En este contexto, me complace informar que el personal adscrito a la 
Secretaría de Acuerdos de la Segunda Sala conforma una notable excep­
ción. La participación laboral de las mujeres se perfila, incluso, como una 
mayoría, pues alrededor del 53% del personal adscrito a la Secretaría corres­
ponde a mujeres que, además, han tenido la oportunidad de ocupar mandos 
medios y superiores. De este modo, no sólo la Presidencia de la Sala es ocu­
pada por una mujer, también son mujeres la Secretaria y la Subsecretaria de 
Acuerdos, así como diversas secretarias auxiliares y actuarias.

En una dimensión distinta, la Segunda Sala cumple con su obligación 
de juzgar con perspectiva de género al fortalecer los estándares que han de 
seguir las juzgadoras y los juzgadores al resolver problemáticas novedosas.

En otro orden, destaco que este año que se informa la Segunda Sala 
difundió 63 comunicados de prensa para dar a conocer los criterios más 
relevantes emitidos por este órgano judicial. Estas comunicaciones obedecen 
al compromiso de establecer una interlocución permanente con la sociedad. 

Por la naturaleza y especialidad de las materias que son competencia 
de la Segunda Sala, muchos de los casos que se resuelven suelen desper­
tar interés a los especialistas en las materias administrativa y laboral, princi­
palmente, jueces y magistrados. En casos laborales, fiscales, aduanales y 
agrarios los conceptos jurídicos pueden ser de difícil comprensión para 
los gobernados. Por lo anterior, ha sido motor principal en la redacción de las 
comunicaciones de prensa que los conceptos jurídicos, por complejos que 
sean, se expresen en un lenguaje sencillo, asequible, prescindiendo de todo 
tecnicismo, de modo que permitan a personas no especialistas en derecho 
acceder a los criterios que emite este órgano colegiado.

Además de compartirse en el sitio oficial de la Corte, los comunicados se 
difunden en redes sociales, como Twitter y Facebook. Los miles de vistas que 
arroja cada comunicado reflejan la importancia de socializar los argumentos 
que se exponen en los fallos relevantes, ya sea por su trascendencia jurídica o 
mediática. Además, estas comunicaciones pueden ser comentadas directa 
y públicamente por la ciudadanía. Los comunicados tienen impacto también 
en los medios digitales que retoman los contenidos para plasmarlos en sus 
notas informativas. De este modo, la Segunda Sala participa en el diálogo 
social y en las temáticas relevantes que forman parte del debate nacional.
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Criterios relevantes

Las cifras presentadas, en sí mismas, no alcanzan a reflejar que cada expe­
diente se asocia a un litigio o controversia que afecta los derechos y la vida 
de las personas. Por ello, resulta imperioso resaltar algunos de estos casos, 
por su trascendencia y excepcionalidad. Entre los asuntos más relevantes 
fallados por la Segunda Sala en 2022 se encuentran casos en que se pro­
tegen los derechos laborales, a ser juzgado con perspectiva de género, a 
la seguridad social en materia de pensiones, a la inclusión de personas con 
discapacidad, a la consulta de personas indígenas y pueblos originarios, a 
vivir en un medioambiente sano, y a que el Estado y los servidores públicos 
cumplan con sus responsabilidades patrimoniales y administrativas. 

A continuación, me tomaré un momento para comentar sobre aquéllos 
que, por su importancia, merecen una mención destacada. 

1.	 Controversia constitucional 157/2021
	 En materia de seguridad pública se determinó que, en casos de 

fuerza mayor o alteración grave del orden público, cuando el titular 
del Poder Ejecutivo de una entidad federativa ha asumido el mando de 
la policía de alguno de sus municipios en términos del artículo 115, 
fracción VII, de la Constitución Federal, y posteriormente decide 
ampliar la temporalidad de esa intervención, tiene la obligación 
de expresar las razones que justifiquen esa decisión. En la inteli­
gencia de que, si la decisión no se encuentre motivada, el mando 
de la policía regresará al Presidente o Presidenta Municipal, bajo el 
estado normal de coordinación de las autoridades municipales 
con la Federación y las entidades federativas en materia de segu­
ridad pública. 

2.	 Amparo en revisión 189/2022 
	 Al proteger los derechos de las personas con discapacidad, se 

validó que, en el Estado de México, se obligue a los prestadores 
del servicio de estacionamiento público a otorgar gratuidad durante 
las primeras cuatro horas a aquellas personas con discapacidad, 
siempre que ostenten los distintivos correspondientes y ocupen los 
cajones destinados específicamente para ello. La Sala reconoció 
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que la restricción a la libertad de comercio está justificada a fin de 
garantizar la accesibilidad de las personas con discapacidad y su 
plena integración social. Al resolver este caso, se resaltó que el 
derecho de acceso de las personas con discapacidad se garantiza 
mediante la supresión de las barreras que les impiden acceder 
a las instalaciones, bienes y servicios, aun cuando las medidas 
que deban implementarse para alcanzar el grado de accesibilidad 
deseado pueden resultar onerosas, pues dicho costo no puede 
ser excusa para eludir la obligación de eliminar gradualmente los 
obstáculos que enfrentan día a día las personas con discapacidad. 

3.	 Contradicción de tesis 284/2021
	 Respecto de las aportaciones de vivienda al Instituto del Fondo 

Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, la Sala determinó 
que, cuando en un juicio laboral la parte trabajadora reclama la 
falta de aportaciones por parte del patrón, y éste no prueba haber­
las cubierto, procede que la Junta responsable, previo examen de la 
existencia de la relación laboral, condene al patrón al pago de 
las aportaciones por el tiempo que duró la relación de trabajo, 
aunque ya no exista el nexo laboral, caso en que procedería el 
pago retroactivo. 

4.	 Amparo en revisión 173/2022
	 Respecto de la competencia para regular los productos elaborados 

con PET o unicel, se resolvió que la prohibición de vender, distri­
buir, emplear o usar envases, embalajes u otros productos de un 
solo uso, no se encuentra dentro de las facultades que le fueron 
atribuidas a las entidades federativas, y no se ajusta a lo dispuesto 
por la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los 
Residuos y la política nacional en materia de gestión integral de resi­
duos de manejo especial.

5.	 Controversias constitucionales 68/2021 y 77/2021
	 Al analizar las facultades conferidas a la Federación en la Ley 

General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la 
Sala determinó que la autoridad federal tiene una prerrogativa para 
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ser convocada a participar en la discusión y aprobación de los Pro­
gramas Regionales o Locales de Ordenamiento Ecológico cuando 
existan en el territorio de una entidad federativa o un municipio áreas 
naturales protegidas a su cargo, por lo que su participación no 
desaparece aun cuando los instrumentos de planeación regio­
nales o locales excluyan expresamente de su ámbito de aplicación a 
las áreas naturales protegidas federales. En cambio, como el desa­
rrollo estatal o municipal puede impactar a estos ecosistemas, se 
debe convocar de manera fehaciente a la Federación, para que esté 
en posibilidad de introducir modificaciones en los programas regio­
nales o locales de los que se trate y coordinar los objetivos de las 
áreas naturales protegidas con los del ordenamiento ecológico 
del territorio, en aras de garantizar el derecho fundamental a un 
medioambiente sano. 

6.	 Amparo en revisión 320/2021
	 Al resolver este caso, se determinó que es inconstitucional la limi­

tante prevista en la Ley del Seguro Social que impide otorgar una 
pensión por viudez cuando el derechohabiente es mayor de 55 
años y fallece antes de que transcurra un año entre la fecha en que 
se celebra el matrimonio y su muerte. Se explicó que con esta res­
tricción se vulneran los derechos a la igualdad y a la seguridad 
social, porque no se justifica que la procedencia del otorgamiento 
de la pensión de viudez se condicione a un hecho independiente de 
la voluntad del asegurado, como lo es el tiempo que transcurre 
entre su matrimonio y su muerte. Por lo que debe existir la presun­
ción de que el matrimonio no se celebró defraudando al instituto de 
seguridad social. 

7.	 Amparo directo 18/2021
	 Con una perspectiva de género, se determinó que debe recono­

cerse el carácter de beneficiaria a aquella persona que acredite 
que convivió con el trabajador durante los cinco años que prece­
dieron a su muerte, o con la que tuvo hijos, independientemente de 
que alguno de los dos haya sostenido un vínculo matrimonial con 
diversa persona. 
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8.	 Contradicción de criterios 129/2022
	 Respecto de las pensiones jubilatorias de los trabajadores de 

Petróleos Mexicanos, se concluyó que, para determinar el monto 
de su incremento, debe tomarse en consideración el contrato colec­
tivo de trabajo vigente al momento en que se verifica y no el que 
estaba en vigor cuando se otorgó la pensión respectiva. Se explicó 
que, si bien las jubilaciones deben regirse bajo la normatividad vi­
gente en el momento en que éstas fueron determinadas, los montos 
de los incrementos son aspectos accesorios derivados del otor­
gamiento del beneficio pensionario otorgado y, por tanto, deben 
ajustarse al marco contractual que se encuentre vigente al momento 
de que se actualice su pago, pues con ello se da cumplimiento al 
objetivo convenido por las partes en la celebración del contrato 
colectivo de trabajo. 

9.	 Amparo en revisión 7/2022
	 En este caso se resolvió que la implementación del Servicio Profe­

sional de Carrera de la Fiscalía General de la República respeta la 
estabilidad en el empleo, porque los mecanismos de evaluación 
tienen como finalidad asegurar la preparación de las personas ser­
vidoras públicas que desempeñan funciones que, por su naturaleza 
y trascendencia, se consideran de interés. Se resaltó que la inamo­
vilidad se consigue mientras no se incurra en alguna causa de cese. 

10.	 Amparo directo 18/2022
	 Al analizar la revocación de la autorización otorgada a una sociedad 

financiera popular para operar, la Sala determinó que la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores no incurrió en una actividad admi­
nistrativa irregular que acredite la responsabilidad patrimonial del 
Estado, toda vez que llevó a cabo diversas observaciones, reque­
rimientos y medidas correctivas para la debida operación de dicha 
sociedad con cinco años de anticipación a la revocación de su 
autorización. Se resaltó que la facultad de intervención gerencial a 
la entidad financiera es discrecional, ya que su ejercicio está con­
dicionado a un análisis para determinar si hay irregularidades que 
generen inestabilidad en el sistema financiero. 
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Hasta aquí este ejercicio de rendición de cuentas de las labores que 
emprendió la Segunda Sala en el periodo que comprende del 1o. de diciembre 
de 2021 y el 30 de noviembre de 2022, entendida como esa elevada obliga­
ción republicana de someter al escrutinio ciudadano el ejercicio del mandato 
conferido, dando, en este caso, puntual cuenta del cumplimiento de nuestras 
atribuciones para la defensa de la Constitución General de la República, 
como garantes de los derechos humanos de las personas y de la división 
de poderes.

En una sociedad democrática, las instituciones, las personas que como 
autoridades las encarnamos, obedecemos a un solo fin, ejercer nuestras 
funciones en beneficio de esa sociedad, a la que nos debemos.

Es esa la convicción que conduce nuestras actividades en el día a día, 
de las que aquí se ha dado cuenta; con la que emprendemos la reflexión de 
cada asunto de nuestro conocimiento para construir la solución final por la que 
mayoritariamente nos decantemos; siempre mirando por el bien de nuestra 
sociedad, en la que permanece latente el anhelo de justicia, por el bien de 
nuestro México. 



SEGUNDA SALA
CUADROS ESTADÍSTICOS
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LAYNEZ POTISEK 28 2 242 0 3 239 2 1 0 0 33 5 5 1 11 22 5 14 3

YASMÍN 
ESQUIVEL MOSSA 17 3 270 0 2 250 6 1 0 7 28 4 3 4 11 17 7 10 0

LORETTA 
ORTIZ AHLF 0 1 237 0 3 176 17 1 0 0 47 3 6 2 11 36 4 20 12

JOSÉ FERNANDO 
FRANCO GONZÁLEZ 
SALAS

5 0 0 0 0 2 0 1 0 2 0 0 0 0 0 0 0 0 0

SUMAS 166 9 1,303 0 16 1,230 38 5 0 16 205 21 29 10 60 145 27 85 33

SUBTOTAL (INCLUYE 
RETURNOS) 1,328 1,289

TOTAL 166 1,312 1,273 205 60 145 27 85 33

* Se reportan los asuntos ingresados a la Secretaría de Acuerdos de la Sala en la inteligencia de que algunos no se han entregado a Ponencia por encontrarse en trámite.
** Incluye aquellos asuntos que si bien se turnaron a Ponencia por su naturaleza no requerían ser estudiados por la misma y fueron resueltos en Secretaría de Acuerdos de la Sala.
***Asuntos que ya se encontraban ingresados a la Sala y que forman parte de movimientos entre Ponencias de la Sala.
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CUADRO GENERAL DEL MOVIMIENTO DE EXPEDIENTES POR TIPO DE ASUNTO
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2021 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2022
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Acciones de inconstitucionalidad 0 0 6 6 6 0 0 6 0 0 0 0 0 0

Amparos directos 3 0 19 19 5 11 0 16 6 0 6 0 1 5

Amparos directos en revisión 34 0 185 185 183 2 3 188 31 7 24 5 14 5

Amparos en revisión 37 0 160 160 138 15 0 153 44 6 38 3 18 17

Conflictos competenciales 9 0 273 273 263 0 0 263 19 6 13 4 9 0

Contradicciones de criterios (antes contradic ción 
de tesis) 31 0 181 181 170 0 0 170 42 22 20 5 13 2

Controversias constitucionales 7 0 76 76 69 0 2 71 12 0 12 3 9 0

Denuncias de incumplimiento por aplicación de 
normas o actos declarados inválidos en la contro­
versia constitucional

0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0 0 0 0

Facultad de atracción prevista en el artículo 11, 
fracción XVII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación

1 0 0 0 1 0 0 1 0 0 0 0 0 0

Impedimentos 0 0 2 2 2 0 0 2 0 0 0 0 0 0

Incidente de inejecución derivado de incum­
plimiento de una declaratoria general de incons­
titucionalidad

0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0 0 0 0

Incidentes de inejecución de sentencia 2 0 46 46 45 1 0 46 2 1 1 0 1 0

Incidentes de inejecución derivados de denuncia 
de repetición del acto reclamado 0 0 7 7 7 0 0 7 0 0 0 0 0 0

Incidentes derivados de juicios ordinarios federales 0 0 4 4 2 0 0 2 2 0 2 0 2 0

Juicios ordinarios federales 2 0 5 5 2 0 0 2 5 1 4 0 2 2

Quejas 0 0 3 3 2 0 0 2 1 0 1 1 0 0

Quejas en controversias constitucionales y en 
acciones de inconstitucionalidad 0 0 5 5 5 0 0 5 0 0 0 0 0 0

Recursos de apelación 0 0 2 2 2 0 0 2 0 0 0 0 0 0

Recursos de denegada apelación 0 0 2 2 2 0 0 2 0 0 0 0 0 0

Recursos de inconformidad 1 0 7 7 7 0 0 7 1 1 0 0 0 0

Recursos de inconformidad previstos en la frac­
ción IV del artículo 201 de la Ley de Amparo 0 0 20 20 9 0 0 9 11 3 8 3 5 0

Recursos de reclamación 9 4 128 132 121 9 0 130 11 5 6 1 4 1

Recursos de reclamación en controversias consti­
tucionales y en acciones de inconstitucionalidad 12 0 94 94 102 0 0 102 4 0 4 0 4 0

Revisiones administrativas 9 0 4 4 12 0 0 12 1 0 1 0 0 1

Revisión administrativa (Ley Federal de Proce­
dimiento Contencioso Administrativo) 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0 0 0 0

Revisiones en incidente de suspensión 0 0 2 2 1 0 0 1 1 0 1 1 0 0

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 3 5 43 48 40 0 0 40 11 7 4 1 3 0

Solicitudes de reasunción de competencia 5 0 26 26 30 0 0 30 1 1 0 0 0 0

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 1 0 0 0 1 0 0 1 0 0 0 0 0 0

TOTAL 166 9 1,303 1,312 1,230 38 5 1,273 205 60 145 27 85 33
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ACUERDOS DE PRESIDENCIA
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2021 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2022

TIPOS DE ASUNTO ADMISIONES AVOCAMIENTOS ACUERDOS DE 
TRÁMITE EGRESOS TOTAL

Acciones de inconstitucionalidad 0 6 1 0 7

Amparos directos 0 7 29 11 47

Amparos directos en revisión 8 114 481 3 606

Amparos en revisión 2 113 243 15 373

Apelaciones 0 2 1 0 3

Conflictos competenciales 0 259 45 0 304

Contradicciones de criterios (antes contradicciones de tesis) 1 115 240 0 356

Controversias constitucionales 0 75 0 2 77

Denuncia de incumplimiento por aplicación de normas o 
actos declarados inválidos en la controversia constitucional 0 1 0 0 1

Facultad de atracción prevista en el artículo 11, fracción XVII, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 0 1 0 0 1

Impedimentos 0 1 3 0 4

Incidentes de inejecución derivados del incumplimiento de 
una declaratoria general de inconstitucionalidad 0 1 1 0 2

Incidentes de inejecución de sentencia 0 27 76 1 104

Incidentes de inejecución derivados de incidentes de cum­
plimiento sustituto 0 0 2 0 2

Incidentes de inejecución derivados de incidentes de repe­
tición del acto reclamado 0 7 5 0 12

Incidentes derivados de juicios ordinarios civiles federales 0 5 1 0 6

Inconformidad 0 0 1 0 1

Juicios ordinarios civiles federales 0 5 4 1 10

Quejas en la controversia constitucional 0 5 0 0 5

Recursos de denegada apelación civil 0 2 2 0 4

Recursos de inconformidad 0 6 9 0 15

Recursos de inconformidad previstos en la fracción IV del 
artículo 201 de la Ley de Amparo 0 19 2 0 21

Recursos de queja 0 3 4 0 7

Recursos de reclamación 2 202 152 9 365

Recursos de revisión administrativa 0 4 51 0 55

Recursos de revisión en incidentes de suspensión 0 2 0 0 2

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo) 0 1 0 0 1

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 0 36 165 197 398

Solicitudes de reasunción de competencia 0 24 46 53 123

TOTAL 13 1,043 1,564 292 2,912
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR PRECEDENTES

2021

RENTA. EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN XXXII, DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2020, ES DE 
NATURALEZA HETEROAPLICATIVA.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto en contra 
del artículo 28, fracción XXXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente 
en 2020, al considerar que resulta violatorio de los principios de seguridad 
jurídica, legalidad, proporcionalidad y equidad tributarias, así como de irretro­
actividad de la ley, dado que con la adición y entrada en vigor de la porción 
normativa reclamada se limita la deducción de los intereses devengados 
acreditando con ello la naturaleza autoaplicativa de la norma.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que el artículo 28, fracción XXXII, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta vigente en 2020, es de naturaleza heteroaplicativa.

Justificación: La citada porción normativa establece que no serán deduci­
bles los intereses netos del ejercicio que excedan del monto que resulte de 
multiplicar la utilidad fiscal ajustada por el 30% (treinta por ciento) y que sólo 
será aplicable a los contribuyentes cuyos intereses devengados durante el 
ejercicio que deriven de sus deudas excedan de $20’000,000.00 (veinte 
millones de pesos 00/100 M.N.). Ahora bien, la principal condición para que 
la limitante en la deducción prevista en el numeral de mérito se actualice y 
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genere un agravio o perjuicio en la esfera de sus destinatarios para la pro­
cedencia del juicio de amparo, requiere forzosa e ineludiblemente que los 
intereses sobrepasen el monto referido por lo que, de conformidad con su 
último párrafo, el cálculo se realizará al finalizar el ejercicio fiscal de que 
se trate y se reflejará en la declaración anual correspondiente. En ese sen­
tido, la sola entrada en vigor del citado precepto no genera carga u obligación 
alguna para los contribuyentes, pues ello depende del resultado que se 
obtenga al final del ejercicio, de ahí que su naturaleza sea heteroaplicativa.

2a./J. 36/2021 (11a.)

Amparo en revisión 329/2021. Grupo Calidra, S.A. de C.V. 20 de octubre de 
2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y Yasmín 
Esquivel Mossa. Disidente: Javier Laynez Potisek, quien manifestó formu­
laría voto particular. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez.

Tesis de jurisprudencia 36/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de diciembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de enero de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de enero de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

2022

INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ. CUANDO SE ADVIERTAN AFECTA­
CIONES A LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, 
EL TRIBUNAL TIENE LA OBLIGACIÓN DE ESTUDIARLAS A LA LUZ DEL 
REFERIDO PRINCIPIO, CON INDEPENDENCIA DE QUE TALES LESIO­
NES NO HAYAN SIDO MATERIA DE CONTROVERSIA NI LOS MENORES 
DE EDAD PARTE EN EL JUICIO.  

Hechos: En un juicio laboral se impugnó el despido injustificado de un 
director de una secundaria pública. Al llegar el asunto al amparo directo, el 
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Tribunal Colegiado de Circuito consideró que la parte patronal acreditó que 
el director había sido cesado previo al despido que fue impugnado y, por 
ende, no era procedente el pago de las prestaciones reclamadas ni la 
reinstalación. Para ello, el Tribunal Colegiado analizó oficiosamente el cúmulo 
probatorio del referido cese con base en el interés superior de la niñez, ya 
que el director había sido cesado por vulnerar diversos derechos de los 
menores de edad que estaban a su cargo. Inconforme con ello, el traba­
jador interpuso revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
alegando que no era posible tomar en cuenta esas violaciones, ya que ello 
era ajeno a la litis y los estudiantes no fueron parte en el juicio de origen 
ni en el juicio de amparo. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando las Juezas o Jueces de amparo adviertan 
que en algún caso que se les presenta se encuentran involucrados, directa 
o indirectamente, los derechos de las niñas, niños y adolescentes, deben 
estudiar los hechos y las pruebas que se vinculan con tales menores de 
edad, en atención al principio del interés superior de la niñez, a pesar 
de que ello no haya sido materia de controversia o discusión y sin impor­
tar que los niños no hayan acudido al juicio.

Justificación: Esto se explica, pues si la obligación jurídica contenida en el 
artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño de adoptar el inte­
rés superior de la niñez, se aplica a todas las decisiones y medidas que 
afectan directa o indirectamente a los niños, entonces se colige que si el 
juzgador percibe que existen cuestiones que no forman parte propiamente 
de la litis que le es elevada, pero cuyo conocimiento y pronunciamiento es 
esencial para tutelar el interés superior del menor de edad, ante el riesgo o 
peligro de afectación que la sentencia depararía directa o indirectamente 
en el niño, no sólo resulta permisible, sino obligatorio que el Juez, oficiosa­
mente, examine tales cuestiones "indirectas" a la litis, a fin de que el interés 
superior del menor de edad sea tomado en cuenta de manera primordial 
en dicha decisión jurisdiccional. Luego, la autorización de ir más allá de lo 
directa o expresamente establecido en la litis que se le plantea al tribunal, 
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deriva del hecho de que el Poder Judicial de la Federación, en virtud del 
interés superior del menor de edad, ha sido investido de facultades amplí­
simas para intervenir oficiosamente en esta clase de problemas relacio­
nados con las niñas, niños y adolescentes, al grado de que puede hacer 
valer los conceptos o razonamientos que en su opinión conduzcan a la 
verdad y a lograr el bienestar del menor de edad. En el entendido de que 
la adopción del interés superior del menor de edad, en estos casos, no se 
actualiza por una simple conexidad o vinculación lejana entre la litis plan­
teada y los derechos de la niñez –por ejemplo, simplemente porque la 
relación laboral se desarrolle en un lugar donde acudan menores de edad 
a realizar una determinada actividad–, sino que cobra aplicación cuando 
efectivamente se adviertan daños o riesgo de daño a los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes –sean directos o indirectos– derivado de la deci­
sión jurisdiccional respectiva.

2a./J. 1/2022 (11a.)

Amparo directo en revisión 4168/2020. Secretaría de Educación Pública del 
Estado de Puebla. 12 de mayo de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Luis 
María Aguilar Morales vota con reservas y formulará voto concurrente, 
Yasmín Esquivel Mossa vota contra consideraciones y formulará voto 
concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel 
Muñoz Acevedo.

Tesis de jurisprudencia 1/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de enero de dos mil veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 4 de febrero de 2022 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 8 de febrero 
de 2022, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PROCEDE CONTRA LA RESO­
LUCIÓN DICTADA POR LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA (UIF) 
DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO (SHCP) EN EL 
PROCEDIMIENTO PREVISTO EN LAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER 
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GENERAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 115 DE LA LEY DE INSTI­
TUCIONES DE CRÉDITO, ADICIONADAS MEDIANTE DECRETO PUBLI­
CADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 25 DE ABRIL DE 
2014, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 3, FRACCIÓN XII, DE LA LEY OR­
GÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

Hechos: En un juicio de amparo directo se reclamó una sentencia del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, la cual confirmó el auto de desechamiento 
de una demanda en un juicio administrativo en el que se impugnó una reso­
lución de la Unidad de Inteligencia Financiera que declaró improcedente 
eliminar a la quejosa de la "Lista de Personas Bloqueadas".

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que contra la resolución dictada por la Unidad de Inteli­
gencia Financiera (UIF) de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP), en el procedimiento previsto en las Disposiciones de carácter 
general a que se refiere el artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito, 
adicionadas mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa­
ción el 25 de abril de 2014, procede el juicio contencioso administrativo ante 
el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en términos del artículo 3, 
fracción XII, de su Ley Orgánica.

Justificación: Conforme al artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa es un órgano jurisdiccional autónomo que tiene a su cargo 
dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública fede­
ral y los particulares, desde luego, en los supuestos previstos por la legislación 
secundaria respectiva. Así, contra la resolución dictada en el procedimiento 
en comento que decide si procede o no excluir a una persona del "Listado de 
Personas Bloqueadas", procede el juicio contencioso administrativo ante 
el indicado tribunal ordinario conforme al artículo 3, fracción XII, de su Ley 
Orgánica, toda vez que, por una parte, se trata de una decisión definitiva 
emitida por una autoridad perteneciente a la administración pública federal 
–específicamente a una unidad administrativa central de la Secretaría de 
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Hacienda y Crédito Público en términos del artículo 2o., apartado B, frac­
ción II, de su Reglamento Interior– y, por otra, es emitida en un procedimiento 
en el que es aplicable la Ley Federal de Procedimiento Administrativo en 
lo no previsto por las normas generales especiales –conforme al artículo 6o., 
fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito–.

2a./J. 3/2022 (11a.)

Amparo directo 13/2021. Movilidad Urbanía de la Bahía, S.A. de C.V. 1 de diciem­
bre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 3/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de enero de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de febrero de 2022 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 8 de febrero 
de 2022, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECLASIFICACIÓN DEL PERSONAL ACTIVO DEL EJÉRCITO Y FUERZA 
AÉREA. EL ARTÍCULO 164, FRACCIÓN V, DE LA LEY ORGÁNICA DEL 
EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS QUE PREVÉ EL SUPUESTO 
ESPECÍFICO PARA QUE SE REALICE DICHA RECLASIFICACIÓN DE 
UN SERVICIO A OTRO RESPECTO DE CABOS Y SOLDADOS, NO VIOLA 
EL DERECHO HUMANO A LA LIBERTAD DE TRABAJO. 

Hechos: Varias personas promovieron juicio de amparo indirecto en el que, 
entre otras cosas, reclamaron la regularidad constitucional del artículo 164, 
fracción V, de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, con 
motivo del acuerdo emitido por el secretario de la Defensa Nacional, en el 
cual ordenó su reclasificación de un servicio a otro.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 164, fracción V, de la Ley Orgánica del 
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Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, que prevé la reclasificación de los miem­
bros de las Fuerzas Armadas de un servicio a otro, en el caso de cabos y 
soldados, no contraviene el derecho humano a la libertad de trabajo.

Justificación: El artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución 
General de la República establece que los militares, marinos, personal del 
servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las 
instituciones policiales se regirán por sus propias leyes. La Ley Orgánica 
del Ejército y Fuerza Área Mexicanos en su artículo 1o., señala que éstas son 
instituciones armadas permanentes que tienen las misiones generales de 
defender la integridad, la independencia y la soberanía de la nación; garan­
tizar la seguridad interior; auxiliar a la población civil en casos de necesidades 
públicas; realizar acciones cívicas y obras sociales que tiendan al progreso 
del país; y, en caso de desastre, prestar ayuda para el mantenimiento del 
orden, auxilio de las personas y sus bienes y la reconstrucción de las zonas 
afectadas. Asimismo, dicha ley orgánica precisa que los militares de arma 
y de servicio se educan técnicamente para el mando, adiestramiento y con­
ducción, por lo que su carrera se considera profesional y permanente, excepto 
cabos y soldados, quienes no revisten esas características y sus servicios 
en el activo estarán sujetos a las condiciones del contrato correspondiente, 
previo enganche voluntario (artículos 134, 135, 145 y 149 de la ley aludida). 
En ese contexto, si conforme a la Constitución General de la República y a la 
referida ley orgánica, los miembros de las Fuerzas Armadas tienen dichas 
finalidades, y los soldados y cabos voluntariamente están sujetos a lo estipu­
lado en el contrato respectivo, sin considerarse con un carácter profesional 
y permanente, se concluye que sus reclasificaciones de un servicio a otro 
para satisfacer las necesidades del Ejército o de la Fuerza Aérea Mexicanos 
se encuentran justificadas, con lo cual no se transgrede el derecho humano a 
la libertad de trabajo.

2a./J. 6/2022 (11a.)

Amparo en revisión 236/2021. Juan Everardo Hernández Ramos y otros. 6 de 
octubre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secre­
tario: Luis Enrique García de la Mora.
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Tesis de jurisprudencia 6/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de enero de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de febrero de 2022 a las 10:06  horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 8 de febrero 
de 2022, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

NOMBRAMIENTOS. EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN II, DE LA LEY PARA 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNI­
CIPIOS, AL PREVER LA POSIBILIDAD DE QUE LAS ENTIDADES PÚBLICAS 
OMITAN SU EXPEDICIÓN, ES INCONSTITUCIONAL. 

Hechos: Una persona demandó en juicio laboral diversas prestaciones al 
Ayuntamiento de un Municipio del Estado de Jalisco y, tomando en consi­
deración que el Tribunal de Arbitraje y Escalafón de ese Estado absolvió 
al demandado del pago de algunas de ellas con base en lo dispuesto en el 
artículo 4, fracción II, de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de 
Jalisco y sus Municipios, planteó su inconstitucionalidad a través del juicio 
de amparo directo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 4, fracción II, de la Ley para los Servidores 
Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, al prever la posibilidad de 
que las entidades públicas omitan la expedición del nombramiento res­
pectivo, transgrede los principios de seguridad jurídica y estabilidad en el 
empleo.

Justificación: El nombramiento constituye la condición que permite al indi­
viduo designado se le apliquen automáticamente una serie de disposiciones 
generales que le atribuyen una determinada situación jurídica fijada de 
antemano en cuanto al tipo de puesto o cargo, sus obligaciones y derechos, 
la forma de su desempeño, la temporalidad de sus funciones, las protec­
ciones de seguridad social y otros conceptos más, aunado ello a que su 
entrada como servidor público del Estado está regulada en el presupuesto 
de egresos. En ese sentido, la posibilidad de que las entidades públicas 
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omitan la expedición del nombramiento ubica al empleado en un estado de 
incertidumbre y en una situación desventajosa, porque le impide conocer 
los términos y condiciones conforme a las cuales se prestarán los servicios 
respectivos, además de que permite a dichas entidades una actuación irre­
gular al momento de contratar a sus empleados, todo lo cual infringe el prin­
cipio de seguridad jurídica (artículo 16 constitucional). Asimismo, tomando 
en consideración que el referido artículo 4, fracción II, permite que al término 
del periodo de una administración municipal, las personas trabajadoras en 
esta situación (sin nombramiento), sean cesadas sin responsabilidad para 
la administración entrante, independientemente de la naturaleza de las 
funciones que ejercen, con ello se torna nugatoria su prerrogativa de ser 
reinstaladas o indemnizadas en caso de despido injustificado y, por ende, 
también se transgrede el derecho a la estabilidad en el empleo (artículo 
123, apartado B, fracción IX, constitucional). No obsta a lo anterior que la 
reforma publicada en el Periódico Oficial el 26 de septiembre de 2012 a 
la ley local analizada tuviera una finalidad constitucionalmente válida, ya que 
no supera la segunda etapa del test de proporcionalidad (idoneidad), en 
tanto no logra salvaguardar las finanzas públicas de los Ayuntamientos 
ni contrarrestar los efectos perniciosos causados por la omisión de expedir 
nombramientos a todas las personas que ahí laboran. Esto es, aunque 
la norma aparentemente permite que se disuelvan vínculos laborales sin 
responsabilidad para la parte empleadora (lo cual permite la erogación de 
menos recursos para el pago de indemnizaciones), lejos de corregir malas 
prácticas de los titulares de las entidades públicas, incentiva a que no 
expidan nombramientos, lo cual es obligatorio de acuerdo con la misma ley, 
y sin que con ello se resuelva a cabalidad la indeterminación de la situación 
jurídica de la persona trabajadora, ya que nada se prevé sobre la calidad 
que tiene como de base o de confianza.

2a./J. 7/2022 (11a.)

Amparo directo en revisión 3287/2021. Julio Jáuregui Orozco. 24 de noviembre 
de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Disidente y ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secreta­
rio: Luis Enrique García de la Mora.
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Tesis de jurisprudencia 7/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiséis de enero de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de febrero de 2022 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de febrero de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SISTEMA DE EVALUACIÓN DE CONTROL DE CONFIANZA PARA JUZ­
GADORES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO. LAS 
DISPOSICIONES QUE LO PREVÉN VIOLAN EL PRINCIPIO DE INDEPEN­
DENCIA JUDICIAL, EN LA GARANTÍA DE ESTABILIDAD.

Hechos: El asunto deriva de un juicio de amparo indirecto en el que se recla­
maron, entre otros, los artículos 56, 63 y quinto transitorio de la Constitución 
Política del Estado de Jalisco, así como 8, 14 A, 14 B, 14 C, 14 D (con excep­
ción de la fracción IX), 14 E, 14 F, 14 G, 14 H, 14 I, 196 A, 197 A y 197 B, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, reformados 
mediante Decretos 27296/LXII/19 y 27391/LXII/19, publicados en el Perió­
dico Oficial de dicha entidad el 10 de septiembre y el 1 de octubre de 2019, 
respectivamente, a través de los cuales se introdujo el sistema de evaluación 
de control de confianza para los juzgadores de ese Poder Judicial; en 
la demanda se argumentó, entre otras cuestiones, que esa normativa viola el 
principio de independencia judicial.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las disposiciones que regulan el sistema de evalua­
ción de control de confianza, implementado en el Estado de Jalisco para sus 
juzgadores, como condición de permanencia en el cargo, transgreden el 
principio de independencia judicial, en la garantía específica de estabilidad.

Justificación: Los artículos 17 y 116, fracción III, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos ordenan que las leyes federales y locales 
establecerán los medios necesarios para garantizar el principio de indepen­
dencia judicial, lo que significa que los Congresos tienen como imperativo 
respetar ese principio y, con éste, la estabilidad de los juzgadores, lo que 
no se observa con el sistema de evaluación de control de confianza com­
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batido, porque hace depender aquélla de exámenes que no corresponden a 
reglas de responsabilidad administrativa, único supuesto en el que pueden 
ser separados de la función. Máxime que la garantía judicial de estabilidad 
beneficia a la sociedad con juzgadores que han demostrado con la reelec­
ción o ratificación, un desempeño en el cargo ejercido con legalidad, honra­
dez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, aspectos que se acreditan con 
dictámenes de evaluación, y con métodos objetivos que establezcan reglas 
para vigilar su conducta en la administración de justicia.

2a./J. 10/2022 (11a.)

Amparo en revisión 231/2021. Damián Campos García. 10 de noviembre de 
2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Agui­
lar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek 
y Yasmín Esquivel Mossa; votó con salvedad José Fernando Franco Gon­
zález Salas y manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Tesis de jurisprudencia 10/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dos de febrero de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de febrero de 2022 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de febrero de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COORDINACIÓN FISCAL. EL SISTEMA NORMATIVO INTEGRADO POR 
LOS ARTÍCULOS 10-C Y 10-D DE LA LEY RELATIVA NO INVADE LA COM­
PETENCIA DE LA FEDERACIÓN PARA LEGISLAR Y ESTABLECER 
TRIBUTOS SOBRE BIENES CUYA ENAJENACIÓN ESTÉ GRAVADA POR 
LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto en el cual 
reclamó la inconstitucionalidad del sistema normativo integrado por los 
artículos 10-C y 10-D de la Ley de Coordinación Fiscal y 164 Bis a 164 Bis 
6 del Código Fiscal de la Ciudad de México, entre otros, por estimar que 
dichas normas invaden la competencia del Congreso de la Unión para legis­
lar en materia tributaria, pues se permite establecer un tributo local sobre 
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ciertos bienes que son gravados por el Impuesto Especial sobre Producción 
y Servicios.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el sistema normativo integrado por los artículos 10-C 
y 10-D de la Ley de Coordinación Fiscal, no invade la competencia de las 
autoridades federales para legislar en materia tributaria.

Justificación: El sistema competencial en materia tributaria previsto en la 
Constitución Federal establece un sistema de competencias exclusivas 
para la Federación (artículo 73, fracción XXIX) y para los Municipios (artículo 
115, fracción IV), pero en forma simultánea se reconoce la existencia de un 
sistema concurrente en materia tributaria, en el cual las entidades federa­
tivas están en posibilidad de establecer impuestos en aquellas materias 
en las que no exista una potestad exclusiva de algún otro nivel u órgano de 
gobierno y siempre que se cumplan las condiciones legales correspondien­
tes. El hecho de que el artículo 10-C de la Ley de Coordinación Fiscal esta­
blezca los requisitos que debe contener el tributo local creado con base en 
esa norma con relación a la venta o consumo final de los bienes cuya ena­
jenación se encuentre gravada por la Ley del Impuesto Especial sobre Pro­
ducción y Servicios, no implica una transgresión a la competencia de la 
Federación en materia impositiva, porque constitucionalmente se prevé un 
esquema conforme al cual las Legislaturas Locales cuentan con facultades 
para establecer normas generales en las materias concurrentes con la Fede­
ración (si en ejercicio de su soberanía así lo estiman adecuado), pero sin 
que se permita que recaigan sobre el mismo objeto tributario, pues el hecho 
imponible en la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios es 
la enajenación, en general, en tanto que la facultad prevista en el artículo 
10-C de la Ley de Coordinación Fiscal no está referida a cualquier enajena­
ción, sino sólo a la venta o consumo final, lo que genera que el objeto no 
sea igual y, por ende, que tampoco lo sean los contribuyentes; lo anterior, al 
margen de que el impuesto local incida sobre la misma fuente del impuesto 
especial regulado por la Federación, pues se trata de bienes cuya natura­
leza permite ser gravada en forma simultánea por diversos tributos, pero 
desde perspectivas diferentes.

2a./J. 18/2022 (11a.)
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Amparo en revisión 371/2021. Comercial City Fresko, S. de R.L. de C.V. 2 de 
febrero de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto 
Araiza Arreygue.

Tesis de jurisprudencia 18/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciséis de marzo de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de abril de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN POR VIUDEZ PARA BENEFICIARIOS QUE SE ENCUENTRAN 
COMO TRABAJADORES EN ACTIVO. EL ARTÍCULO 6, FRACCIÓN XII, 
INCISO 2), DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, QUE IMPIDE DE 
MANERA TOTAL EL DISFRUTE DE TAL DERECHO, RESULTA INCONSTI­
TUCIONAL POR LESIONAR EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. 

Hechos: A una persona se le negó el pago de la pensión por viudez, pues 
la autoridad de seguridad social estimó que, debido a que se encontraba 
desempeñando un trabajo remunerado e incorporado al régimen del Ins­
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, no 
podía gozar simultáneamente del pago de la referida pensión y de las pres­
taciones derivadas de su propia situación laboral, acto que fue emitido con 
fundamento en los artículos 6, fracción XII, inciso 2), de la Ley del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, y 12, frac­
ción II, inciso c), del Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones de los 
Trabajadores Sujetos al Régimen del Artículo Décimo Transitorio del Decreto 
por el que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado. En la primera instancia del juicio de amparo se 
concedió formalmente la protección constitucional en relación con ambas 
disposiciones, sin embargo, únicamente se realizó el estudio correspondiente 
respecto de la norma reglamentaria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 6, fracción XII, inciso 2), de la Ley del 
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Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
es inconstitucional por resultar sobreinclusivo, al establecer una limita­
ción constitucionalmente inválida que restringe de manera total el acceso a 
una pensión por viudez por contar con diversos derechos de seguridad 
social propios.

Justificación: La disposición referida, en la porción normativa que establece: 
"Que dichos familiares no tengan por sí mismos derechos propios a los 
seguros, prestaciones y servicios previstos en esta ley", es inconstitucional 
por su carácter sobreinclusivo, pues comprende un universo tan amplio que 
obstaculiza el ejercicio pleno de derechos de seguridad social, como el 
disfrute de una pensión por viudez de forma simultánea a las prestaciones 
que se originan de la situación laboral de orden personal. La previsión 
es sumamente amplia en relación con los requisitos que deben observar los 
familiares derechohabientes para el acceso a todas las prestaciones que 
pueden derivar de la relación del trabajador y el Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, incluyendo en su universo 
la incompatibilidad total de derechos propios con todos los seguros, presta­
ciones y servicios contemplados en la ley en comento. Asimismo, su incons­
titucionalidad también deriva del estrecho vínculo que guarda con la norma 
reglamentaria, en donde se describieron y desarrollaron los supuestos de 
compatibilidad de las pensiones que otorga el Instituto en términos práctica­
mente idénticos, constituyendo de tal manera un sistema normativo que 
repercute negativamente en el adecuado ejercicio de los derechos propios 
de la seguridad social; máxime que el artículo 12, fracción II, inciso c), del 
reglamento citado, ya fue declarado inconstitucional por esta Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurispruden­
cia 2a./J. 129/2016 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR VIUDEZ. 
EL ARTÍCULO 12, FRACCIÓN II, INCISO C), DEL REGLAMENTO PARA EL 
OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE LOS TRABAJADORES SUJETOS 
AL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DEL DECRETO POR 
EL QUE SE EXPIDE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, VIOLA EL DERECHO A 
LA SEGURIDAD SOCIAL.". Consecuentemente, las dos situaciones jurídicas 
(el carácter de beneficiario de una pensión por viudez y las prestaciones 
derivadas del propio empleo), son plenamente compatibles y pretenden 
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hacer efectiva la protección del bienestar de los familiares del trabajador o 
pensionado fallecido y mejorar su nivel de vida.

2a./J. 20/2022 (11a.)

Amparo en revisión 183/2021. Gina María Villa Mucel. 10 de noviembre de 
2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y 
Yasmín Esquivel Mossa. José Fernando Franco González Salas emitió su 
voto con reservas. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto 
Negrete Romero.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 129/2016 (10a.) citada, aparece publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de noviem­
bre de 2016 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo II, noviembre de 2016, 
página 1033, con número de registro digital: 2012981.

Tesis de jurisprudencia 20/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del seis de abril de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

BAJA DEL PERSONAL DE LA MILICIA AUXILIAR DE LA SECRETARÍA DE 
MARINA. EL ARTÍCULO 85, FRACCIÓN II, INCISO E, PRIMERA PARTE, 
DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ARMADA DE MÉXICO, ABROGADA, QUE LA 
PREVÉ, ES CONSTITUCIONAL. 

Hechos: Una persona miembro de la milicia auxiliar, perteneciente a la 
Secretaría de Marina, concluyó el contrato que la vinculaba con tal depen­
dencia, con lo cual se dio paso a su separación definitiva. En vía de amparo 
tal persona cuestionó la constitucionalidad del artículo 85, fracción II, inciso E, 
primera parte, de la Ley Orgánica de la Armada de México, abrogada, por 
estimar que lesiona la prerrogativa de estabilidad laboral y violenta el prin­
cipio de igualdad, porque otros integrantes de la citada institución no pueden 
ser separados de la fuente de trabajo por conclusión del contrato respectivo.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 85, fracción II, inciso E, primera parte, de 
la Ley Orgánica de la Armada de México, abrogada, que prevé la separación 
definitiva del servicio activo del personal de la milicia auxiliar por termina­
ción de contrato, es acorde con el artículo 123, apartado B, fracción XIII, 
constitucional, y respeta el principio de igualdad.

Justificación: La mecánica de conclusión de la relación establecida entre 
el personal de la milicia auxiliar y la Secretaría de Marina prevista en la 
norma legal referida, tiene su fundamento constitucional en el artículo 123, 
apartado B, fracción XIII, pues su vínculo no es de naturaleza laboral, sino 
administrativa, en virtud de que los militares, marinos, personal del servicio 
exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las institu­
ciones policiales se rigen por sus propias leyes, régimen que excluye el 
derecho de estabilidad laboral. En ese tipo de vínculos el Estado no actúa 
como patrón sino como autoridad, lo que constituye un apartado especial 
por virtud de las características inherentes a las funciones a cargo de la 
Secretaría de Marina cuyo óptimo funcionamiento exige el apego a una disci­
plina rígida, una estricta organización jerárquica, así como una constante 
vigilancia y una disposición de los cargos y servidores públicos en razón 
de las necesidades que se susciten, las cuales son esenciales y sensibles en 
relación con la propia vigencia del Estado Mexicano. Además, la norma 
legal aludida no atenta contra el principio de igualdad, pues el régimen 
propio de la milicia auxiliar se refiere a un esquema jurídico enteramente 
diverso respecto de las otras categorías pertenecientes a la milicia perma­
nente de la Secretaría de Marina, en tanto las condiciones de acceso y 
permanencia son diametralmente opuestas entre uno y otro, en la medida 
que el acceso a las diversas categorías superiores no se rige por un acuerdo 
de voluntades, sino por el desarrollo de una carrera profesional que supone la 
asistencia y aprobación de diversos cursos, así como de un mayor grado de 
responsabilidad vinculado a un ejercicio de autoridad en el mando militar 
de la Armada de México.

2a./J. 21/2022 (11a.)

Amparo en revisión 375/2021. René Iván Magallanes Hernández. 16 de febrero 
de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
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Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete 
Romero.

Tesis de jurisprudencia 21/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de seis de abril de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESCISIÓN DEL CONTRATO DE ENGANCHE A SOLDADOS Y CABOS. 
EL ARTÍCULO 43, FRACCIÓN III, DEL REGLAMENTO DE RECLUTAMIENTO 
DE PERSONAL PARA EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS, 
QUE PREVÉ QUE LA ÚNICA FORMA DE NOTIFICAR EL INICIO DEL 
PROCEDIMIENTO SERÁ MEDIANTE LA PUBLICACIÓN EN LA ORDEN 
GENERAL DE LA PLAZA DE MÉXICO, VIOLA EL DERECHO FUNDA­
MENTAL DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

Hechos: A un soldado le fue rescindido el Contrato de Enganche por haber 
faltado injustificadamente durante 72 horas consecutivas a la Unidad, Depen­
dencia o Instalación en donde prestaba sus servicios. En vía de amparo 
el quejoso cuestionó la constitucionalidad del artículo 43, fracción III, del 
Reglamento de Reclutamiento de Personal para el Ejército y Fuerza Aérea 
Mexicanos, por estimar que lesiona su derecho de defensa, al establecer 
que la notificación del inicio del procedimiento donde se revisa si procede la 
rescisión por la falta injustificada se realice únicamente a través de un medio 
de comunicación oficial denominado Orden General de la plaza de México, 
anulando la posibilidad de que se le notifique personalmente tal acto decisivo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 43, fracción III (en relación con las frac­
ciones II del propio artículo y IX del diverso 42), del Reglamento de Reclu­
tamiento de Personal para el Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, viola el 
derecho fundamental de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues prevé que la 
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forma de notificar al quejoso sea sólo a través de un medio de divulgación 
institucional denominado Orden General de la plaza de México, sin distin­
ción de supuestos fácticos y sin mediar ningún emplazamiento personal.

Justificación: La norma referida resulta inconstitucional en tanto que: a) pre­
supone que en todos los casos en que un soldado se ausenta durante 72 
horas es de forma voluntaria y que éste permanece separado de la vida cas­
trense bajo esas mismas circunstancias (ilocalizable), dejando fuera una 
multiplicidad de supuestos; y, b) desconoce la trascendencia del proce­
dimiento y las acciones que detona la notificación inicial (posibilidad de 
presentar alegatos y pruebas), con lo cual fija como única regla de comuni­
cación aquella que no permite garantizar que el soldado o cabo podrá 
ejercer su derecho de audiencia. Por tanto, el hecho de que no se intente un 
método de notificación personal, previo al llamamiento a través de la Orden 
General de la plaza de México, convierte al procedimiento para determinar 
la procedencia o no de la rescisión del Contrato de Enganche en un meca­
nismo sumario de rescisión, donde se nulifica por completo el derecho de 
acceso a la justicia que asiste a toda persona.

2a./J. 22/2022 (11a.)

Amparo en revisión 389/2020. José Alfredo Núñez Yépez. 2 de junio de 2021. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: 
Roberto Negrete Romero.

Tesis de jurisprudencia 22/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del seis de abril de dos mil veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA PARA RESOLVER LOS RECURSOS DE REVISIÓN Y LAS 
SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN, VINCULADOS CON 
ASUNTOS JURISDICCIONALES DE LOS QUE CORRESPONDA CONOCER 
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A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. CARECE DE ELLA 
EL INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFOR­
MACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto se reclamó la resolución de un 
recurso de revisión emitida por el Pleno del Instituto Nacional de Transparen­
cia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, en la que 
ordenó al Banco de México entregar a un particular dos demandas de 
controversia constitucional que promovió ante la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, bajo la consideración de que no es procedente la reserva de 
información. En la demanda se argumentó que el recurso fue resuelto por 
una autoridad incompetente, por lo que se violó el principio de legalidad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor­
mación y Protección de Datos Personales, carece de competencia para 
resolver los recursos de revisión derivados de los asuntos jurisdiccionales 
de los que conoce este Tribunal Constitucional, ya que la competencia es del 
Comité Especializado en Materia de Acceso a la Información Pública, inte­
grado por tres Ministros, en términos de lo previsto en el artículo 6, apar­
tado A, fracción VIII, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, lo que incluye las solicitudes de información formuladas 
por particulares que atañen a esos sumarios.

Justificación: El precepto constitucional ordena que ese Instituto tiene compe­
tencia para conocer de las cuestiones relacionadas con el acceso a la 
información pública y la protección de datos personales de cualquier auto­
ridad, entidad, órgano u organismo que forme parte de alguno de los Poderes 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fidei­
comisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o 
sindicatos que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autori­
dad en el ámbito federal, con excepción de los expedientes jurisdiccionales 
que correspondan a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cuyo 
caso resolverá un comité integrado por tres Ministros; además de que se 
entiende por asuntos jurisdiccionales, aquellos que estén relacionados con 



22

Suprema Corte de Justicia de la Nación

el ejercicio de la función constitucional de impartición de justicia, según los 
artículos 194 y 195 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Infor­
mación Pública, así como 166 y 167 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública.

2a./J. 23/2022 (11a.)

Amparo en revisión 379/2021. Jessica Elizondo Escoto. 30 de marzo de 2022. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela 
Domínguez.

Tesis de jurisprudencia 23/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de mayo de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REVISIÓN ELECTRÓNICA DE CONTRIBUCIONES. EL HECHO DE QUE 
LA AUTORIDAD FISCAL NO EMITA NI NOTIFIQUE LA RESOLUCIÓN 
DEFINITIVA EN ESE PROCEDIMIENTO EN EL PLAZO DE 40 DÍAS, TRAE 
COMO CONSECUENCIA LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESO­
LUCIÓN EMITIDA (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 53-B, 
FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN). 

Hechos: La autoridad fiscal ejerció su facultad de revisión electrónica de 
contribuciones respecto de una persona moral, emitió y notificó resolución 
definitiva fuera del plazo de 40 días que tiene para tal efecto, determi­
nándole un crédito fiscal. En contra de dicho crédito se promovió juicio 
contencioso administrativo, el cual resolvió la Sala correspondiente en el 
sentido de reconocer su validez. En desacuerdo con la sentencia respec­
tiva, la persona jurídica promovió juicio de amparo directo, el cual resolvió 
el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento concediendo el amparo 
solicitado, ante lo cual la autoridad fiscal interpuso recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la interpretación conforme a la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos del artículo 53-B, fracción IV, del Código 
Fiscal de la Federación, a la luz de los principios de interpretación más favo­
rable y de seguridad jurídica, permite concluir que el hecho de que la 
autoridad fiscal no emita ni notifique la resolución definitiva en el procedimiento 
de revisión electrónica de contribuciones en el plazo de 40 días, computado 
a partir de que venza el plazo de 15 días para que el contribuyente haga 
valer su derecho de audiencia o corrija su situación mediante el pago total 
propuesto, o cuando se hayan desahogado las pruebas que aportó, trae 
como consecuencia la nulidad lisa y llana de la resolución emitida, en térmi­
nos del artículo 52, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Conten­
cioso Administrativo.

Justificación: Con la facultad de revisión electrónica de contribuciones el 
legislador buscó reducir los costos de operación y los tiempos en el ejerci­
cio de las facultades de comprobación, además de acotar la actuación de 
la autoridad fiscal por la naturaleza misma de los medios que emplea (meca­
nismos electrónicos de procesamiento y almacenamiento de datos), de ahí 
que se encuentre obligada, compelida o forzada a emitir y notificar la resolu­
ción definitiva en el plazo de 40 días, ya que de otra manera el contribuyente 
se encontraría en estado de inseguridad jurídica respecto de su inacción en 
el lapso señalado. Adicionalmente, las consecuencias jurídicas que con­
lleva la actualización de los supuestos normativos del artículo 53-B del 
Código Fiscal de la Federación, en el caso de que el contribuyente no ejerza 
su derecho a la defensa ni corrija su situación fiscal mediante el pago de la 
preliquidación que se le adjunta, conlleva que la resolución provisional que 
le notifica la autoridad fiscal se torne en resolución definitiva, convirtién­
dose en un típico acto de autoridad (unilateral, imperativo y coercitivo) impug­
nable mediante los medios de defensa correspondientes, por lo que no 
existe razón práctica ni lógica para que la autoridad fiscal no emita ni noti­
fique la resolución definitiva en el plazo de 40 días. En caso de que la auto­
ridad fiscal no la emita ni notifique en dicho plazo, la consecuencia de su 
actuar implica que, de impugnarse esa resolución definitiva en el conten­
cioso administrativo, se actualice la causal de nulidad prevista en el artículo 
51, fracción IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis­
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trativo, toda vez que la resolución se emitió en contravención a lo dispuesto 
en el artículo 53-B, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación.

2a./J. 24/2022 (11a.)

Amparo directo en revisión 3130/2021. Angloamericano de Monterrey, S.C. 9 de 
febrero de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa; la Ministra Yasmín Esquivel Mossa manifestó que formu­
laría voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez.

Tesis de jurisprudencia 24/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de mayo de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REQUERIMIENTO DE PAGO DE FIANZAS OTORGADAS EN FAVOR DE LA 
FEDERACIÓN, DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y DE LOS MUNICIPIOS. 
LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 282 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
SEGUROS Y DE FIANZAS, AL PREVER LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE NULIDAD EN SU CONTRA, RECONOCE EL DERECHO DE DEFENSA. 

Hechos: Una persona moral interpuso recurso de revisión en contra de la sen­
tencia de amparo indirecto en la cual reclamó, entre otros actos, la incons­
titucionalidad de la fracción III del artículo 282 de la Ley de Instituciones de 
Seguros y de Fianzas, al estimar que tal precepto no prevé un medio de defensa 
en contra de la orden de remate de bienes a que se refiere el párrafo segundo 
de la misma fracción.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que la fracción III del artículo 282 de la Ley de Institucio­
nes de Seguros y de Fianzas reconoce el derecho de defensa.

Justificación: En el artículo 282 de la Ley de Instituciones de Seguros y de 
Fianzas se prevé el procedimiento para el cobro de fianzas otorgadas en 



25

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2022

favor de la Federación, de las entidades federativas y de los Municipios, 
el cual se integra por un primer requerimiento de pago a partir del cual se 
otorga el plazo de treinta días para comprobar ante la autoridad ejecutora 
que se realizó el pago requerido, o bien, demandar la nulidad de dicho 
requerimiento ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en cuyo 
caso se suspenderá el procedimiento de ejecución. De no haberse acredi­
tado el pago o cuando se reconoce la validez del requerimiento impugnado, 
la autoridad ejecutora tiene el plazo de veinticinco días hábiles para solicitar 
a la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas la emisión de la orden de remate 
de valores de la afianzadora. Ahora bien, de la lectura de las fracciones III y 
IV del artículo 282 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, se des­
prende claramente que el legislador reconoció el derecho de defensa de 
las afianzadoras, quienes podrán acudir ante el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa a efecto de demandar la invalidez del requerimiento de pago 
de la respectiva fianza, siendo que en tal medio de impugnación podrán 
oponer todas las excepciones a su alcance, a condición de que las mismas 
sean inherentes a la obligación principal; estén encaminadas a la extinción 
total o parcial de la obligación; se trate de excepciones perentorias o de 
fondo y sean novedosas, es decir, que no hayan sido formuladas en algún 
otro momento o medio de defensa. Así, al determinar la procedencia del juicio 
de nulidad en contra de ese requerimiento, el creador de la norma cumplió 
con los deberes de dar seguridad jurídica y prever un medio de defensa 
ordinario, pues estableció en la norma precisada el supuesto de mayor pro­
babilidad de ocurrencia, de ahí que no resulte exigible contemplar normati­
vamente supuestos de poca o rara incidencia, ya que ello se traduciría en 
el deber de identificar exhaustiva y pormenorizadamente todos y cada uno 
de los supuestos fácticos o materiales que pueden presentarse, haciendo 
sumamente complicada la función legislativa y restando abstracción a los 
hipotéticos legales para, a cambio, exigir una precisión y concretización 
que no son propias del acto legislativo.

2a./J. 28/2022 (11a.)

Amparo en revisión 511/2021. Chubb Fianzas Monterrey, Aseguradora de Cau­
ción, S.A. 23 de marzo de 2022. Cinco votos por lo que respecta a los 
resolutivos primero y segundo de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
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María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Por mayoría de cuatro votos en cuanto al resolutivo ter­
cero; disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Cinco votos en relación con el 
contenido de esta tesis. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue.

Tesis de jurisprudencia 28/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de junio de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2022 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de junio de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TRABAJADORES DE CONFIANZA DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL 
DISTRITO FEDERAL (AHORA CIUDAD DE MÉXICO). EL QUINTO PÁRRA­
FO DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL, ABROGADA, QUE 
LES ASIGNA TAL CARÁCTER, ES INCONSTITUCIONAL.

Hechos: Un trabajador del Instituto de Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales del Distrito Federal (ahora Ciudad de México) 
fue despedido; en el procedimiento laboral se absolvió a la parte patronal 
por estimar que el demandante tenía la calidad de trabajador de confianza. 
En vía de amparo el quejoso cuestionó la constitucionalidad del párrafo quinto 
del artículo 63 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Públi­
ca del Distrito Federal, abrogada, por considerar que fue emitido por auto­
ridad sin atribuciones para ello, y por establecer que todos los trabajadores 
del Instituto tienen la calidad de empleados de confianza, sin que para ello 
se revisen sus funciones.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el párrafo quinto del artículo 63 de la Ley de Transpa­
rencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, abrogada, es 
inconstitucional, pues fue emitida por la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal, la cual no tenía atribuciones para normar las relaciones de tra­
bajo en esa entidad, pues dicha facultad pertenecía, en ese momento, al 
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ámbito de competencia exclusiva del Congreso de la Unión; además, porque 
definía, en automático, la categoría laboral de los servidores públicos, aten­
tando con ello contra diversos derechos laborales.

Justificación: Esto es así, pues tal disposición se emitió antes de que entrara 
en vigor la atribución del Congreso Local para legislar en materia laboral 
prevista en el artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Frente a la literalidad de ese Texto Constitucional se advierte 
que a la fecha del nacimiento a la vida jurídica de la norma en comento, no 
existía disposición expresa alguna que le permitiera a la Asamblea Legisla­
tiva emitir normas que regularan la materia laboral. Asimismo, la evolución 
constitucional muestra que la reforma que transformó el régimen político y 
jurídico del Distrito Federal (para transitar a la Ciudad de México), sí asignó 
tal competencia, como reconocimiento de que antes carecía de esa facultad. 
Asimismo, el párrafo quinto del artículo 63 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Distrito Federal también resulta inconsti­
tucional, pues define en automático la calidad del trabajador de confianza, 
lo que supone un atentado contra diversas prerrogativas laborales, pues la 
fórmula legislativa asume como ciertas, cuestiones que deben correspon­
derse con la realidad, esto es, con las funciones que efectivamente desarrolle 
el servidor en su centro de trabajo.

2a./J. 35/2022 (11a.)

Amparo directo en revisión 3334/2021. Juan Carlos Maciel Carrillo. 16 de marzo 
de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esqui­
vel Mossa, quien manifestó que formulará voto concurrente. Ponente: 
Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete Romero.

Tesis de jurisprudencia 35/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de junio de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 1 de agosto de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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INVALIDEZ Y RIESGO DEL TRABAJO. EL PÁRRAFO TERCERO DEL 
ARTÍCULO 12 DEL REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE PEN­
SIONES DE LOS TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO 
DÉCIMO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA 
LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO, INFRINGE EL DERECHO DE SEGURI­
DAD SOCIAL Y EL PRINCIPIO DE PREVISIÓN SOCIAL, AL NO PERMITIR 
SU COMPATIBILIDAD. 

Hechos: A una persona se le negó el pago de la pensión por invalidez y la 
derivada del seguro de riesgos del trabajo, ya que el Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado estimó que no son compa­
tibles, en términos del párrafo tercero del artículo 12 del Reglamento para 
el otorgamiento de pensiones de los trabajadores sujetos al régimen del 
artículo décimo transitorio del Decreto por el que se expide la Ley del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. El Tribu­
nal Colegiado de Circuito que conoció de la demanda de amparo directo 
negó la protección constitucional, al considerar que son incompatibles las 
referidas pensiones. Sentencia que se impugnó en amparo directo en revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el párrafo tercero del artículo 12 del Reglamento para 
el otorgamiento de pensiones de los trabajadores sujetos al régimen del 
artículo décimo transitorio del Decreto por el que se expide la Ley del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, al no per­
mitir la compatibilidad de la pensión por invalidez y la derivada del riesgo 
del trabajo, infringe el derecho de seguridad social y el principio de previ­
sión social, previstos en el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: La disposición legal impugnada infringe el derecho de seguri­
dad social y el principio de la previsión social, dado que no toma en conside­
ración las diferencias sustanciales entre la pensión por invalidez y la pensión 
por riesgo del trabajo, a saber: a) A la imposibilidad para trabajar de un 
asegurado se le otorgan tratamientos jurídicos diversos, atendiendo a la 
causa que la provoca, es decir, según esa contingencia derive de la relación 
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laboral, o cuando proviene de causas externas a ese vínculo; de lo que se 
colige que no son sinónimos los términos incapacidad (parcial o permanente) 
e invalidez, en virtud de que la primera es calificada en razón de su origen 
laboral, mientras que la segunda tiene su génesis en accidentes o enferme­
dades no profesionales (inhabilitación física o mental por causas ajenas al 
desempeño de su cargo o empleo); b) Para el otorgamiento de las presta­
ciones previstas para el seguro de riesgo del trabajo no se requiere más 
exigencia que la contingencia se haya originado en ejercicio o con motivo 
del trabajo, es decir, no se necesita del cumplimiento de periodo de espera, 
medido en semanas de cotización reconocidas por el Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, requisito que es exigido 
para la procedencia de las prestaciones relativas al seguro de invalidez; c) Las 
referidas pensiones tienen orígenes distintos: La pensión por invalidez deriva 
de alguna enfermedad general dictaminada por el Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, es decir, tratándose de 
trabajadores que se inhabiliten física o mentalmente por causas ajenas al 
desempeño de su cargo o empleo, si hubiesen contribuido con sus cuotas 
al instituto cuando menos durante quince años; y la de riesgos del trabajo 
deviene cuando se produce una incapacidad o un daño orgánico en el desem­
peño de las funciones; d) Amparan conceptos distintos, ya que la pensión 
por invalidez cubre la contingencia relativa a la imposibilidad temporal o 
definitiva del empleado, cuando ésta derive de una enfermedad o accidente 
no profesional y que se haya cotizado por un determinado número de años; 
y, la pensión por riesgos del trabajo cubre la incapacidad orgánica sufrida 
por el desempeño de funciones y garantiza diagnósticos, asistencia médica, 
quirúrgica y farmacéutica, servicio de hospitalización, aparatos de prótesis, 
ortopedia y rehabilitación; y e) Tienen autonomía financiera, dado que la 
pensión por invalidez es el producto de las aportaciones realizadas por el tra­
bajador durante por lo menos quince años de su vida laboral, en tanto que 
la concedida por riesgos del trabajo deriva del seguro por riesgos del tra­
bajo. De ahí que el pago simultáneo de la pensión por invalidez y la diversa 
por riesgos del trabajo no pone en peligro la viabilidad financiera del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, pues 
ambos conceptos tienen autonomía financiera y el disfrute de ambos derechos 
hace efectivo el principio de previsión social.

2a./J. 39/2022 (11a.)
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Amparo directo en revisión 4196/2021. Julieta Leticia Ramírez Sandoval. 11 de 
mayo de 2022. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y presidenta Yasmín Esqui­
vel Mossa. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Montserrat Torres Contreras.

Tesis de jurisprudencia 39/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de trece de julio de dos mil veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2022 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

NOMBRAMIENTO DEFINITIVO. LOS ARTÍCULOS 60 Y 61 DE LA LEY 
GENERAL DEL SISTEMA PARA LA CARRERA DE LAS MAESTRAS Y 
LOS MAESTROS, QUE NO RECONOCEN ESE DERECHO PARA EL PER­
SONAL CON FUNCIONES DE SUPERVISIÓN EN LA EDUCACIÓN MEDIA 
SUPERIOR, VULNERAN LOS DERECHOS A LA IGUALDAD Y A LA NO 
DISCRIMINACIÓN. 

Hechos: Una persona resultó vencedora en un concurso de oposición para 
la promoción en el servicio profesional docente y le fue otorgado un nom­
bramiento de supervisión, por tiempo fijo, en la educación media superior, 
para el periodo comprendido del 16 de agosto de 2018 al 15 de agosto de 
2020. Durante ese periodo se publicó la Ley General del Sistema para la 
Carrera de las Maestras y los Maestros, la cual distingue entre el personal con 
funciones de supervisión en la educación básica y aquel que realiza tales 
funciones en la educación media superior, pues al primero le reconoce el 
derecho a un nombramiento definitivo, en tanto que al segundo no le otorga 
la misma prerrogativa. Con motivo de lo anterior, la interesada promovió juicio 
de amparo indirecto, en el que alegó violación a sus derechos de igualdad 
y no discriminación y, posteriormente, ante el resultado de la sentencia, el 
cual fue adverso a sus intereses, interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos 60 y 61 de la Ley General del Sistema 
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para la Carrera de las Maestras y los Maestros, vulneran los derechos a la igual­
dad y a la no discriminación.

Justificación: Esto es así, porque a pesar de que el personal con funciones 
de supervisión realiza, prácticamente, las mismas actividades, con independen­
cia de que preste sus servicios en la educación básica o en la media superior, 
pues en ambos casos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7, fracción 
XII, de la Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maes­
tros, su tarea se constriñe a: vigilar el cumplimiento de las disposiciones nor­
mativas y técnicas aplicables; apoyar y asesorar a las escuelas para facilitar 
y promover la excelencia de la educación; favorecer la comunicación entre 
escuelas, madres y padres de familia o tutores y comunidades; y realizar las 
demás funciones que sean necesarias para la debida operación de las escue­
las, el buen desempeño y el cumplimiento de los fines de la educación; de 
los antecedentes legislativos no se desprende una justificación objetiva y 
razonable que explique la diferencia de trato del personal con funciones de 
supervisión en la educación media superior, con respecto de aquel que 
desarrolla la misma función, pero en la educación básica, a quien la ley, en 
su artículo 43, sí le reconoce el derecho a un nombramiento definitivo, una 
vez actualizado el supuesto normativo; antes bien, se advierte que el creador 
de la norma focalizó sus esfuerzos en recoger los postulados que generaron 
la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 
mayo de 2019, entre otros el de revalorizar al magisterio como agente de cam­
bio social para garantizar la excelencia y la equidad de la educación, lo que 
de suyo implicaría, en todo caso, la igualdad de oportunidades entre quienes 
obtengan un nombramiento de supervisión a efecto de aspirar a su carácter 
definitivo, sin importar el nivel educativo (básico o medio superior) en el que 
se desempeñen.

2a./J. 48/2022 (11a.)

Amparo en revisión 392/2021. David Peralta Rodríguez. 23 de febrero de 2022. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Óscar Vázquez Moreno.
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Tesis de jurisprudencia 48/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de agosto de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de septiembre de 2022 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AVISO DE INICIO DE LIQUIDACIÓN FISCAL. LA CONDICIÓN PARA SU 
PROCEDENCIA PREVISTA EN LA FICHA DE TRÁMITE 85/CFF DEL ANEXO 
1-A DE LA REGLA 2.5.16. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA 2020, TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE 
SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 

Hechos: En contra de la resolución por la que la autoridad fiscal estimó 
improcedente el aviso de liquidación fiscal de una persona moral se promo­
vió juicio de nulidad, el cual resultó fundado en una parte; sin embargo, la 
actora acudió al amparo directo en el cual adujo, entre otras cuestiones, 
que la regla 2.5.16. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2020, así como 
su Anexo 1-A, en la parte relativa a la condición establecida en la ficha de 
trámite 85/CFF "Aviso de inicio de liquidación o cambio de residencia fiscal", 
eran contrarios a los principios de reserva de ley y de subordinación jerár­
quica, pues ni en el Código Fiscal de la Federación ni en su Reglamento se 
prevén los requisitos contenidos en esas normas, además de que tampoco 
existe una cláusula habilitante para desarrollar tales aspectos por la autori­
dad administrativa. Al resolver el amparo, el Tribunal Colegiado de Circuito 
declaró fundados dichos argumentos y otorgó la protección constitucional, 
lo cual fue recurrido por la autoridad responsable.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que la condición prevista en la ficha de trámite 85/CFF 
para la procedencia del Aviso de inicio de liquidación, transgrede los prin­
cipios de reserva de ley y de subordinación jerárquica, porque la regulación 
contenida en esa norma no encuentra justificación y medida en las disposicio­
nes legales ni reglamentarias de las que deriva.

Justificación: Del análisis sistemático de los artículos 31, primer párrafo, del 
Código Fiscal de la Federación, así como 29 y 30 de su Reglamento, rela­
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cionados con el aviso de inicio de liquidación, se advierte que en dichas 
normas se dispone que: 1) el legislador habilitó a la autoridad fiscal para 
desarrollar la información que los contribuyentes deben proporcionarle en 
relación con el aviso de inicio de liquidación; 2) el ejercicio fiscal terminará 
anticipadamente en la fecha en que la persona moral entre en liquidación; 
3) habrá un ejercicio fiscal por el tiempo que la persona moral esté en liqui­
dación; y, 4) el aviso de inicio de liquidación se realizará dentro del mes 
siguiente a la fecha en que se haya presentado la declaración del ejercicio 
que concluyó anticipadamente; por lo que no es posible concluir que en 
dicha normativa se haya establecido como requisito para autorizar el aviso 
de inicio de liquidación de personas morales, el deber de "que no existan 
omisiones, diferencias e incongruencias en la declaración por terminación 
anticipada pagos provisionales, retenciones, definitivos, anuales, ingresos, 
egresos y retenciones", lo cual evidencia que tal requisito se incorporó norma­
tivamente en la ficha de trámite 85/CFF, contenida en el Anexo 1-A de la 
Resolución Miscelánea Fiscal para 2020. Sin embargo, este órgano jurisdic­
cional estima que tanto la regla 2.5.16. de la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2020, así como la ficha de trámite 85/CFF establecida en el Anexo 1-A de 
la referida Resolución, son disposiciones jurídicas que se encuentran subor­
dinadas al contenido del Código Fiscal de la Federación y de su Reglamento, 
por lo que ni en la regla ni en la ficha de trámite referida se puede derogar, 
limitar o excluir lo establecido en dichas normas, ni incorporar requisitos o 
reglas que superen lo previsto en el marco legal del cual derivan, por tanto, 
al incluirse en la ficha precisada diversas condiciones o requisitos que no deri­
van del marco legal y reglamentario aplicable, queda evidenciado que la 
autoridad fiscal rebasó lo dispuesto en la cláusula habilitante de la que deriva 
la regulación reclamada, transgrediendo con ello los principios de reserva de 
ley y de subordinación jerárquica.

2a./J. 54/2022 (11a.)

Amparo directo en revisión 2025/2022. Samay Proveedora, S.A.P.I. de C.V. 13 de 
julio de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Disidente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Javier Laynez Potisek. Se­
cretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.



34

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Tesis de jurisprudencia 54/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del siete de septiembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de septiembre de 2022 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. DEBE DARSE VISTA CON 
ELLA A LA PARTE QUEJOSA SI EL ÓRGANO QUE CONOCE DEL RE­
CURSO DE REVISIÓN ESTIMA QUE SE ACTUALIZA UNA CAUSAL QUE 
FUE OBJETO DE ESTUDIO POR EL INFERIOR, CUANDO ÉSTE ANALIZÓ 
LA INVIABILIDAD DEL JUICIO BAJO UN MATIZ O PERSPECTIVA DISTINTA 
A LA PLANTEADA POR LA CONTRAPARTE DE AQUÉL.  

Hechos: Al realizar el análisis de los argumentos expuestos por la contraparte 
del quejoso en el recurso de revisión adhesiva, la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal consideró que en el caso se actualizaba una causal de improceden­
cia del juicio de amparo, que si bien se trataba de la misma que fue analizada 
por el órgano jurisdiccional inferior, lo cierto era que no estaba soportada sobre 
elementos similares, por lo que debía determinarse si debía o no darse vista 
con ella a la parte quejosa en términos del segundo párrafo del artículo 64 
de la Ley de Amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que es necesario dar vista a la parte quejosa en términos del artículo 
64, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, cuando el motivo de improceden­
cia que se estima actualizado fue objeto de pronunciamiento por el órgano 
jurisdiccional inferior, si éste analizó la inviabilidad del juicio bajo un matiz o 
perspectiva distinto al planteado por la contraparte del quejoso. 

Justificación: Conforme a lo dispuesto en el artículo 64, párrafo segundo, de la 
Ley de Amparo, cuando un órgano jurisdiccional de amparo advierta de oficio 
una causal de improcedencia no alegada por alguna de las partes ni analizada 
por un órgano jurisdiccional inferior, dará vista al quejoso para que, en el plazo 
de tres días, manifieste lo que a su derecho convenga. Ahora bien, cuando 
el motivo de improcedencia analizado durante el juicio y el introducido en la 
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revisión, cuyo estudio es nuevamente analizado por el órgano que debe resol­
verlo, no son idénticos, sino que tienen cierta variación, y bajo ese matiz o 
perspectiva se considera la actualización de esa causa de improcedencia, es 
necesario darle vista a la parte quejosa en términos del mencionado nume­
ral, en aras de no afectar su derecho a manifestarse sobre ello; sin que sea 
óbice a lo anterior que se trate de la misma causa de improcedencia a la anali­
zada por el órgano jurisdiccional inferior, al no estar soportado el análisis del 
superior sobre elementos similares. Lo anterior máxime que lo resuelto por 
el Tribunal Colegiado de Circuito en cuanto a los aspectos de procedencia del 
juicio no vincula a este Alto Tribunal, por tratarse del ejercicio de una compe­
tencia delegada.

2a./J. 56/2022 (11a.)

Amparo en revisión 155/2022. Julio Héctor Aspe Hinojosa y otros. 24 de agosto 
de 2022. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; unanimidad de cuatro votos en 
relación con el criterio contenido en esta tesis. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Tesis de jurisprudencia 56/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de septiembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2022 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS. EL ARTÍCULO 43 QUE PREVÉ LA IM­
POSICIÓN DE UNA MULTA PARA LOS EDITORES Y PRODUCTORES QUE 
NO CUMPLAN CON LA OBLIGACIÓN CONSIGNADA EN EL ARTÍCULO 39 
DEL MISMO ORDENAMIENTO, NO FORMA PARTE DEL SISTEMA NOR­
MATIVO QUE REGULA EL DEPÓSITO LEGAL DE PUBLICACIONES Y, 
POR TANTO, ES DE CARÁCTER HETEROAPLICATIVO.

Hechos: Con motivo de la entrada en vigor de la Ley General de Bibliote­
cas, una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra diversas 
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disposiciones relacionadas con el depósito legal de publicaciones, entre 
las que se encuentra el artículo 43 que prevé la imposición de una multa 
para los editores y productores que no cumplan con la obligación consignada 
en el artículo 39 de la propia ley.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 43 de la Ley General de Bibliotecas, publi­
cada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de junio de 2021, al prever la 
imposición de una multa para los editores y productores que no cumplan 
con la obligación consignada en el artículo 39 de la misma ley, no forma 
parte del sistema normativo que regula el depósito legal de publicaciones 
y, por tanto, es de carácter heteroaplicativo.

Justificación: El citado artículo 43 establece que a los editores y producto­
res que no cumplan con la obligación consignada en el artículo 39 de la Ley 
General de Bibliotecas (entregar las obras que son objeto del depósito 
legal en términos del diverso artículo 37), se les impondrá una multa equi­
valente a 50 veces el precio de venta al público de los materiales no entre­
gados. En tal sentido, si las normas en que se contiene la obligación de 
referencia no requieren para su eficacia de la actualización del supuesto 
contenido en el artículo 43, ya que pueden acatarse de manera indepen­
diente y sin necesidad de incurrir en infracción, ello significa que este últi­
mo dispositivo no forma parte del sistema normativo que regula el depósito 
legal de publicaciones, pues la sanción que contiene ante el incumplimien­
to no es inmediata ni inminente, de manera que puede disociarse un conte­
nido normativo del otro, en tanto la multa prevista no necesariamente habrá 
de imponerse. Además, la sola vigencia del artículo 43 de la ley señalada no 
genera una afectación en la esfera de derechos del particular, pues para ello 
es necesario que, en principio, incumpla la obligación de referencia y, en 
consecuencia, la autoridad lo sancione. Por tanto, si quien se considere 
agraviado por ese precepto debe acreditar con los medios de convicción 
idóneos el acto concreto de aplicación correspondiente, ello significa que 
se trata de una norma de carácter heteroaplicativo.

2a./J. 57/2022 (11a.)
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Amparo en revisión 106/2022. Arlequín Editorial y Servicios, S.A. de C.V. 11 de 
mayo de 2022. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; el 
Ministro Alberto Pérez Dayán, votó en contra de las consideraciones relacio­
nadas con la procedencia. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Tesis de jurisprudencia 57/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de septiembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS. EL ARTÍCULO 39, QUE PREVÉ LA TEM­
PORALIDAD PARA EFECTUAR LA ENTREGA DE LOS MATERIALES 
RESPECTIVOS AL DEPÓSITO LEGAL DE PUBLICACIONES, NO VIOLA 
LOS DERECHOS DE LOS AUTORES.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra el 
artículo 39 de la Ley General de Bibliotecas, argumentando que es inconsti­
tucional por obligar a realizar el depósito legal de los materiales a que se 
refiere el artículo 37 de la misma ley, aun cuando se trate de obras inéditas, 
es decir, que no se hubieran publicado o divulgado.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 39 de la Ley General de Bibliotecas, publi­
cada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de junio de 2021, al prever la 
temporalidad para efectuar la entrega de los materiales a que se refiere 
el artículo 37 de la misma ley al depósito legal de publicaciones, con inde­
pendencia de su formato, no viola los derechos de los autores en sus ver­
tientes patrimonial o moral.

Justificación: El artículo 39 citado, al disponer que los materiales objeto del 
depósito legal se entregarán dentro de los 60 días naturales siguientes a la 
fecha de su edición o producción, con excepción de las publicaciones perió­
dicas que deberán ser entregadas tan pronto sean puestas en circulación, 
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debe relacionarse bajo una interpretación sistemática con los artículos 33 y 
37 de la Ley General de Bibliotecas, y 4 de la Ley Federal del Derecho de 
Autor, para comprender que la característica de las obras que deben enviarse 
al depósito legal consiste en que sean distribuidas, ya sea para comerciali­
zación o de manera gratuita; circunstancia que excluye a los materiales que 
no hayan sido divulgados o publicados. En ese contexto, el referido artículo 
39, al imponer la obligación de entregar las obras editadas o producidas una 
vez que se hayan divulgado o publicado para cualquiera de sus finalidades, 
no vulnera los derechos de los autores en sus vertientes patrimonial o moral, en 
tanto la temporalidad para efectuar la entrega de los materiales correspon­
dientes deberá computarse a partir de que sean distribuidos, con la excep­
ción ya señalada respecto de las publicaciones periódicas.

2a./J. 58/2022 (11a.)

Amparo en revisión 106/2022. Arlequín Editorial y Servicios, S.A. de C.V. 11 de 
mayo de 2022. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; 
el Ministro Alberto Pérez Dayán, votó en contra de las consideraciones 
relacionadas con la procedencia. Ausente: Luis María Aguilar Mora­
les. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de 
la Mora.

Tesis de jurisprudencia 58/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de septiembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS. LOS PRECEPTOS QUE INTEGRAN EL 
SISTEMA NORMATIVO QUE REGULA EL DEPÓSITO LEGAL DE PUBLI­
CACIONES EN ELLA PREVISTO, AL OPERAR BAJO EL DEBIDO ACA­
TAMIENTO DE LAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL DERECHO 
DE AUTOR, NO VIOLAN LOS DERECHOS DE AUTOR Y CONEXOS. 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra diver­
sos artículos de la Ley General de Bibliotecas, argumentando que las normas 
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que establecen la obligación de realizar el depósito legal de publicaciones, 
desconocen los derechos que asisten a los autores sobre la puesta a dispo­
sición de las obras respectivas y los de reproducción, sin establecer medidas 
para la protección de aquéllas.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los preceptos que integran el sistema normativo que 
regula el depósito legal de publicaciones, entre los que se encuentran los 
artículos 1, fracción VI, 6, 34, 37, 38, 39 y 40, fracción III, de la Ley General 
de Bibliotecas, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de junio de 
2021, no violan los derechos de autor y conexos, en tanto que la base sobre 
la que opera dicho sistema es el debido acatamiento a las disposiciones 
contenidas en la Ley Federal del Derecho de Autor.

Justificación: El artículo 37 de la Ley General de Bibliotecas establece la 
manera en que los editores y productores están obligados a entregar a 
las instituciones depositarias los ejemplares de todas sus ediciones y pro­
ducciones al depósito legal. Por su parte, el artículo 38 de esa ley prevé 
que cada uno de los repositorios del depósito legal deberá establecer sus 
políticas de almacenamiento, custodia, conservación y consulta pública 
con base en las disposiciones aplicables, mientras que el artículo 39 dispone 
la temporalidad en que deberán entregarse los materiales a que se refiere el 
artículo 37. Además, el artículo 40, fracción III, del citado cuerpo normativo, 
señala que las instituciones receptoras deberán establecer las medidas que 
resulten necesarias para la debida organización de los materiales recibidos, 
la prestación de los servicios bibliotecarios y, en su caso, la consulta pública. 
Ahora bien, a la luz de los trabajos legislativos que dieron origen a la ley 
general de referencia, es posible advertir que el legislador ordinario estimó 
que para efectos de consulta, copia o digitalización de obras y publicacio­
nes, con independencia de su formato, las instituciones depositarias deberán 
sujetarse a las disposiciones aplicables de la Ley Federal del Derecho de 
Autor, en el entendido de que ello acontecerá específicamente respecto de los 
materiales entregados y con previa autorización de los titulares de los dere­
chos de las obras, los cuales podrán ser digitalizados únicamente para fines 
de conservación, con excepción de las publicaciones cuyos derechos hayan 
expirado o se ubiquen en las hipótesis de dominio público. Inclusive, esta 
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última ley (artículos 114 Bis a 114 Octies), prevé un catálogo de lineamientos 
que establece la implementación de medidas tecnológicas de protección 
efectivas y la información sobre la gestión de derechos para proteger los 
derechos de autor y conexos. Lo anterior permite advertir que si la opera­
ción del sistema normativo relativo al depósito legal de publicaciones debe 
observar, en todo momento, las disposiciones contenidas en la Ley Federal 
del Derecho de Autor, la cual otorga derechos específicos para los autores, 
editores y productores, ello implica que dicho sistema normativo no viola los 
derechos de autor y conexos, porque las instituciones depositarias no pueden 
eludir el texto de este último cuerpo normativo al emitir sus políticas de alma­
cenamiento, custodia, conservación y consulta pública.

2a./J. 59/2022 (11a.)

Amparo en revisión 132/2022. Alternativa Representa, S.A. de C.V. 22 de junio de 
2022. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis 
Enrique García de la Mora.

Tesis de jurisprudencia 59/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiocho de septiembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS. EL MANEJO Y RESGUARDO DE LAS 
OBRAS Y LOS MATERIALES PROPORCIONADOS AL DEPÓSITO LEGAL 
DE PUBLICACIONES EN TÉRMINOS DE ESE ORDENAMIENTO, ES ES­
TRICTA RESPONSABILIDAD DE LA INSTITUCIÓN DEPOSITARIA. 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra la 
Ley General de Bibliotecas, argumentando que las normas que establecen 
la obligación de realizar el depósito legal de publicaciones desconocen los 
derechos que asisten a los autores sobre la puesta a disposición de las obras 
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respectivas y los de reproducción, sin establecer medidas para la protec­
ción de aquéllas.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el manejo y resguardo de las obras y los materiales 
proporcionados por los autores al depósito legal de publicaciones en térmi­
nos de la Ley General de Bibliotecas, publicada en el Diario Oficial de la Fede­
ración el 1 de junio de 2021, queda bajo la estricta responsabilidad de la 
institución depositaria.

Justificación: El sistema normativo que regula el depósito legal de publi­
caciones integrado, entre otros, por los artículos 1, fracción VI, 6, 34, 37, 
38, 39 y 40, fracción III, de la Ley General de Bibliotecas, opera sobre la 
base del debido acatamiento a las disposiciones contenidas en la Ley Fede­
ral del Derecho de Autor. Por tanto, si en términos de dicho sistema normativo 
las obras y los materiales proporcionados por los autores al depósito legal, 
deben contar con salvaguardas y medidas de protección eficaces, incluso de 
tipo tecnológico, entonces, queda bajo la estricta responsabilidad de la 
institución depositaria su debido manejo y resguardo, pues existe la obliga­
ción a su cargo de respetar los derechos de autor y conexos.

2a./J. 60/2022 (11a.)

Amparo en revisión 132/2022. Alternativa Representa, S.A. de C.V. 22 de junio 
de 2022. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esqui­
vel Mossa. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Tesis de jurisprudencia 60/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiocho de septiembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA ORIGINARIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN. ES IMPROCEDENTE REASUMIRLA PARA CONOCER DE 
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UN CONFLICTO ENTRE UN TRIBUNAL DE ARBITRAJE Y UN TRIBUNAL 
LABORAL, AMBOS DEL ESTADO DE PUEBLA, YA QUE SU CONOCIMIEN­
TO CORRESPONDE AL PLENO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTI­
CIA DE LA MENCIONADA ENTIDAD FEDERATIVA. 

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito solicitó a esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación que reasumiera la competencia para conocer de un 
conflicto competencial suscitado entre un Tribunal Laboral y un Tribunal 
de Arbitraje, ambos del Estado de Puebla, en virtud de que consideró que 
ni en la Ley Federal del Trabajo ni en algún otro ordenamiento se prevé a 
qué órgano jurisdiccional corresponde conocer del asunto.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que es improcedente reasumir la competencia originaria del Alto 
Tribunal para conocer del conflicto competencial suscitado entre un Tribunal 
Laboral y un Tribunal de Arbitraje, ambos del Estado de Puebla, toda vez 
que el conocimiento de dicho conflicto corresponde al Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia de la indicada entidad federativa.

Justificación: No se actualiza la competencia originaria de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, ya que de conformidad con el artículo 106 de 
la Constitución Federal, no se encuentra involucrado algún tribunal federal o 
tribunales de distintas entidades federativas. Además, la competencia para 
conocer de los conflictos competenciales previstos en la fracción I del 
artículo 705 Bis de la Ley Federal del Trabajo, no sólo tiene por objeto que 
el Poder Judicial Local conozca de las controversias que se susciten entre 
tribunales pertenecientes a dicho Poder, sino que también atiende al man­
dato previsto en el artículo 123, apartado A, fracción XX, constitucional, en 
el que la justicia laboral quedó a cargo de los tribunales laborales del Poder 
Judicial de la Federación o de las entidades federativas y, como conse­
cuencia, los tribunales laborales no sólo se rigen por lo previsto en la Ley 
Federal del Trabajo, sino también por las disposiciones correspondientes 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial que corresponda. De esta manera, 
cuando se suscita un conflicto competencial entre un tribunal laboral y un 
tribunal burocrático, respecto de los cuales el primero forma parte del 
Poder Judicial del Estado de Puebla y el segundo no, se actualiza el su­
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puesto previsto en la última parte de la fracción II del artículo 21 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la entidad federativa aludida, conforme al 
cual, corresponde al Pleno del citado Tribunal conocer de todos los conflic­
tos de competencia no especificados en las leyes.

2a./J. 66/2022 (11a.)

Solicitud de reasunción de competencia 80/2022. Magistrados integrantes del 
Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito. 28 de 
septiembre de 2022. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Loretta Ortiz Ahlf, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Po­
tisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis de jurisprudencia 66/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA EN 
CONTRA DE LA OMISIÓN DE TRAMITAR EL PROCEDIMIENTO DE RATI­
FICACIÓN EN EL CARGO DE MAGISTRADO DE SALA REGIONAL DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA [ABANDONO DE 
LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 92/2012 (10a.)].

Hechos: El quejoso fue nombrado con el cargo de Magistrado de Sala 
Regional del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
hoy Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por un periodo de diez 
años; al aproximarse la fecha de la conclusión del cargo sin que se definie­
ra la ratificación respectiva, promovió juicio de amparo en contra del sistema 
normativo que regula el procedimiento de nombramiento y de ratificación de 
esos juzgadores; de la omisión de dar trámite al procedimiento de ratifica­
ción; así como de la orden de entregar la magistratura. En la demanda de 
amparo solicitó la suspensión de las consecuencias de los actos reclama­
dos, y el Juez de Distrito la concedió para el efecto de que continúe en el 
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ejercicio del encargo, en tanto es emitida la determinación sobre la ratifica­
ción o se resuelve el asunto en lo principal. Decisión que fue impugnada 
mediante recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que procede conceder la suspensión en el juicio de amparo 
en contra de la omisión de tramitar el procedimiento de ratificación en el 
cargo de Magistrado de Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Ad­
ministrativa pues, con fundamento en los artículos 107, fracción X, primer 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 147 
de la Ley de Amparo, se sigue que la suspensión es una medida cautelar 
con la que no sólo se conserva la materia de la controversia, sino que con 
base en un análisis preliminar de la litis constitucional, puede tener un re­
sultado de tutela anticipada, es decir, efectos restitutorios; por tanto, puede 
otorgarse aun ante omisiones como la reclamada.

Justificación: Es procedente conceder la medida cautelar con efectos res­
titutorios porque el desempeño del quejoso como Magistrado ha sido eva­
luado como positivo por la Junta de Gobierno y Administración de ese 
Tribunal, sin que a la fecha se haya definido la ratificación que defiende, 
situación que acredita la apariencia del buen derecho. Aunado a que la 
decisión no sigue perjuicio al interés social, ni contraviene disposiciones 
de orden público, porque la sociedad se verá beneficiada con la continua­
ción en el cargo de una persona que ha demostrado desempeñarlo con las 
exigencias propias de la administración de justicia; y en el supuesto de que 
hubiese entregado la magistratura, el alcance de la suspensión será el de 
reincorporarlo en el cargo, lo que no supone que se le cubran las remune­
raciones por el tiempo en el que no haya desempeñado la función de juzgador, 
sin prejuzgar lo que deba decidirse en cuanto al fondo. En consecuencia, 
se abandona el criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 92/2012 (10a.), de 
rubro: "SUSPENSIÓN. NO PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LA OMISIÓN 
DE RESOLVER SOBRE LA PROPUESTA DE UN NUEVO NOMBRAMIENTO DE 
MAGISTRADO DE SALA REGIONAL DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTI­
CIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA."

2a./J. 71/2022 (11a.)
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Revisión en incidente de suspensión 3/2022. Héctor Espinosa Cantellano. 26 de 
octubre de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa; la Ministra Yasmín Esquivel Mossa manifestó que formu­
laría voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Gua­
dalupe de la Paz Varela Domínguez.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2022 a las 10:21 horas 
en el Semanario Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona el 
criterio sostenido por la propia Segunda Sala en la diversa 2a./J. 92/2012 
(10a.), de rubro: "SUSPENSIÓN. NO PROCEDE CONCEDERLA CONTRA 
LA OMISIÓN DE RESOLVER SOBRE LA PROPUESTA DE UN NUEVO 
NOMBRAMIENTO DE MAGISTRADO DE SALA REGIONAL DEL TRIBU­
NAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XIII, Tomo 3, octubre de 2012, página 1919, con número de registro digi­
tal: 2002076, esta última dejó de considerarse de aplicación obligatoria a 
partir del 12 de diciembre de 2022.

Tesis de jurisprudencia 71/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintitrés de noviembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2022 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de diciembre de 2022, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS 
(ANTES CONTRADICCIÓN DE TESIS)

2021

RECURSO DE REVISIÓN. CUANDO EL TERCERO INTERESADO NO 
EMPLAZADO AL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO INTERPONE ESE 
MEDIO DE IMPUGNACIÓN CON EL OBJETO DE EVIDENCIAR QUE 
DEBIÓ SER PARTE DE LA CONTROVERSIA DE ORIGEN, PERO SUS 
AGRAVIOS RESULTAN INEFICACES PARA EVIDENCIARLO, EL TRIBU­
NAL COLEGIADO DE CIRCUITO, AL EMITIR LA SENTENCIA, DEBERÁ 
ESTIMARLO INFUNDADO Y DEJAR INTOCADO EL FALLO RECURRIDO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron, res­
pectivamente, del recurso de revisión interpuesto por quienes se ostentaron 
como terceros interesados no emplazados al juicio de amparo indirecto; sin 
embargo, en ambos casos los agravios fueron calificados como infundados 
e inoperantes. Ante ello, un tribunal decidió confirmar la sentencia recurrida 
que por una parte sobreseyó y en otra concedió el amparo, mientras que el 
diverso órgano jurisdiccional consideró que lo procedente era desechar 
el medio de impugnación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que toda vez que los agravios formulados en el recurso 
de revisión por quien se identificó como tercero interesado no emplazado al 
juicio de amparo indirecto, no cumplieron el objetivo para el que fueron 
planteados, esto es, demostrar la legitimación para intervenir en el juicio de 
amparo, el medio de impugnación debe declararse infundado y dejar into­
cado el fallo recurrido.
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Justificación: El derecho fundamental a una tutela judicial efectiva no es 
absoluto, pues se encuentra condicionado a que se satisfagan los presu­
puestos procesales de admisibilidad y procedencia de los juicios o, como 
en el caso, de sus recursos. Ahora bien, la legitimación es un presupuesto 
procesal y, por ende, no obstante que esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha reconocido que quien se ostente como tercero interesado no 
emplazado al juicio de amparo indirecto puede acudir al recurso de revi­
sión, esto no implica que el Tribunal Colegiado de Circuito le va a reconocer 
tal carácter, pues ello dependerá de la eficacia de sus agravios y del análi­
sis que el tribunal realice de las constancias procesales con base en tales 
señalamientos. Así, si los motivos de inconformidad son deficientes, la conse­
cuencia jurídica debe ser que al emitir la sentencia se declare infundado el 
recurso de revisión y se deje intocado el fallo recurrido, en virtud de que no 
se cumplió el objetivo de demostrar que a quien acudió al recurso de revi­
sión le asistía el carácter de tercero interesado en el juicio de amparo y, por 
tanto, el Juez de Distrito tenía que emplazarlo; de ahí que al no colmarse un 
presupuesto procesal como lo es la legitimación, se actualiza un impe­
dimento legal para que el Tribunal Colegiado, al fallar el medio de impugna­
ción, redacte puntos resolutivos que generen una falsa idea de la materia de 
la revisión; máxime, como en el caso, cuando su análisis no implicó un estu­
dio de la línea argumentativa que sustenta la sentencia de amparo, razones 
por las que, el fallo de origen, debe quedar intocado.

2a./J. 15/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 87/2021. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Tercer Tribu­
nal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 8 de septiembre de 2021. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: 
Javier Eduardo Estrever Ramos.

Tesis y criterio contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 68/2017, el cual dio origen a la tesis aislada XV.3o.7 K (10a.), 
de título y subtítulo: "REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. ESTE RE­
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CURSO DEBE DESECHARSE CUANDO QUIEN LO INTERPONGA ADUZCA 
SER TERCERO INTERESADO NO EMPLAZADO AL JUICIO SUBYACENTE, 
SI DEL ANÁLISIS DE LAS CONSTANCIAS DE AUTOS SE ADVIERTE QUE 
NO LE ASISTE ESE CARÁCTER.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 8 de septiembre de 2017 a las 10:17 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 46, 
Tomo III, septiembre de 2017, página 1977, con número de registro digi­
tal: 2015121; y,

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 23/2020.

Tesis de jurisprudencia 15/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del trece de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de enero de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de enero de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AUDIENCIA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO DE LAUDO 
CELEBRADA POR EL AUXILIAR DE LA JUNTA ESPECIAL DE CONCI­
LIACIÓN Y ARBITRAJE EN SUSTITUCIÓN DE SU PRESIDENTE. PARA 
DETERMINAR SU VALIDEZ, NO SE REQUIERE QUE EN EL ACTA CORRES­
PONDIENTE SE EXPRESE LA CAUSA QUE DIO ORIGEN A LA AUSENCIA 
TEMPORAL O DEFINITIVA DEL PRESIDENTE. 

Hechos: Los órganos colegiados contendientes disintieron sobre si para 
determinar la validez de la audiencia de discusión y votación del proyecto de 
laudo llevada a cabo por el auxiliar de la Junta Laboral en sustitución del presi­
dente se requiere o no que en el acta correspondiente se exprese la causa 
que dio origen a la ausencia temporal o definitiva del presidente.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que para determinar la validez de la audiencia de discu­
sión y votación del proyecto de laudo, celebrada por el auxiliar de la Junta 
Especial de Conciliación y Arbitraje en sustitución del presidente, no se 
requiere que en el acta correspondiente se exprese la causa que dio origen 
a la ausencia temporal o definitiva del titular.



50

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Justificación: Por regla general, el presidente de la Junta es quien debe 
desahogar la audiencia de discusión y votación del proyecto de laudo; sin 
embargo, ante la posibilidad de que éste no acuda a su encargo el artículo 
635 de la Ley Federal del Trabajo (en su texto anterior a la reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019), prevé un meca­
nismo de sustitución mediante el cual se faculta al auxiliar de la Junta para que 
lo sustituya, lo que atiende a no retrasar la impartición de justicia. Conse­
cuentemente, para comprobar que el auxiliar de la Junta que emitió el laudo en 
sustitución del presidente, realmente fue facultado para ello, no es indis­
pensable que éste, en el acta o en el laudo, precise el oficio o documento 
por medio del cual se le autoriza para desempeñar las funciones de titular de 
la Junta, dado que la sola mención de esa autorización, ya sea en la propia 
acta o en la antefirma del laudo, goza de la presunción de certeza, tanto 
más si ésta fue autorizada por el funcionario investido de fe pública (secre­
tario de Acuerdos de dicho órgano jurisdiccional). Además de que ningún 
precepto legal establece que se deba hacer mención del documento con 
que fue facultado para tal efecto, es decir, ni la Ley Federal del Trabajo, ni el 
Reglamento Interior de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje prevén 
mayores formalidades para el ejercicio de tal encomienda; por lo que, en todo 
caso, corresponderá al justiciable demostrar la ilegalidad de esa actuación.

2a./J. 30/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 26/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Circuito y el Pleno en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito. 13 de octubre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 30/2019, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.I.L. 
J/69 L (10a.), de título y subtítulo: "AUDIENCIA DE DISCUSIÓN Y VOTA­
CIÓN DEL PROYECTO DEL LAUDO CELEBRADA POR EL AUXILIAR DE 
LA JUNTA ESPECIAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE EN SUSTITUCIÓN 
DE SU PRESIDENTE. PARA SU VALIDEZ, ES NECESARIO QUE AL INI­
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CIO DEL ACTA CORRESPONDIENTE SE EXPRESE LA CAUSA QUE DIO 
ORIGEN A LA AUSENCIA TEMPORAL O DEFINITIVA DEL PRESIDENTE, 
Y QUE ELLO SE HAGA SABER A LAS PARTES EN EL JUICIO.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de enero de 
2021 a las 10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 82, Tomo I, enero de 2021, página 770, con 
número de registro digital: 2022624; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver 
los amparos directos 702/2019, 55/2020 y 337/2020.

Tesis de jurisprudencia 30/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de tres de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA O DE UN RECURSO EN EL JUICIO DE 
AMPARO. EL ESCRITO POR EL QUE SE RATIFICA EL DESISTIMIENTO, 
FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE CON SU RESPECTIVA EVIDENCIA 
CRIPTOGRÁFICA, PRODUCE LOS MISMOS EFECTOS QUE EL SIGNADO 
ANTE LA AUTORIDAD JUDICIAL.  

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si el 
escrito por el que se ratifica el desistimiento de la demanda o de un recurso 
en el juicio de amparo, firmado electrónicamente por la parte interesada 
con la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación 
(FIREL), es igual o no al signado ante la autoridad judicial. Uno concluyó 
que si la firma autógrafa es insuficiente para generar certidumbre sobre el 
desistimiento y debe ser ratificada ante la presencia judicial, entonces, por 
identidad de razón, debe requerirse de la misma ratificación tratándose de 
una firma electrónica, pues esta última produce los mismos efectos que la 
primera; mientras que otros tribunales concluyeron que el escrito por el que 
se ratifica el desistimiento de la demanda o de un recurso en el juicio de 
amparo, firmado electrónicamente con su respectiva evidencia criptográfica, 
es igual al signado ante la presencia judicial.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
concluye que el escrito por el que se ratifica el desistimiento de la demanda 
o de un recurso en el juicio de amparo, firmado electrónicamente con su 
respectiva evidencia criptográfica, produce los mismos efectos que el signado 
ante la autoridad judicial.

Justificación: Conforme al artículo 63, fracción I, en relación con el 26, frac­
ción I, inciso d), de la Ley de Amparo, es necesaria la ratificación del escrito 
de desistimiento del juicio de amparo o de alguno de sus recursos para que 
éste opere, lo cual tiene como finalidad cerciorarse de la identidad de quien 
desiste y saber si preserva su intención de dar por concluido el juicio que 
inició o el recurso que intentó. En este sentido, si lo pretendido con la ratifi­
cación del escrito de desistimiento de la demanda o de un recurso en el 
juicio de amparo es generar suficiente certeza en el órgano jurisdiccional 
sobre la identidad y voluntad del interesado, dicha certeza se da precisa­
mente con la forma en la que se asigna la firma electrónica y la manera en 
que ésta se plasma en los documentos que son enviados electrónicamente, 
pues difícilmente podría ser suplantada, ya que es el propio Consejo de la 
Judicatura Federal quien está encargado de tomar las medidas necesarias 
para otorgar su seguridad y, además, el titular de los documentos con base 
en los cuales se genera es el responsable de su correcto uso, teniendo en todo 
momento la posibilidad de revocarla, en caso de sospecha de que pudiera 
utilizarse sin su consentimiento. Por tanto, la firma electrónica contenida en el 
escrito de ratificación del desistimiento de la demanda o de un recurso 
en el juicio de amparo, con su respectiva evidencia criptográfica, permite 
apreciar el nombre de su autor y su intención para realizar dicha actuación 
procesal, con lo cual el órgano jurisdiccional válidamente podrá cerciorarse 
que no se trate de un escrito en el que se haya suplantado al interesado 
o que obedezca a una causa ajena a su voluntad y, en función de ello, pro­
duce los mismos efectos que el signado ante autoridad judicial.

2a./J. 31/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 233/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, Noveno en 



53

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2022

Materia Penal del Primer Circuito y Primero en Materia Civil del Séptimo 
Circuito. 20 de octubre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver 
la queja 113/2020, la cual dio origen a la tesis aislada I.9o.P.304 P (10a.), 
de título y subtítulo: "DESISTIMIENTO DEL RECURSO DE QUEJA EN EL 
AMPARO. SI EL ESCRITO RELATIVO Y EL DE SU RATIFICACIÓN SE PRE­
SENTARON EN EL MÓDULO DE PROMOCIONES ELECTRÓNICAS DEL 
SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE), CON SU 
EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA, TIENE LOS EFECTOS DE HABERSE REALI­
ZADO ANTE LA PRESENCIA JUDICIAL.", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 84, Tomo IV, marzo de 2021, página 2834, con número de registro 
digital: 2022892; y,

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 903/2019, el cual dio origen a la tesis aislada VII.1o.C.19 K 
(10a.), de título y subtítulo: "DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA DE AMPARO. 
LA FIRMA ELECTRÓNICA PLASMADA EN EL ESCRITO QUE LO RATIFICA 
ES IGUAL A LA ESTAMPADA ANTE LA AUTORIDAD JUDICIAL.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de marzo 
de 2021 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 84, Tomo IV, marzo de 2021, página 
2833, con número de registro digital: 2022891; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Tercer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 3/2021.

Tesis de jurisprudencia 31/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del diez de noviembre de dos mil 
veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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VISTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE AMPARO. 
DEBE DARSE AL QUEJOSO, INCLUSO EN EL CASO DE QUE ÉSTE HAYA 
CELEBRADO CONVENIO CON SU CONTRAPARTE PARA DAR CUM­
PLIMIENTO AL LAUDO RECLAMADO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
en los casos en que las partes en el juicio laboral de origen celebran y rati­
fican convenio a efecto de dar cumplimiento al laudo reclamado, con fun­
damento en el artículo 64, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, se debe 
o no dar vista al quejoso con la posible actualización de la causa de improce­
dencia prevista en el artículo 61, fracción XIII, del mencionado ordenamiento.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que en los casos en que las partes en el juicio laboral de 
origen celebran y ratifican convenio de cumplimiento al laudo reclamado, 
con fundamento en el artículo 64, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, el 
Tribunal Colegiado debe dar vista a la parte quejosa con la posible actuali­
zación de la causa de improcedencia.

Justificación: Este Alto Tribunal ha sostenido que al establecer en el artículo 
64, segundo párrafo, de la Ley de Amparo que el tribunal de amparo debe 
dar vista a la parte quejosa siempre que advierta oficiosamente una causa 
de improcedencia, excluyendo expresamente los supuestos en que aquélla 
haya sido alegada por alguna de las partes o analizada por un órgano juris­
diccional inferior, el legislador tuvo la intención de garantizar los derechos 
de audiencia y de defensa de la parte quejosa, a efecto de que tenga la 
oportunidad de aportar los argumentos oportunos, de manera que la deci­
sión que se adopte sea producto de un proceso de deliberación racional 
y no sólo de la autoridad que el Estado le confiere a la administración de 
justicia. En consecuencia, cuando los Tribunales Colegiados adviertan oficio­
samente que se actualiza la causa de improcedencia relativa al consen­
timiento expreso o tácito del acto reclamado, se encuentran obligados a dar 
la vista a la parte quejosa, independientemente de que ésta haya celebrado 
convenio con su contraparte en el juicio laboral de origen, con el que se dio 
cumplimiento al laudo reclamado, pues sólo así se le puede dar oportuni­
dad de exponer las razones por las que considera que le es inaplicable 
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el supuesto de improcedencia relativo al consentimiento expreso del acto 
reclamado.

2a./J. 32/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 223/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo del Tercer Circuito y Décimo Sexto del Primer Circuito, 
ambos en Materia de Trabajo. 20 de octubre de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Cir­
cuito, al resolver los amparos directos 1675/2015, 1563/2015, 1254/2015, 
1870/2015 y 1512/2015, los cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia 
I.16o.T. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO. SI EL QUEJOSO EXPRESAMENTE CONSIENTE EL LAUDO 
RECLAMADO Y, ADEMÁS, SOLICITA QUE SE SOBRESEA EN AQUÉL, 
NO SE ACTUALIZA LA HIPÓTESIS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 64, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA [INAPLICABILIDAD 
DE LAS JURISPRUDENCIAS P./J. 51/2014 (10a.) Y P./J. 5/2015 (10a.)].", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de julio 
de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo III, julio de 2016, página 
1900, con número de registro digital: 2012075; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 475/2020.

Tesis de jurisprudencia 32/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de enero de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de enero de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CALIFICACIÓN DEL OFRECIMIENTO DE TRABAJO. RESULTA IRRELE­
VANTE CUANDO LA ACCIÓN INTENTADA SEA LA DE INDEMNIZACIÓN 
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CONSTITUCIONAL Y LA PARTE TRABAJADORA RECHACE LA OFERTA 
DE TRABAJO. 

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes disintieron sobre si, 
tratándose de la acción de indemnización constitucional reclamada con 
motivo de un despido injustificado, debe o no calificarse el ofrecimiento 
de trabajo a efecto de fijar las cargas probatorias que les corresponden a 
las partes.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que, tratándose de la acción de indemnización constitu­
cional, cuando se haya ofrecido el trabajo y la parte trabajadora lo rechace 
–explicita o tácitamente–, resulta irrelevante la calificación del ofrecimiento 
realizado para fijar las cargas probatorias del despido alegado.

Justificación: En los casos donde se ejerza la acción de indemnización 
constitucional, el ofrecimiento de trabajo no puede tener como resultado la 
limitación al derecho de la parte trabajadora de optar por la indemnización 
frente al despido injustificado que sufrió, por lo cual las Juntas no deben 
calificar esa oferta de trabajo, cuando éste es rechazado expresamente o 
en forma tácita. Lo indicado, ya que si bien la parte patronal, frente a un 
reclamo de despido injustificado, tiene el derecho de ofrecer el empleo en los 
mismos términos y condiciones en que se prestaba, a fin de conciliar la rela­
ción de trabajo y delimitar el pago de los posibles salarios caídos, esa facul­
tad no puede implicar que, frente a su rechazo, se altere la voluntad del 
trabajador a ser indemnizado. En efecto, conforme lo disponen nuestra 
legislación y los convenios internacionales, las personas trabajadoras, frente 
a un despido injustificado, tienen el derecho a elegir ya sea continuar con 
la relación de trabajo mediante la reinstalación, o bien, optar por el pago 
de la indemnización constitucional a fin de remediar los efectos de esa termi­
nación de la relación de trabajo. Por lo tanto, si la parte trabajadora elige no 
reintegrarse a su empleo, sino que opta por el pago de la indemnización 
constitucional, resulta irrelevante la calificación que se haga del ofrecimiento 
de trabajo, ya que debe prevalecer la voluntad de la parte trabajadora 
expresada desde un inicio de no reintegrarse a su empleo y preferir el pago 
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de la indemnización, aun cuando la parte patronal haya realizado el ofre­
cimiento de trabajo.

2a./J. 33/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 218/2021. Entre las sustentadas por el Pleno del Vigé­
simo Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Tra­
bajo del Tercer Circuito. 27 de octubre de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno del Vigésimo Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 7/2016, 
la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.XXI. J/10 L (10a.), de 
título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. PROCEDE SU CALIFI­
CACIÓN POR LA JUNTA, CON INDEPENDENCIA DE QUE LA ACCIÓN 
EJERCIDA POR EL TRABAJADOR SEA LA DE INDEMNIZACIÓN O LA DE 
REINSTALACIÓN DERIVADA DEL DESPIDO INJUSTIFICADO.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de julio de 2017 
a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 44, Tomo I, julio de 2017, página 597, con número de 
registro digital: 2014755; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Tercer Circuito, al resolver los amparos directos 7/2020 y 258/2020.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 7/2020, resuelto por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
derivó la tesis aislada III.2o.T.13 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRE­
CIMIENTO DE TRABAJO. NO REVIERTE LA CARGA PROBATORIA CUANDO 
EL TRABAJADOR DEMANDA LA INDEMNIZACIÓN CONSTITUCIONAL 
Y LO RECHAZA EXPRESA O TÁCITAMENTE.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 6 de agosto de 2021 a las 10:14 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 4, Tomo V, agosto de 2021, página 4893, con número de registro 
digital: 2023390.
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Tesis de jurisprudencia 33/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. 
NO TIENE ESE CARÁCTER LA NEGATIVA DEL EMPLEADOR A AUTORI­
ZAR EL RESGUARDO DOMICILIARIO EN FAVOR DEL TRABAJADOR 
DE INSTITUCIONES DE SALUD PÚBLICA, COMO MEDIDA PREVEN­
TIVA DE CONTAGIO DEL VIRUS SARS-CoV2. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
el acto reclamado consistente en la negativa del empleador a autorizar el 
resguardo domiciliario como medida preventiva para evitar el contagio 
del virus SARS-CoV2, constituye o no un acto de autoridad para efectos del 
juicio de amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la negativa del empleador a autorizar el resguardo 
domiciliario como medida preventiva para evitar el contagio del virus SARS-
CoV2, en los casos en que el quejoso argumenta tratarse de un trabajador 
de una institución de salud pública, ubicado en una situación de vulnerabi­
lidad, no constituye un acto de autoridad para efectos del juicio de amparo.

Justificación: Si bien es cierto que la mencionada medida de resguardo 
constituye una de las prácticas que el Gobierno Federal instrumentó, dirigi­
das a los sectores público, social y privado a efecto de prevenir, mitigar y 
controlar el contagio derivado del virus SARS-CoV2, su naturaleza es laboral, 
en virtud de que se encuentra orientada a garantizar la seguridad y la salud 
de los trabajadores en sus centros de trabajo. Por tanto, la negativa del 
empleador a autorizar el resguardo domiciliario, como medida de preven­
ción de contagio, carece del carácter de acto de autoridad en los términos 
previstos por los artículos 1o., fracción I, y 5o., fracción II, de la Ley de 
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Amparo, en virtud de que constituye un acto generado a partir del vínculo 
jurídico que existe entre el empleador y el trabajador, es decir, se ubica dentro 
de una relación de coordinación, de modo que el patrón no actúa con facul­
tades de imperio, sino como sujeto dentro de una relación de trabajo, por lo 
que su cumplimiento es exigible en los términos de la legislación laboral 
correspondiente.

2a./J. 34/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 56/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero, Décimo Cuarto y Décimo Quinto del Primer Circuito y el 
Segundo del Séptimo Circuito, todos en Materia de Trabajo. 27 de octubre 
de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien manifestó 
formularía voto particular. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Elizabeth Miranda Flores.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 42/2020, y el diverso susten­
tado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 68/2020.

Tesis de jurisprudencia 34/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de enero de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de enero de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA DE AMPARO EN LA 
QUE SE RECLAME LA OMISIÓN DE LA COMISIÓN REGULADORA DE 
ENERGÍA (CRE) PARA RESOLVER SOBRE LA SOLICITUD DE MODIFI­
CACIÓN DE PERMISO DE GENERACIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA BAJO 
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LA MODALIDAD DE COGENERACIÓN. CORRESPONDE A LOS ÓRGANOS 
DE AMPARO EN MATERIA ADMINISTRATIVA.  

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
soluciones contrarias al determinar el órgano competente, por razón de espe­
cialización, para conocer de un amparo en el cual se reclamó la omisión 
por parte de la Comisión Reguladora de Energía (CRE) de resolver sobre la 
solicitud de modificación de permiso de generación de energía eléctrica 
bajo la modalidad de cogeneración, dentro del plazo previsto en el artículo 
23, fracción II, del Reglamento de la Ley de la Industria Eléctrica, pues mien­
tras uno sostuvo que se actualizaba la competencia a favor del Juez de 
Distrito en Materia Administrativa, el otro consideró competente al Juez 
de Distrito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Econó­
mica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de 
México y jurisdicción en toda la República.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que cuando en el amparo se reclama única y exclusivamente 
la omisión por parte de la Comisión Reguladora de Energía de resolver 
sobre la solicitud de modificación de permiso de generación de energía eléc­
trica bajo la modalidad de cogeneración, resultan competentes los Juzgados 
de Distrito en Materia Administrativa, ya que en razón de la naturaleza del 
reclamo no se requieren conocimientos especializados en materia de com­
petencia económica.

Justificación: Lo anterior es así toda vez que, si bien los órganos reguladores 
coordinados en materia energética como la Comisión Reguladora de Ener­
gía tienen atribuciones en materia de competencia económica dentro del 
sector energético, lo cierto es que la naturaleza omisiva del acto reclamado 
no conduce a que dentro del juicio se deba verificar si se trata o no del 
despliegue de las atribuciones que en esa materia tiene esa Comisión, sino 
sólo de corroborar la existencia del deber de la autoridad responsable para 
resolver sobre lo solicitado dentro del plazo normativamente previsto, por lo 
que, en dicho supuesto, no son necesarios conocimientos específicos o 
técnicos relacionados con la materia de competencia económica, sino que 
basta el conocimiento del derecho administrativo en general. Lo anterior 
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en el entendido de que si el quejoso reclama (mediante ampliación de la 
demanda o en un nuevo juicio) la respuesta recaída a la solicitud de modifi­
cación del permiso correspondiente, es claro que el análisis del asunto 
podrá requerir de conocimientos especializados en materia de competen­
cia económica al ser necesario valorar si el otorgamiento o negativa de la 
modificación solicitada tiene o no algún impacto en los mercados energé­
ticos y si afecta la libre concurrencia y competencia en los mismos, casos en 
los que claramente se actualizará la competencia de los órganos de amparo 
especializados en materia de competencia económica, radiodifusión y 
telecomunicaciones.

2a./J. 35/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 215/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo en Materia Administrativa Especializado en Competencia 
Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la 
Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, y Tercero en Mate­
ria Administrativa del Primer Circuito. 20 de octubre de 2021. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomuni­
caciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda 
la República, al resolver el conflicto competencial 3/2021, y el diverso 
sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 15/2021.

Tesis de jurisprudencia 35/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de noviembre de dos mil 
veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 7 de enero de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de enero de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PENSIONES OTORGADAS POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL (IMSS). EL AÑO CALENDARIO ANTERIOR A QUE SE REFIERE 
EL ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL 
QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL SE­
GURO SOCIAL, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 20 DE DICIEMBRE DE 2001, PARA EFECTOS DE SU ACTUALIZA­
CIÓN ANUAL, COMPRENDE DEL 1 DE ENERO AL 31 DE DICIEMBRE 
DEL AÑO INMEDIATO ANTERIOR. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes divergieron 
sobre la interpretación del término "año calendario anterior", previsto en el 
artículo décimo primero transitorio de la Ley del Seguro Social referido, pues 
uno determinó que éste comprendía del 1 de febrero al 31 de enero, mientras 
que para el otro dicho término comprendía del 1 de enero al 31 de diciembre.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción determina que es un hecho notorio que la expresión "año calendario 
anterior" a que se refiere el artículo décimo primero transitorio del Decreto por 
el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social, publi­
cado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2001, para 
efectos de la actualización anual de las pensiones, comprende el periodo 
transcurrido del 1 de enero al 31 de diciembre del año inmediato anterior.

Justificación: Al establecerse en el aludido artículo décimo primero transitorio 
de la Ley del Seguro Social vigente que el monto de las pensiones se actua­
lizará anualmente en el mes de febrero, conforme al Índice Nacional de Pre­
cios al Consumidor (INPC) correspondiente al año calendario anterior, debe 
entenderse que dicho periodo comprende del 1 de enero al 31 de diciembre 
del año inmediato anterior, sin que sea admisible que, en aras de realizar la 
lectura más favorable de la norma, el inicio y fin del mismo sea susceptible 
de reinterpretaciones, pues aquél es el entendimiento y uso acostumbrado 
del término desde el punto de vista tanto gramatical como jurídico.

2a./J. 37/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 239/2021. Entre las sustentadas por el Décimo Séptimo 
Tribunal Colegiado del Primer Circuito y el Pleno del Cuarto Circuito, ambos 
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en Materia de Trabajo. 17 de noviembre de 2021. Cinco votos de los Mi­
nistros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 3/2019, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.IV.L. 
J/21 L (10a.), de título y subtítulo: "PENSIONES OTORGADAS AL AMPARO 
DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL DEROGADA. SU INCREMENTO DEBE 
EFECTUARSE ANUALMENTE EN EL MES DE FEBRERO, CONFORME AL 
ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR (INPC) CORRES­
PONDIENTE AL AÑO CALENDARIO ANTERIOR.", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 11 de diciembre de 2020 a las 
10:23 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 81, Tomo II, diciembre de 2020, página 1224, con número 
de registro digital: 2022571; y,

El sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 361/2021.

Tesis de jurisprudencia 37/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de diciembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de enero de 2022 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 31 de enero de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

2022

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SE ACTUALIZA LA CAUSA 
MANIFIESTA E INDUDABLE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRAC­
CIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO SE IMPUGNA ALGUNA 
ADICIÓN O REFORMA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS –RESPECTO A SU CONTENIDO MATERIAL–, LO 
QUE DA LUGAR A DESECHAR DE PLANO LA DEMANDA DE AMPARO 
DESDE EL AUTO INICIAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron de manera discrepante respecto a si cuando se impugna en amparo 
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indirecto el decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 75 y 
127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 24 de agosto de 2009, se actualiza 
o no de manera manifiesta e indudable la causal de improcedencia pre­
vista en el artículo 61, fracción I, de la Ley de Amparo. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que cuando en un juicio de amparo se reclama alguna adi­
ción o reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
–respecto a su contenido material–, se actualiza de manera manifiesta e indu­
dable la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción I, de la 
Ley de Amparo, lo que da lugar a desechar de plano la demanda de amparo 
desde el auto inicial.

Justificación: En términos del artículo 113 de la Ley de Amparo, el órgano juris­
diccional que conoce de un juicio debe examinar la demanda y desecharla 
de plano en el auto inicial si existe una causa manifiesta e indudable de 
improcedencia, entendiendo por "manifiesto" lo que se advierte en forma 
patente, notoria y absolutamente clara, y por "indudable", que se tiene la cer­
teza y plena convicción de un hecho por ser seguro y evidente. Ahora, 
cuando en un juicio de amparo indirecto se reclama alguna adición o reforma 
a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos –respecto a su 
contenido material–, se actualiza una causa de improcedencia manifiesta e 
indudable que da lugar a desechar de plano la demanda de amparo desde 
el auto inicial, en términos del artículo 61, fracción I, de la Ley de Amparo, 
pues conforme al artículo 135 constitucional, el Constituyente depositó 
en el Congreso de la Unión –y en las Legislaturas de los Estados y de la 
Ciudad de México–, con el carácter de órgano límite, la potestad (función) 
soberana de adicionar o reformar la Constitución General siendo, precisa­
mente, esa capacidad normativa excepcional, en donde encuentra asidero 
la inimpugnabilidad del texto de la Constitución, partiendo de la idea para 
ello de que dicha norma fue emitida por un Poder Reformador cuyos actos 
no se encuentran sujetos a ninguno de los mecanismos de control jurisdic­
cional previstos en la Constitución General o en alguna otra ley secundaria. 
Aunado a que basta la sola presentación de la demanda para advertir de su 
lectura que se impugnan normas de este rango y que al tratarse de aspectos 
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insuperables del juicio, en nada se esclarecerán o modificarán de seguirse 
el proceso de amparo en todas sus etapas, por lo que la simple impugna­
ción de algún precepto de la Constitución General, constituye un hecho de 
notoria y manifiesta improcedencia que da lugar a desechar de plano la 
demanda de amparo desde el auto inicial.

2a./J. 2/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 105/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo y Décimo, ambos en Materia Administrativa del Primer 
Circuito y Primero y Cuarto de Circuito, ambos del Centro Auxiliar de la 
Primera Región, con residencia en la Ciudad de México. 1 de diciembre 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. La Ministra Yasmín Esquivel Mossa 
manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la queja 89/2019, el sustentado por el Décimo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resol­
ver la queja 36/2019, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la 
Ciudad de México, al resolver la queja 2984/2019, y el diverso sustentado 
por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Pri­
mera Región, con residencia en la Ciudad de México, al resolver la queja 
3868/2019.

Tesis de jurisprudencia 2/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecinueve de enero de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de febrero de 2022 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de febrero de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AUDIENCIA EN EL JUICIO AGRARIO. LA CAUSA QUE JUSTIFIQUE 
FEHACIENTEMENTE LA INASISTENCIA DEL DEMANDADO A AQUÉLLA 
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POR CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR, PUEDE DEMOSTRARSE, POR 
REGLA GENERAL, ANTES Y DURANTE EL DESARROLLO DE LA AUDIEN­
CIA Y, DE MANERA EXCEPCIONAL, INMEDIATAMENTE DESPUÉS DE 
CONCLUIDA ÉSTA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron el 
mismo supuesto jurídico previsto en la fracción V del artículo 185 de la Ley 
Agraria, en relación con el momento en que la parte demandada que no 
comparece a la audiencia de ley por caso fortuito o fuerza mayor puede 
justificar dicha circunstancia, esto es, si debe demostrarse durante el desa­
rrollo de la audiencia de ley o fuera de ésta, y mientras uno manifestó que 
la justificación de la parte demandada que no compareció a la audiencia 
por caso fortuito o fuerza mayor debió hacerse en la audiencia de ley, el 
otro consideró que la Ley Agraria no establece un término preciso en el cual 
se deba justificar la falta de comparecencia del demandado a la audiencia 
por estos motivos, por lo que, de conformidad con el artículo 128, párrafo 
segundo, del Código Federal de Procedimientos Civiles, puede ser en cual­
quier estado del juicio.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que cuando el demandado haya sido debidamente emplazado 
a la audiencia de ley, por regla general, debe comprobar previamente de 
manera fehaciente que no podrá comparecer a dicha audiencia por caso 
fortuito o fuerza mayor, o bien deberá hacerlo durante el desarrollo de la 
audiencia y, excepcionalmente, de manera posterior a ésta, si la circuns­
tancia extraordinaria se suscitó el mismo día de la audiencia, siempre que 
el demandado lo informe de manera inmediata (esto es, dentro de las 72 
horas siguientes) personalmente o por interpósita persona.

Justificación: En el primer supuesto, es decir, tratándose de casos fortuitos 
o de fuerza mayor que acontezcan previo a la celebración de la audien­
cia pero que habrán de impedir que el demandado comparezca, el aviso y 
la demostración correspondientes podrán ocurrir durante el plazo que media 
entre la práctica del emplazamiento y el día hábil previo a su celebración, 
pues no hay impedimento legal alguno para que, en caso de que se pre­
sentase un evento de tal naturaleza, el órgano jurisdiccional pueda recibir 
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de manera previa dicho aviso y dé cuenta con este evento a la parte actora. 
En el segundo supuesto, la inasistencia del demandado puede demostrarse 
desde que inicia y hasta que concluya la audiencia, pues es el momento 
procesal idóneo en el que puede justificar su inasistencia ante una eventua­
lidad, pues es en ese acto en donde las partes manifiestan ante el tribunal 
sus acciones y excepciones y, por tanto, donde se podría dar un aviso de la 
incomparecencia. Finalmente, el tercer escenario, de orden excepcional, 
es aquel en el cual el demandado podrá justificar su incomparecencia 
después de concluida la audiencia de ley, cuando la imposibilidad de com­
parecer se haya suscitado el día en que tuvo verificativo ese acto procesal, 
siempre que dé aviso de manera inmediata al tribunal (dentro de las siguien­
tes 72 horas). Tal conclusión no supone una lesión al principio de celeridad 
procesal, en tanto que debe evitarse la afectación a otros principios que se 
estiman de mayor entidad, como el de equilibrio procesal, pues deben consi­
derarse las notables consecuencias que se acarrean por la referida ausen­
cia y que, en general, habrán de decidir por completo el curso del proceso 
agrario; asimismo, a través de este supuesto se reconoce la innegable posi­
bilidad de que ocurran tales eventos fortuitos o provocados por una fuerza 
mayor. Así, ante la problemática asociada a la interpretación del artículo 
185, fracción V, de la Ley Agraria, que coloca frente a frente el derecho de 
defensa de la parte demandada con la posibilidad de atentar contra la celeri­
dad del proceso y el derecho a que la impartición de justicia se despliegue de 
forma pronta y expedita, esta Segunda Sala determina que el escenario 
descrito es aquel que implica la menor de las lesiones posibles y que coloca 
en menor riesgo de anular por completo alguna de las prerrogativas invo­
lucradas.

2a./J. 4/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 188/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia Administrativa del Sexto Circuito y Primero 
del Décimo Quinto Circuito. 1 de diciembre de 2021. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales 
y Yasmín Esquivel Mossa. Disidentes: José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, quien manifestó que formularía voto minoritario y Javier Laynez 
Potisek, quien manifestó que formularía voto minoritario. Ponente: Luis 
María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete Romero.
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Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el am­
paro directo 365/95, el cual dio origen a la tesis aislada XV.1o.2 A, de rubro: 
"AUDIENCIA EN EL JUICIO AGRARIO, EL QUE SE ENCUENTRE EN 
ESTADO DE RESOLUCIÓN NO CONSTITUYE IMPEDIMENTO PARA TRA­
MITAR LA PETICIÓN DEL DEMANDADO QUE PRETENDE JUSTIFICAR 
SU INASISTENCIA A LA.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, enero de 1996, página 262, 
con número de registro digital: 203371, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 236/2018.

Tesis de jurisprudencia 4/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del diecinueve de enero de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de marzo de 2022 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de marzo de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COSA JUZGADA. NO SE ACTUALIZA SOBRE EL PAGO DE LAS SUB­
SECUENTES MENSUALIDADES Y SUCESIVAS DIFERENCIAS EN EL 
OTORGAMIENTO DE PENSIÓN, RECONOCIDO EN UN LAUDO ANTERIOR, 
QUE YA FUE DECLARADO CUMPLIDO Y QUE NO FUERON MATERIA DEL 
MISMO Y, COMO CONSECUENCIA, SON RECLAMABLES A TRAVÉS 
DE UN SEGUNDO JUICIO LABORAL.  

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
opera o no la institución de cosa juzgada sobre las prestaciones sucesivas 
relacionadas con el pago de jubilación en el procedimiento laboral, cuando 
en un juicio anterior se resolvió sobre el reconocimiento de la pensión jubilato­
ria –cuyo laudo ya se declaró cumplido–, y en uno posterior se demanda la 
misma acción, pero por las mensualidades subsecuentes, arribando a con­
clusiones disímiles.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que no se actualiza la cosa juzgada sobre prestaciones 
relativas al pago de mensualidades de pensión y sus diferencias, siempre 
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que sean posteriores a que se haya declarado cumplido un laudo anterior, 
en el que su derecho al pago se reconoció y el entero de tales mensuali­
dades no fue materia de éste y, como consecuencia, son reclamables a través 
de un segundo juicio laboral.

Justificación: Cuando se reclama en un juicio posterior el pago de las sub­
secuentes mensualidades o diferencias de mensualidades, derivadas del 
derecho al pago reconocido en un laudo anterior que ha causado ejecu­
toria, que ya fue declarado cumplido y que no fueron materia del mismo, si 
bien pueden concurrir las mismas partes (configurándose así el primer 
elemento de la cosa juzgada relativo a la identidad en las partes), recla­
mando idéntica prestación como es el pago de mensualidades o diferencias 
ya reconocidas (con lo que se colma el segundo requisito correspondiente 
a la identidad en el objeto), pero las prestaciones que se reclaman se refie­
ren a un periodo posterior que no fue materia del juicio anterior; en tal caso, 
es evidente que no se trata de la misma causa generadora (tercer requisito 
para la configuración de la cosa juzgada), pues deriva de hechos jurídicos 
distintos, en tanto se hace valer un diverso supuesto generador sobre el que 
no hay una decisión jurisdiccional. En consecuencia, no se colma el elemento 
relativo a la identidad en la causa generadora y, por ende, no se configura 
la cosa juzgada respecto de tal reclamo. Así, si bien lo decidido en un laudo 
ejecutoriado sobre el otorgamiento de la pensión adquiere la calidad de 
cosa juzgada y, por tanto, no puede ser modificado en un juicio ulterior, 
no acontece lo mismo con el pago de las mensualidades sucesivas o dife­
rencias reconocidas en el referido laudo, que sucedan a que el mismo 
se declare cumplido y dicha determinación sea firme, ya que no formaron 
parte de la litis y, por ende, tampoco del laudo respectivo, por lo que no gozan 
de la calidad de la cosa juzgada en tanto que sobre las mismas no existe 
un pronunciamiento de derecho que obligue a su inmutabilidad, aunado a 
que ello implicaría revocar el auto que declaró cumplido el laudo, lo cual no 
está permitido en términos del artículo 848 de la Ley Federal del Trabajo, 
en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 1 de mayo de 2019, por tanto, son reclamables a través de un segundo 
juicio laboral.

2a./J. 5/2022 (11a.)
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Contradicción de tesis 198/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Cir­
cuito, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, el 
Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, actual Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Décimo Circuito, el Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Tercer Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Cancún, 
Quintana Roo, actual Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Cir­
cuito, y el Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa del 
Cuarto Circuito, actual Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Cuarto Circuito. 8 de diciembre de 2021. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ausente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Jazmin 
Gabriela Malváez Pardo y Salvador Obregón Sandoval.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa 
del Cuarto Circuito, actual Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Tra­
bajo del Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 655/2013, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
425/2020.

Tesis de jurisprudencia 5/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecinueve de enero de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2022 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 22 de marzo 
de 2022, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO DE AMPARO. EN SU DESAHOGO 
ES INAPLICABLE LA FIGURA DE LAS "REPREGUNTAS" PREVISTA EN 
LA PARTE FINAL DEL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 119 DE LA LEY 
DE LA MATERIA (EQUIVALENTE AL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 
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151 DE LA LEGISLACIÓN ABROGADA), POR LO QUE NO PROCEDE 
DIFERIR LA AUDIENCIA PARA SU PREPARACIÓN Y/O FORMULACIÓN. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes adoptaron 
posturas discrepantes sobre un mismo punto de derecho, dado que uno 
sostuvo que no procedía diferir la audiencia de desahogo de pruebas para 
permitir al quejoso cuestionar al perito en relación con su dictamen, pues la 
regulación aplicable es la Ley de Amparo y no el Código Federal de Proce­
dimientos Civiles, mientras que el otro determinó que conforme a la Ley 
de Amparo, frente a la petición de alguna de las partes, el Juez debe dife­
rir la audiencia para permitirles repreguntar a los peritos sobre el contenido 
de su dictamen.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 119, último párrafo, de la Ley de Amparo 
vigente (equivalente al artículo 151 de la legislación abrogada), no permite 
que las partes puedan formular "repreguntas" a los peritos que tuvieron a 
cargo el desahogo de la prueba pericial respecto de sus dictámenes rendidos 
durante la sustanciación del juicio de amparo, por lo que no procede diferir 
la audiencia a efecto de prepararlas y/o diligenciarlas.

Justificación: La indicada porción normativa regula la preparación y el 
desahogo de las pruebas pericial, de inspección judicial y testimonial y, 
en su última parte, habilita a las partes "para que puedan formular repregun­
tas al verificarse la audiencia", lo que debe entenderse referido únicamente 
en relación con la prueba testimonial, que es la única que se desahoga en esa 
etapa procesal, y no respecto de los otros medios probatorios, como lo es la 
pericial que se desahoga de manera anticipada a la audiencia a partir del 
dictamen o dictámenes que rindan y ratifiquen los peritos. Además, esa figura 
de las "repreguntas" es inconsistente con la forma en que la Ley de Amparo 
prevé la integración de la prueba pericial, pues ese ordenamiento –sobre el 
que resulta inaplicable supletoriamente el Código Federal de Procedimientos 
Civiles– no establece una citación de expertos que permita interrogar­
los sobre el contenido de sus informes y, en cambio, establece el involu­
cramiento de las partes en la discusión técnico-científica respectiva a través 
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de la posibilidad de que designen a su propio perito, quien podrá asociarse al 
nombrado por el órgano jurisdiccional o rendir dictamen por separado. De ahí 
que la valoración de los dictámenes para otorgarles su justo alcance pro­
batorio, es una cuestión que corresponde exclusivamente al juzgador en el 
momento del dictado de la sentencia respectiva, desde luego, con base 
en la apreciación de la claridad, completitud, sustento y justificación de la 
opinión, la apreciación adminiculada e integral de todos los dictámenes 
que en su caso se rindan, y el resto de los argumentos de convencimiento que 
formulen las partes.

2a./J. 8/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 145/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materia Penal del Séptimo Circuito, Segundo en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, Sexto en Materia Penal del 
Primer Circuito, Segundo en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito (antes Cuarto Tribunal Colegiado del Quinto Circuito), Séptimo en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, Séptimo en Materia Adminis­
trativa del Tercer Circuito (antes Segundo Tribunal Colegiado Auxiliar, con 
residencia en Guadalajara, Jalisco), Décimo Sexto en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, y el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 
Segundo Circuito. 12 de enero de 2022. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis y criterio contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado Auxiliar, con residencia en Guadalajara, Jalisco, 
al resolver el amparo en revisión 739/2010, el cual dio origen a la tesis 
aislada III.2o.T.Aux.1 K, de rubro: "PRUEBA PERICIAL EN EL AMPARO. 
SI ANTES DE LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL 
ALGUNA DE LAS PARTES EXTERNA SU INTENCIÓN DE REPREGUNTAR 
VERBALMENTE A UNO DE LOS PERITOS Y EL JUEZ DE DISTRITO INICIA 
DICHA DILIGENCIA, DEBERÁ SUSPENDERLA PARA CITAR A AQUÉL A 
EFECTO DE QUE COMPAREZCA.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 
2011, página 2373, con número de registro digital: 162753; y,
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo 
Circuito, al resolver la queja 13/2020.

Tesis de jurisprudencia 8/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del dos de febrero de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2022 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 22 de marzo 
de 2022, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRESTACIONES EXTRALEGALES. EN EL CASO DE LAS RELACIONES 
LABORALES QUE SE RIGEN POR EL APARTADO A DEL ARTÍCULO 
123 CONSTITUCIONAL, CORRESPONDE AL TRABAJADOR APORTAR 
LAS PRUEBAS QUE CONSIDERE PERTINENTES PARA DEMOSTRAR LA 
OBLIGACIÓN DEL PATRÓN PARA PAGARLAS. LO ANTERIOR, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE LA PARTE DEMANDADA NO HAYA DADO 
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA Y TAMPOCO ACUDA A LA AUDIEN­
CIA RESPECTIVA EN SU FASE DE OFRECIMIENTO Y ADMISIÓN DE 
PRUEBAS.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito conocieron de laudos en los 
que se advierte que las autoridades de Conciliación y Arbitraje, ante la 
demanda del trabajador de condenar al pago de prestaciones extralegales, 
llevaron a cabo un análisis de la distribución de las cargas procesales deri­
vado de las omisiones de la parte patronal de dar contestación a la demanda 
y comparecer a la audiencia respectiva en la fase de ofrecimiento y admi­
sión de pruebas. Así, uno de ellos concluyó que esas omisiones no eximen 
al actor de la carga probatoria para demostrar sus pretensiones, mientras 
que el otro consideró que en virtud de que el patrón no controvirtió los recla­
mos del trabajador, sus pretensiones son procedentes.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que aun cuando el patrón no haya dado contestación a 
la demanda y no comparezca a la audiencia respectiva, en la fase de ofre­
cimiento y admisión de pruebas, no debe generarse una presunción que 
permita concluir que se desvaneció la obligación legal del actor de demos­
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trar que existía la obligación del patrón para pagar las prestaciones extra­
legales que reclama.

Justificación: Las prestaciones extralegales constituyen beneficios otor­
gados por los patrones a sus trabajadores adicionales o mayores a los 
establecidos en la ley, razón por la cual, si bien encuentran respaldo jurídico 
en ella, el fundamento esencial lo constituye el contrato privado, colectivo o 
ley, o bien el reglamento interno de trabajo, entre otros. Por ello, en caso de 
controversia judicial, en términos del artículo 872 de la Ley Federal del Tra­
bajo, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 1 de mayo de 2019, corresponde al actor, además de expre­
sar los hechos en que funde sus peticiones, aportar las pruebas que consi­
dere pertinentes para demostrar sus pretensiones. Consecuentemente, por 
imperativo legal del artículo 784 de la aludida legislación, la circunstancia 
de que el patrón no haya dado contestación a la demanda y tampoco acuda 
a la audiencia relativa, en su fase de ofrecimiento y admisión de pruebas, 
en modo alguno puede concluirse que relevó de la obligación legal y previa 
que tenía el trabajador de demostrar el deber que tenía la patronal de pagar 
las aludidas prestaciones. Considerar lo contrario implicaría romper el equili­
brio procesal que debe imperar en el procedimiento laboral, ya que la 
legislación federal en comento establece consecuencias legales vincu­
ladas estrictamente con las omisiones en que, en su momento procesal, 
incurrió el demandado, en el particular, tener por contestada de manera 
afirmativa la demanda y la pérdida del derecho para ofrecer pruebas.

2a./J. 9/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 233/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero y Segundo, ambos del Segundo Circuito, Sexto del 
Primer Circuito, y Primero y Segundo, ambos del Tercer Circuito, todos en 
Materia de Trabajo. 12 de enero de 2022. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar 
Morales. Secretario: Javier Eduardo Estrever Ramos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 277/2020, y el diverso sustentado 
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por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 850/2019.

Tesis de jurisprudencia 9/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del dos de febrero de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2022 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 22 de marzo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO E), DE LA LEY DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 
ACUERDO MEDIANTE EL CUAL UN JUEZ DE DISTRITO ORDENA ENVIAR 
EL EXPEDIENTE DE UN JUICIO DE AMPARO A UN JUZGADO DE DIS­
TRITO AUXILIAR PARA QUE, EN SU APOYO, EMITA LA SENTENCIA 
DEFINITIVA CORRESPONDIENTE. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si 
es o no procedente el recurso de queja interpuesto contra el acuerdo por el 
que un Juez de Distrito ordena la remisión de un juicio de amparo a un Juz­
gado de Distrito Auxiliar a fin de que éste dicte la sentencia correspondiente, 
llegaron a conclusiones distintas, ya que uno estimó que sí procede el medio 
de impugnación al constituir dicho proveído una resolución que por su natu­
raleza trascendental y grave puede causar perjuicio a alguna de las partes, 
no reparable en sentencia, mientras que el otro consideró que no procede tal 
medio de defensa al tratarse de una resolución que no tiene esa naturaleza.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que contra el acuerdo por medio del cual un Juez de 
Distrito ordena enviar el expediente del juicio de amparo a un Juzgado de Dis­
trito Auxiliar para que, en su apoyo, emita la sentencia correspondiente, no 
procede el recurso de queja, pues dicho acuerdo no cumple con el requi­
sito previsto en el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, 
consistente en que sea una resolución que por su naturaleza trascendental 
y grave pueda causar un perjuicio a alguna de las partes, no reparable en el 
fallo definitivo.
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Justificación: Para que una resolución pueda catalogarse de naturaleza 
trascendental y grave es necesario que, por su contenido, produzca efectos 
que impliquen consecuencias en el futuro y que éstas, por razón de sus 
efectos, sean capaces de producir una afectación tal que pueda calificarse 
como grave, es decir, de notorios perjuicios o altamente perjudiciales que 
no puedan ser reparados en la sentencia definitiva. En el caso, el proveído 
mediante el cual el Juez de Distrito ordena enviar los autos del juicio de 
amparo a un Juzgado de Distrito Auxiliar para que, en su apoyo, emita la 
sentencia correspondiente, constituye un acuerdo de mero trámite adminis­
trativo que no busca causar un perjuicio a las partes, sino que atiende a la 
necesidad de abatir el rezago o carga excesiva de trabajo en los órganos 
jurisdiccionales, y abreviar el tiempo en el dictado del fallo para así cumplir 
con el derecho de impartición de justicia pronta reconocido en el artículo 17 
de la Constitución General de la República.

2a./J. 11/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 203/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y Segundo 
del Trigésimo Circuito. 19 de enero de 2022. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito, al resolver la queja 111/2016, y el diverso sustentado por 
el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver la queja 
46/2021.

Tesis de jurisprudencia 11/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de febrero de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2022 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 22 de marzo 
de 2022, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DILACIÓN EXCESIVA EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
EN MATERIA LABORAL. PARA DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE UN 
AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA, NO ES APLICABLE LA JURIS­
PRUDENCIA 2a./J. 33/2019 (10a.), EMITIDA POR LA SEGUNDA SALA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones contrarias al analizar si resultaba aplicable o no la jurispru­
dencia 2a./J. 33/2019 (10a.), para determinar la actualización de una dila­
ción excesiva, como caso de excepción para la procedencia del amparo 
indirecto en materia laboral, en contra de aquellos actos correspondientes 
a la etapa de ejecución de sentencia.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la jurisprudencia 2a./J. 33/2019 (10a.), no resulta 
aplicable para analizar si se ha configurado o no una dilación excesiva que 
haga procedente el amparo indirecto en materia laboral, en contra de 
aquellos actos correspondientes a la etapa de ejecución de sentencia.

Justificación: Esto es así, ya que a través de dicha jurisprudencia, esta 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación simplemente 
se limitó a complementar el alcance de la diversa jurisprudencia 2a./J. 
48/2016 (10a.), en la cual había dejado a la interpretación judicial analizar, 
en cada caso, si existía o no una abierta dilación procesal o paralización 
total del procedimiento, como una excepción a la regla general de proce­
dencia del amparo indirecto contra los actos previstos en la fracción V del 
artículo 107 de la Ley de Amparo, es decir, contra los "actos en juicio" cuyos 
efectos son de imposible reparación, para lo cual estableció un parámetro 
mínimo objetivo para emprender la acción constitucional en contra de las 
dilaciones presuntamente excesivas de la autoridad responsable en el dic­
tado de proveídos, laudos o en la realización de cualquier otra diligencia. 
Dicho parámetro se fijó en función del lapso máximo que preveía la Ley 
Federal del Trabajo para que el juicio laboral permaneciera inmóvil, so pena 
de que operara la caducidad de la instancia, lo que evidentemente no aplica 
con relación a las dilaciones procesales ocurridas en la fase de ejecución 
de sentencia, al tratarse de una etapa procesal diferente a la del juicio, en 
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la que la Ley Federal del Trabajo establece procedimientos y plazos especí­
ficos para el cumplimiento de un laudo, los cuales, incluso, en un momento 
dado pudieran abonar para determinar la actualización de una dilación pro­
cesal para esa etapa; además de que la propia Ley de Amparo, tratándose 
de actos emitidos después de concluido el juicio, establece reglas especí­
ficas de procedencia diferentes a la analizada en la jurisprudencia en 
comento, es decir, a la prevista en la fracción V del artículo 107 de la Ley 
de Amparo. No obstante lo anterior, a juicio de esta Segunda Sala, corres­
ponde al juzgador, en cada caso, ponderar cuándo existe o no una abierta 
dilación procesal en la etapa de ejecución de sentencia, como caso de 
excepción para efectos de la procedencia del amparo indirecto, para lo cual 
deberá considerar, además de la complejidad del asunto, la actividad pro­
cesal de las partes, la conducta asumida por la autoridad judicial y la afec­
tación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica 
de la persona involucrada; que un plazo razonable en la etapa de ejecu­
ción de sentencia pudiera ser aquel que permita el desahogo de dicha fase 
en un tiempo ligeramente superior al que pudiera desarrollarse en condi­
ciones normales.

2a./J. 12/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 192/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Sexto Circuito y el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Primer Circuito. 19 de enero de 2022. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Óscar Vázquez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

El Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver las quejas 137/2019 y 12/2020, las cuales dieron origen a la 
tesis aislada I.16o.T.26 K (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CONTRA LA OMISIÓN DE PROVEER LA SOLICITUD DE 
EJECUCIÓN FORZOSA DEL LAUDO. FORMA DE COMPUTAR EL PLAZO 



79

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2022

PARA PROMOVERLO [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 33/2019 (10a.)].", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 14 de mayo de 2021 a las 10:19 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 1, Tomo III, 
mayo de 2021, página 2485, con número de registro digital: 2023109; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resol­
ver las quejas 39/2021 y 41/2021.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 33/2019 (10a.) y 2a./J. 48/2016 (10a.), 
de títulos y subtítulos: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LAS 
DILACIONES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS DE LAS JUNTAS EN EL 
DICTADO DE PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE CUAL­
QUIER OTRA DILIGENCIA, SI TRANSCURREN MÁS DE 45 DÍAS NATU­
RALES DESDE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE 
LEGALMENTE DEBIERON PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS 
ACTOS PROCESALES RESPECTIVOS." y "AMPARO INDIRECTO. POR 
REGLA GENERAL, ES NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE EL INTER­
PUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO NATURAL, CONTRA 
LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DE ACORDAR PRO­
MOCIONES O DE PROSEGUIR EN TIEMPO CON EL JUICIO, AL TRATARSE 
DE UNA VIOLACIÓN INTRAPROCESAL QUE NO AFECTA DERECHOS 
SUSTANTIVOS." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación de los viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas, y 
6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libros 64, Tomo II, marzo de 2019, 
página 1643 y 30, Tomo II, mayo de 2016, página 1086, con números de 
registro digital: 2019400 y 2011580, respectivamente. 

Tesis de jurisprudencia 12/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de febrero de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2022 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 22 de marzo 
de 2022, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO. LA CAUSA DE SOBRESEIMIENTO 
PREVISTA EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY DE 
AMPARO, ES DE ESTUDIO PREFERENTE SOBRE LA CAUSAL DE IMPRO­
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CEDENCIA PREVISTA EN EL DIVERSO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELA­
CIÓN CON EL DIVERSO 5, FRACCIÓN II, DE LA MISMA LEGISLACIÓN. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
qué causal de sobreseimiento es de estudio preferente, si la relativa a la 
inexistencia del acto reclamado prevista en la fracción IV del artículo 63 de 
la Ley de Amparo, o la contenida en el mismo precepto, pero en la fracción V, 
con relación a los diversos 61, fracción XXIII, 1 y 5, fracción II, de la citada 
legislación, referente al carácter de autoridad para efectos del juicio de 
amparo. Así, uno de ellos concluyó que en caso de acreditarse la inexisten­
cia del acto reclamado, debe proceder el sobreseimiento del juicio sin anali­
zar si asiste o no la calidad de responsable a la autoridad señalada como 
tal, mientras que los otros órganos jurisdiccionales indicaron que debe privi­
legiarse el estudio de tal calidad, sobre la existencia del acto reclamado.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que cuando se resuelve el juicio en audiencia constitu­
cional, es de estudio preferente la causal de sobreseimiento contenida en la 
fracción IV del artículo 63 de la Ley de Amparo, relativa a la inexistencia del 
acto reclamado, sobre la diversa causa de improcedencia contenida en la 
fracción V del mismo precepto, con relación a los diversos 61, fracción XXIII 
y 5, fracción II, de la misma ley, referente a si le asiste el carácter de respon­
sable a la autoridad señalada como tal para efectos del juicio de amparo.

Justificación: Conforme a los artículos 5, fracción II, y 61, fracción XXIII, de 
la Ley de Amparo, para determinar si a una autoridad le asiste el carácter 
de responsable para efectos del juicio de amparo, debe analizarse la rela­
ción existente entre ella y el quejoso en función del acto que se le atribuye, 
de manera que si no existe el acto reclamado, no podrá realizarse dicho 
examen, puesto que la afirmación del promovente realizada en la demanda 
sobre su existencia, fue desvirtuada durante la tramitación del sumario. Por 
ende, la existencia del acto reclamado es una cuestión de análisis previo 
cuyo pronunciamiento permite estudiar las causales de improcedencia, así 
como los aspectos de fondo de la controversia, por lo que al dictar sentencia 
debe privilegiarse el análisis de la causal de sobreseimiento prevista en la 
fracción IV del artículo 63 de la Ley de Amparo, pues sólo en caso de acre­
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ditarse la existencia del acto reclamado, se podrá emprender el análisis de 
las causales de improcedencia, entre ellas, la relativa a si le asiste el carácter 
de responsable a la autoridad señalada como tal, con base en las constan­
cias procesales que obren en autos.

2a./J. 13/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 311/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia Administrativa del Sexto Circuito, Primero en 
Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito y Segundo del 
Décimo Séptimo Circuito. 2 de febrero de 2022. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al resol­
ver los amparos en revisión 540/2016, 68/2017, 282/2018, 315/2018 y 
338/2018, los cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia VI.1o.A. J/20 
(10a.), de título y subtítulo: "RESPONSABLE QUE NO ES AUTORIDAD 
PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO E INEXISTENCIA DEL ACTO 
RECLAMADO. PREFERENCIA DE LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA 
ATINENTE A LA RESPONSABLE SOBRE LA DEL ACTO RECLAMADO 
INEXISTENTE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 68, Tomo III, julio de 2019, 
página 2086, con número de registro digital: 2020279; y,

El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 280/2019, el cual dio origen a la 
tesis aislada XIII.1o.P.T.8 K (10a.), de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO POR NO SER AUTORIDAD RESPONSABLE. 
POR TÉCNICA JURÍDICA, SU ANÁLISIS DE OFICIO POR EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO EN EL RECURSO DE REVISIÓN ES PREFE­
RENTE AL ESTUDIO DE SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO POR INEXIS­
TENCIA DEL ACTO RECLAMADO.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 7 de mayo de 2021 a las 10:12 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 1, 
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Tomo III, mayo de 2021, página 2477, con número de registro digital: 
2023075; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 9/2021.

Tesis de jurisprudencia 13/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintitrés de febrero de dos mil veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 58, FRACCIÓN II, 
INCISO A), NUMERAL 3, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE A 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE RECLAME EL INCUM­
PLIMIENTO DE UNA SENTENCIA DE NULIDAD DICTADA POR EL TRI­
BUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes adoptaron 
posturas discrepantes sobre un mismo punto de derecho, dado que frente 
al reclamo de la omisión de cumplimiento de una sentencia de nulidad, uno 
de ellos sostuvo que constituye un presupuesto de procedencia para el 
juicio de amparo que previamente se interponga el recurso de queja regu­
lado en el artículo 58, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, mientras que el otro estableció 
que se trata de una instancia optativa, por lo que el afectado puede acudir 
de manera inmediata al juicio constitucional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, previamente a promover el juicio de amparo indirecto 
para reclamar la omisión de cumplir una sentencia de nulidad dictada por 
el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el particular debe necesaria­
mente interponer el recurso de queja que establece el artículo 58, fracción II, 
inciso a), numeral 3, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo.
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Justificación: El indicado recurso de queja constituye el medio de defensa 
previsto expresamente por el legislador para combatir la omisión de cum­
plimiento de una sentencia de nulidad y, más aún, constituye una instan­
cia apta para lograr su reparación o modificación, pues prevé mecanismos 
consistentes con esa finalidad y adecuados para lograrla a cargo del 
propio Tribunal Federal de Justicia Administrativa, como son la revisión de 
la actitud desplegada por la autoridad en relación con ese cumplimiento, la 
posibilidad de fijar los alcances precisos de la declaración de nulidad e, 
incluso, la de resolver que existe imposibilidad para ejecutar el fallo y que, por 
ende, procede el cumplimiento sustituto, además de la aplicación de multas 
sucesivas en caso de contumacia y la comunicación de ésta al superior 
jerárquico del servidor público involucrado y a la contraloría interna que le 
corresponda. De ahí que, en términos del artículo 61, fracción XX, de la Ley 
de Amparo, ese medio ordinario de defensa debe ser agotado, sobre todo 
porque no se configura alguna de las hipótesis de excepción al principio de 
definitividad que rige al juicio constitucional, puesto que el acto reclamado 
no es de aquellos que puedan carecer de fundamentación, no conlleva vio­
laciones directas a la Constitución Federal, el recurso de queja se encuentra 
previsto en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y 
forma parte de un juicio que prevé la figura de la suspensión con los mismos 
alcances y sin mayores plazos o requisitos que los que al respecto prevé la 
Ley de Amparo.

2a./J. 14/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 306/2021. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Pleno en 
Materia Administrativa del Primer Circuito. 9 de febrero de 2022. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la contradic­
ción de tesis 17/2019, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia 
PC.I.A. J/168 A (10a.), de rubro: "RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN 
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LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 58 DE LA LEY FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU INTERPOSICIÓN ES 
OPTATIVA ANTES DE ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de 
junio de 2021 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 2, Tomo V, junio de 2021, página 
4520, con número de registro digital: 2023272; y,

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver la queja 403/2019.

Tesis de jurisprudencia 14/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dos de marzo de dos mil veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO INDIRECTO. NO SE 
ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A ÉSTE CUANDO SE RECLAMA LA APLI­
CACIÓN DE LEYES DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR JURIS­
PRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si 
el hecho de que las autoridades distintas de los tribunales judiciales, admi­
nistrativos o del trabajo, fundamenten sus actos en normas declaradas 
inconstitucionales por jurisprudencia de esta Suprema Corte, actualiza o no 
una excepción al principio de definitividad, llegaron a conclusiones distin­
tas, toda vez que uno de ellos determinó que no se actualiza una excepción 
a tal principio, mientras que el otro concluyó que sí, pues esa circunstancia 
implica, por una parte, que exista una violación directa al artículo 133 de la 
Constitución Federal y, por otra, que el acto carezca de fundamentación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que no se actualiza una excepción al principio de definiti­
vidad, en términos del artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, por la 
sola circunstancia de que el acto reclamado se encuentre fundamentado 
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en normas declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de este Alto 
Tribunal.

Justificación: La presencia de violaciones "directas" a la Constitución y, por 
ende, la posibilidad de que se actualice una excepción al principio de defi­
nitividad, es una cuestión enteramente independiente a la existencia de una 
jurisprudencia que determine la inconstitucionalidad de las normas aplica­
das en perjuicio del quejoso –el criterio jurisprudencial determinará el resul­
tado del análisis del tribunal, no así la "naturaleza" del reclamo–. Asimismo, el 
hecho de que un acto de autoridad se funde en normas generales decla­
radas inconstitucionales por jurisprudencia de esta Suprema Corte, tampoco 
actualiza la diversa excepción al referido principio, consistente en que 
"carezca de fundamentación" pues, por una parte, la emisión de la jurispru­
dencia no equivale a que tal precepto haya perdido su validez en el sistema 
jurídico –para ello se requiere de una declaratoria general de inconstitucio­
nalidad– y, por otra, en este supuesto la persona no desconoce los fundamen­
tos del actuar de la autoridad ni, por ende, se encuentra imposibilitada para 
accionar el medio de defensa ordinario conducente. Finalmente, la obliga­
ción de agotar el medio ordinario de defensa en estos supuestos no sólo 
resulta congruente con el carácter excepcional del juicio de amparo, sino 
que además no genera una carga procesal indebida u ociosa para el justi­
ciable en perjuicio del derecho humano a la justicia pronta, pues el tribunal 
del conocimiento –ya local, ya federal– se encuentra obligado a aplicar 
tal criterio jurisprudencial en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo 
y, con base en éste, declarar la ilegalidad del acto al estar soportado en 
normas declaradas inconstitucionales por esta Suprema Corte.

2a./J. 15/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 212/2021. Entre las sustentadas por el Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito y el Séptimo Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 9 de febrero 
de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales, quien manifestó que formularía voto 
particular. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel 
Muñoz Acevedo.
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Tesis y criterio contendientes:

El Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al resol­
ver el amparo en revisión 377/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
XX.A.1 K (10a.), de título y subtítulo: "DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO 
INDIRECTO. SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A DICHO PRINCIPIO 
CUANDO SE RECLAME LA APLICACIÓN DE LEYES DECLARADAS 
INCONSTITUCIONALES POR JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
52, Tomo IV, marzo de 2018, página 3354, con número de registro digital: 
2016505; y,

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 45/2021.

Tesis de jurisprudencia 15/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del dos de marzo de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS JUICIOS LABORALES SUSCI­
TADOS ENTRE UNA INSTITUCIÓN DE ASISTENCIA PRIVADA Y SUS TRA­
BAJADORES. CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES DE LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS DE LA MATERIA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes resolvieron con­
flictos competenciales para determinar a qué autoridad laboral correspondía 
conocer respecto de diversos juicios laborales presentados entre instituciones 
de asistencia privada y sus trabajadores, pues mientras uno sostuvo que se 
actualizaba la competencia a favor de los tribunales locales, el otro consideró 
competentes a las autoridades federales.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, atendiendo a sus particularidades, las instituciones de 
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asistencia privada no pueden ser equiparables a las instituciones que prestan 
servicios de banca y crédito, por lo que no se actualiza el supuesto de excep­
ción de competencia de las autoridades de las entidades federativas esta­
blecido en el artículo 123, apartado A, fracción XXXI, inciso a), numeral 22, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en consecuencia, 
corresponde a los tribunales laborales de las entidades federativas conocer 
de los juicios laborales que se susciten entre las instituciones de asistencia 
privada y sus trabajadores.

Justificación: El artículo 123, apartado A, fracción XXXI, inciso a), numeral 
22, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone 
que la aplicación de las leyes del trabajo corresponde a las autoridades de 
las entidades federativas, de sus respectivas jurisdicciones, pero es de la 
competencia exclusiva de las autoridades federales en los asuntos relativos 
a servicios de banca y crédito. Este servicio consiste en la captación de 
recursos de la población en el mercado nacional para su colocación en el 
público, aunado a que dicho servicio sólo puede prestarse por instituciones 
de crédito, a saber, las instituciones de banca múltiple y las instituciones de 
banca de desarrollo. Las primeras, para su operación requieren autoriza­
ción del Gobierno Federal, de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
(CNBV), previo acuerdo de su Junta de Gobierno y opinión favorable del 
Banco de México (Banxico); y las segundas son entidades de la administra­
ción pública federal, constituidas con el carácter de sociedades nacionales 
de crédito. Mientras que las instituciones de asistencia privada se caracteri­
zan por ser entidades con personalidad jurídica y patrimonio propio, sin pro­
pósito de lucro que, con bienes de propiedad particular ejecutan actos 
de asistencia social sin designar individualmente a los beneficiarios. Por 
ende, en tanto la naturaleza y las actividades de las instituciones de asisten­
cia privada no se ubican en el marco de los servicios de banca y crédito, 
corresponde a los tribunales laborales de las entidades federativas conocer 
de los juicios suscitados entre dichas instituciones asistenciales y sus tra­
bajadores.

2a./J. 16/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 335/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo del Séptimo Circuito y Segundo del Décimo Circuito, 
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ambos en Materia de Trabajo. 16 de febrero de 2022. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz 
Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Alejandro Félix González Pérez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito, al resolver el conflicto competencial 78/2019, y el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Décimo Circuito, al resolver el conflicto competencial 22/2021.

Nota: De la sentencia que recayó al conflicto competencial 78/2019, resuelto por 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, 
derivó la tesis aislada VII.2o.T.278 L (10a.), de título y subtítulo: "COMPE­
TENCIA PARA CONOCER DE LOS JUICIOS LABORALES SUSCITADOS 
ENTRE UNA INSTITUCIÓN DE ASISTENCIA PRIVADA Y SUS TRABAJA­
DORES. CORRESPONDE A LA JUNTA FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 75, Tomo III, febrero 
de 2020, página 2286, con número de registro digital: 2021647.

Tesis de jurisprudencia 16/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de marzo de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO EN EL QUE 
SE RECLAMA LA OMISIÓN DE EMPLAZAR AL JUICIO ORDINARIO A LA 
PARTE DEMANDADA. SE SURTE EN FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO QUE 
EJERCE JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE HABRÁ DE LLEVARSE 
A CABO LA CORRESPONDIENTE NOTIFICACIÓN, ACORDE A LO DIS­
PUESTO POR EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 37 DE LA LEY 
DE AMPARO. 

Hechos: En diversos amparos indirectos se reclamó la omisión de emplazar 
a juicio a la parte demandada. Los Tribunales Colegiados de Circuito conten­
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dientes sostuvieron criterios distintos, pues mientras uno de ellos resolvió 
que si bien es un acto omisivo –por no cumplirse con una obligación determi­
nada–, lo cierto es que genera efectos como si se tratara de un acto positivo 
y, por tanto, se actualiza la regla contenida en el primer párrafo del artículo 
37 de la Ley de Amparo. En cambio, el otro órgano colegiado consideró que 
el acto reclamado es de naturaleza omisiva, que no requiere de ejecución 
material y, en consecuencia, resulta aplicable la regla de competencia pre­
vista por el párrafo tercero del invocado artículo 37.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la omisión de emplazar al juicio ordinario a la parte 
demandada constituye una omisión con ejecución material, que actualiza la 
hipótesis prevista en el párrafo primero del artículo 37 de la Ley de Amparo, 
conforme al cual, resulta competente para conocer de la demanda el Juez 
de Distrito que ejerza jurisdicción en el domicilio donde deba ser emplazada 
la parte demandada.

Justificación: A partir de lo dispuesto por los artículos 14 y 17 de la Constitución 
Federal, se obtiene que en todo juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, deben cumplirse las formalidades esenciales del procedimiento 
acorde a las leyes expedidas con anterioridad al hecho, destacando por su 
relevancia, el emplazamiento; aunado a que uno de los principios que cons­
tituyen la tutela judicial efectiva es la justicia pronta. Entonces, la omisión 
de llevar a cabo el emplazamiento en un juicio ordinario, para los efectos del 
juicio de amparo, constituye un acto que genera consecuencias positivas 
en el plano fáctico, precisamente porque se paraliza el procedimiento en 
detrimento de la justicia pronta, a partir de la inobservancia de una de las 
formalidades esenciales del procedimiento, que representa primordial rele­
vancia al constituir uno de los actos principales que dan paso al desarrollo 
del procedimiento a través del cual se desahogan las pruebas que, en su 
caso, aportan las partes al juicio y se oyen los alegatos que al efecto se pre­
sentan, culminando con la resolución que dicte el derecho. Por tanto, cuando 
en el juicio de amparo indirecto se acuda a reclamar la omisión del órgano 
judicial de emplazar a juicio a la parte demandada, resulta legalmente 
competente para conocer de la demanda el Juez de Distrito que ejerza 
jurisdicción en el domicilio donde habrá de llevarse a cabo tal emplazamiento, 
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acorde a lo dispuesto por el párrafo primero del artículo 37 de la Ley de 
Amparo.

2a./J. 17/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 327/2021. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, el Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 23 de febrero 
de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 13/2021, y el diverso susten­
tado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 2/2021.

Tesis de jurisprudencia 17/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de marzo de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL. LA PENSIÓN POR CESANTÍA 
EN EDAD AVANZADA Y VEJEZ, ASÍ COMO LA DEVOLUCIÓN Y PAGO DE 
APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL, NO SE CONSIDERAN EXCEP­
CIONES PARA AGOTAR LA INSTANCIA CONCILIATORIA PREJUDICIAL, 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 685 TER, FRACCIÓN III, DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
si los conflictos inherentes a diversas prestaciones de seguridad social 
que se demandaron en los respectivos juicios laborales, concernientes a la 
pensión por cesantía en edad avanzada y vejez, así como a la devolución 
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y pago de aportaciones de seguridad social correspondientes al Instituto 
Mexicano del Seguro Social, al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores y al Sistema de Ahorro para el Retiro, pueden o no consi­
derarse como hipótesis de excepción a la instancia de conciliación prejudicial 
en materia laboral.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que los conflictos inherentes a las prestaciones de segu­
ridad social de pensión por cesantía en edad avanzada y vejez, así como 
a la devolución y pago de aportaciones de seguridad social correspondien­
tes al Instituto Mexicano del Seguro Social, al Instituto del Fondo Nacional 
de la Vivienda para los Trabajadores y al Sistema de Ahorro para el Retiro, no 
pueden considerarse como excepciones para agotar la instancia concilia­
toria prejudicial, previstas en el artículo 685 Ter, fracción III, de la Ley Federal 
del Trabajo.

Justificación: La conciliación como instancia prejudicial obligatoria, elevada 
a rango constitucional en el artículo 123, apartado A, fracción XX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituye uno de 
los ejes centrales que motivó la reforma en materia de justicia laboral, pues 
resulta un componente esencial del derecho de acceso a la justicia, acorde 
a la realidad nacional e internacional en esa materia, con el propósito de elimi­
nar todo elemento que la convierta en lenta, costosa, de difícil acceso y 
cuestionable. Además, atiende la intención de privilegiar que los nuevos 
órganos de impartición de justicia laboral concentren su atención en las 
tareas jurisdiccionales, propias de su nueva responsabilidad y, de esta forma 
dar atención a la demanda de la sociedad mexicana, consistente en acceder 
a una justicia cercana, objetiva, imparcial y eficiente. Por tanto, analizado el 
proceso legislativo que dio origen al artículo 685 Ter, fracción III, de la Ley 
Federal del Trabajo, si bajo la óptica del legislador federal se suprimieron el 
supuesto de cesantía en edad avanzada y vejez del catálogo de trato, así 
como las prestaciones de seguridad social relativas a la devolución y pagos 
acumulados correspondientes al Instituto Mexicano del Seguro Social y al 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y los ren­
dimientos del Sistema de Ahorro para el Retiro, ello conlleva entender que tal 
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situación particular la visualizó como un aspecto conciliable entre las partes. 
Considerar lo contrario implicaría el riesgo de desnaturalizar la vía concilia­
toria que el Poder Reformador plasmó a nivel constitucional, como una de las 
piezas torales para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia laboral 
de manera expedita y gratuita.

2a./J. 19/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 360/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Mérida, 
Yucatán, en auxilio del Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, 
Puebla, en auxilio del Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Segundo Circuito, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Segundo Circuito. 9 de marzo de 2022. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales y Yasmín 
Esquivel Mossa. Disidentes: Loretta Ortiz Ahlf y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Alejandro Félix González Pérez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 75/2021, el sustentado por el Segundo Tri­
bunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con 
residencia en Mérida, Yucatán, al resolver el amparo directo 329/2021 
(cuaderno auxiliar 338/2021), el sustentado por el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el amparo 
directo 701/2021, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en 
San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo directo 348/2021 
(cuaderno auxiliar 642/2021).

Tesis de jurisprudencia 19/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de treinta de marzo de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de abril de 2022 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de mayo de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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APORTACIONES DE VIVIENDA AL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL 
DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. CUANDO EN UN JUICIO 
LABORAL QUEDA ACREDITADO QUE EL PATRÓN OMITIÓ SU PAGO, LA 
JUNTA DEBE CONDENARLO A QUE LAS ENTERE POR EL TIEMPO QUE 
DURÓ LA RELACIÓN LABORAL, AUNQUE YA NO EXISTA DICHO NEXO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes disintieron 
sobre si cuando en un juicio laboral la parte trabajadora reclama al patrón el 
pago de las aportaciones de vivienda al Instituto del Fondo Nacional de 
la Vivienda para los Trabajadores y aquél no prueba haberlas cubierto, pro­
cede o no que la Junta lo condene a que las entere por el tiempo que duró 
la relación laboral, aunque ya no exista dicho nexo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que cuando en un juicio laboral la parte trabajadora –ejer­
ciendo la acción individual prevista en el artículo 152 de la Ley Federal del 
Trabajo– reclama al patrón la omisión de pagar las aportaciones de vivienda 
al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y aquél 
no prueba haberlas cubierto (observando lo dispuesto en el artículo 784, 
fracción XIV, de la Ley Federal del Trabajo), previo examen del presupuesto 
que origina esa obligación patronal (como lo es la existencia de la relación 
laboral), procede que la Junta condene al patrón al pago de las aporta­
ciones por el tiempo que duró la relación de trabajo, aunque ya no exista dicho 
nexo, caso en el cual procede el entero en forma retroactiva.

Justificación: Lo anterior es así, porque si en el procedimiento jurisdiccional 
queda evidenciada la existencia de la relación de trabajo, además se demues­
tra que el patrón no inscribió al trabajador mientras duró ese vínculo jurídico 
y que a la fecha en que se formuló la reclamación ya no existía nexo laboral 
entre ellos, la Junta laboral debe condenar al patrón a que inscriba al traba­
jador y entere las aportaciones respectivas al referido instituto, por el tiempo 
que duró la relación de trabajo, porque si el acto jurídico que condiciona el 
derecho a la seguridad social es la existencia de una relación de trabajo, 
acreditada ésta, se hacen exigibles al patrón las obligaciones previstas en 
los artículos 136 de la Ley Federal de Trabajo y 29, fracciones I y III, de la Ley 
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores; ya 
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que de esa manera se reconoce al trabajador la preexistencia del derecho que 
no le fue otorgado y, a partir de ahí, estará en posibilidad de disfrutar los 
beneficios de la seguridad social que le correspondan; lo anterior con entera 
independencia de las facultades de comprobación del mencionado instituto.

2a./J. 25/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 284/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con resi­
dencia en Xalapa, Veracruz, y el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer 
Circuito. 2 de marzo de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Poti­
sek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
N. Montserrat Torres Contreras.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el 
amparo directo 164/2021 (cuaderno auxiliar 362/2021), y el diverso sus­
tentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 678/2013.

Nota: De la sentencia dictada en el amparo directo 164/2021 (cuaderno auxi­
liar 362/2021), resuelto por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz 
de Ignacio de la Llave, derivó la tesis aislada (IV Región)1o.10 L (11a.), de 
rubro: "APORTACIONES DE VIVIENDA. PROCEDE LA CONDENA A SU 
PAGO Y LA ENTREGA DE LAS CONSTANCIAS RELATIVAS SI EN EL JUI­
CIO SE DEMUESTRA LA EXISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL Y LA 
OMISIÓN EN EL CUMPLIMIENTO DE DICHA OBLIGACIÓN POR PARTE 
DEL PATRÓN, AL MARGEN DE LA FACULTAD DE COMPROBACIÓN DEL 
INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRA­
BAJADORES (INFONAVIT).", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 13, 
Tomo V, mayo de 2022, página 4554, con número de registro digital: 
2024548.
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Tesis de jurisprudencia 25/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de mayo de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de agosto de 2022 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de agosto de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHOS DE SEGURIDAD SOCIAL. EL ARTÍCULO 183, FRACCIÓN 
III, DE LA ANTERIOR LEY DEL SEGURO SOCIAL, Y SU CORRELATIVO 
151, FRACCIÓN III, DE LA VIGENTE, AL NO PREVER LA FIGURA DE LA 
REACTIVACIÓN DE DERECHOS DE UNA PERSONA TRABAJADORA 
QUE FALLECE SIN HABER COTIZADO CINCUENTA Y DOS SEMANAS 
DESPUÉS DE REINGRESAR AL RÉGIMEN OBLIGATORIO, VULNERAN 
EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron la 
constitucionalidad de la negativa de otorgar la pensión por viudez a raíz 
del fallecimiento de la persona trabajadora acaecido antes de completar el 
periodo de reactivación de cotizaciones de cincuenta y dos semanas pre­
visto en los citados artículos, pese a que en periodos anteriores ya había 
reunido las cotizaciones necesarias para el otorgamiento de la pensión. 
Así, un tribunal sostuvo que al no preverse en la legislación la hipótesis de 
conservación de derechos de una persona trabajadora que al reingresar 
al régimen obligatorio fallece sin haber cotizado cincuenta y dos semanas, 
no violaba los principios de seguridad social y utilidad pública previstos en el 
artículo 123, apartado A, fracción XXIX, de la Constitución Federal, mientras 
que otros tribunales coincidieron en que la ausencia de tal previsión violaba 
el principio de utilidad pública, en tanto privaba a las personas beneficiarias 
de las prestaciones que la persona trabajadora generó.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que los artículos 183, fracción III, de la anterior Ley del 
Seguro Social, y su correlativo 151, fracción III, de la ley vigente son violato­
rios del derecho a la seguridad social, al no prever la figura de la reactiva­
ción de derechos ante la muerte de una persona trabajadora cuando ello 
ocurre después de reingresar al régimen obligatorio del seguro social, pero 
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antes de cotizar las cincuenta y dos semanas necesarias para reconocer 
los periodos anteriores, pues impiden el otorgamiento de la pensión de viudez 
a las y los beneficiarios, soslayando que previamente la persona trabajadora 
ya había cotizado más de las ciento cincuenta semanas exigidas por la ley, 
por lo que no pueden ser válidamente aplicados en su perjuicio.

Justificación: El artículo 183, fracción III, de la anterior Ley del Seguro Social, 
y su correlativo 151, fracción III, de la vigente, establecen que la persona 
trabajadora que reingrese al régimen del seguro social después de una 
interrupción de seis años deberá cotizar cincuenta y dos semanas para reacti­
var los periodos anteriores; sin embargo, al no prever dicha reactivación 
cuando aquélla fallece antes de haber cotizado las referidas semanas, 
contraviene el derecho a la seguridad social. Lo anterior, puesto que impiden 
el otorgamiento de la pensión de viudez por causas ajenas a la voluntad de la 
persona trabajadora, quien para el caso de no haber ocurrido tal eventuali­
dad hubiera estado en posibilidad de cubrir las semanas faltantes para 
reactivar sus cotizaciones. Por tanto, las normas en comento no pueden ser 
válidamente aplicadas en perjuicio de sus beneficiarias y beneficiarios, 
porque implicaría negarles la pensión que les corresponde en los casos que 
aquélla sí cotizó las semanas suficientes para la procedencia de la misma, 
sólo que éstas se encontraban inactivas.

2a./J. 26/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 337/2021. Entre las sustentadas por el Décimo Tercer 
Tribunal Colegiado del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del 
Tercer Circuito, ambos en Materia de Trabajo, y el Quinto Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en La Paz, Baja California Sur. 27 de abril de 2022. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz 
Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

El Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 154/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
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I.13o.T.179 L (10a.), de rubro: "SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 183, 
FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO 
DE 1997, AL NO PREVER LA HIPÓTESIS DE CONSERVACIÓN DE DERE­
CHOS DE UN TRABAJADOR QUE AL REINGRESAR AL RÉGIMEN OBLI­
GATORIO FALLECE SIN HABER COTIZADO 52 SEMANAS DESPUÉS 
DE SU REINCORPORACIÓN PARA EL RECONOCIMIENTO DE LOS 
PERIODOS ANTERIORES, VIOLA EL ARTÍCULO 123, APARTADO A, FRAC­
CIÓN XXIX, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 8 de septiembre de 2017 a las 10:17 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 46, Tomo III, septiembre de 2017, página 1982, con número 
de registro digital: 2015122,

El Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, 
con residencia en La Paz, Baja California Sur, al resolver el amparo directo 
1015/2012 (cuaderno auxiliar 717/2012), el cual dio origen a la tesis 
aislada XXVI.5o.(V Región) 15 L (10a.), de rubro: "SEGURO SOCIAL. 
EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, AL NO OTOR­
GAR LA POSIBILIDAD DE QUE LOS BENEFICIARIOS DE UN TRABAJA­
DOR ACCEDAN A UNA PENSIÓN EN CASO DE QUE ÉSTE FALLEZCA 
DESPUÉS DE REINGRESAR AL RÉGIMEN OBLIGATORIO PERO ANTES DE 
COTIZAR CINCUENTA Y DOS SEMANAS, VULNERA EL DERECHO 
HUMANO DE SEGURIDAD SOCIAL.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 2, febrero de 
2013, página 1515, con número de registro digital: 2002916; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 436/2020.

Tesis de jurisprudencia 26/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticinco de mayo de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUBILACIÓN POR AÑOS DE SERVICIO DE LOS TRABAJADORES DE 
CONFIANZA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. PRO­
CEDE SU OTORGAMIENTO, EN TÉRMINOS DE LA CLÁUSULA 59 BIS DEL 
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CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, CUANDO LA TERMINACIÓN DE 
LA RELACIÓN LABORAL DERIVE DE LA NEGATIVA DEL INSTITUTO A 
REINSTALAR AL TRABAJADOR QUE FUE DESPEDIDO INJUSTIFICA­
DAMENTE. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron la 
procedencia de la prestación extralegal de jubilación de prima de antigüedad 
prevista en la cláusula 59 Bis del contrato colectivo de trabajo, en el supuesto 
de que la terminación de la relación laboral derive de la negativa del Ins­
tituto Mexicano del Seguro Social a reinstalar al trabajador que fue despe­
dido injustificadamente, y llegaron a decisiones contrarias, pues uno de ellos 
consideró que no era procedente dicha prestación, ya que la citada cláu­
sula contractual únicamente autoriza el pago de tal prestación cuando la 
separación del trabajador sea "con motivo de jubilación por años de servi­
cio", aunado a que la indemnización constitucional ya contempla un pago por 
los años de servicios prestados por el trabajador, mientras que el otro deter­
minó que la indemnización constitucional por despido injustificado tiene un 
origen diverso al derecho a la jubilación por años de servicio y, por ende, 
si el trabajador reclama su pago y reúne además los requisitos necesarios 
para tener derecho a ser jubilado, también debe cubrírsele el monto relativo 
a los doce días señalado en la cláusula 59 Bis, por tratarse de una presta­
ción autónoma que se genera por el solo transcurso del tiempo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando la terminación de la relación laboral derive de 
la negativa del instituto a reinstalar al trabajador que fue despedido injus­
tificadamente sí procede otorgar la prestación extralegal de jubilación por 
años de servicios, siempre y cuando el trabajador haya cumplido con 
las exigencias para solicitar su jubilación, de manera previa al despido 
injustificado.

Justificación: Es criterio de esta Suprema Corte que el derecho a la jubilación 
constituye una prestación extralegal que procede cuando el trabajador: 
I) cumple con los requisitos de antigüedad necesarios para jubilarse; y 
II) finaliza el vínculo laboral. Ambas condiciones se actualizan en el supuesto 
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referido y si bien la terminación del vínculo laboral no deriva de la decisión 
voluntaria del empleado de jubilarse, como lo prevé expresamente la cláusula 
59 Bis del contrato colectivo de trabajo, lo cierto es que, por una parte, 
aunque esto constituye otra forma de terminación de la relación de trabajo, 
no autoriza a desconocer el derecho que se generó durante el desarrollo de 
la relación laboral y, por otra, ésa es una circunstancia enteramente impu­
table y reprochable al instituto patrón, ya que fue éste, mediante su actuar 
ilegal, quien impidió que el trabajador pudiese jubilarse cuando así lo deci­
diera, al haberlo despedido en forma injustificada y además haberse opuesto 
a su reinstalación; de ahí que proceda otorgar la referida prestación extra­
legal. Aunado a que la indemnización constitucional prevista en el artículo 
123, apartado A, fracción XXII, de la Constitución Federal no resulta asimi­
lable, intercambiable ni, por ende, excluyente al pago de antigüedad por 
jubilación referido, pues dicha indemnización es una sanción impuesta al 
patrón que pretende resarcir los daños y perjuicios ocasionados ante ese 
actuar ilegal, en cambio, la jubilación es una prestación extralegal que 
se actualiza ante los años laborados por el empleado.

2a./J. 27/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 236/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, ahora Primer Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito. 23 de febrero de 2022. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf y Javier Laynez Potisek. Disidente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo.

Tesis y criterio contendientes:

El Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el 
amparo directo 1108/2006, el cual dio origen a la tesis aislada II.T.333 L, 
de rubro: "TRABAJADORES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL. CASO EN QUE PROCEDE TANTO EL PAGO DE CINCUENTA 
DÍAS DE SALARIO POR CADA AÑO DE SERVICIOS PRESTADOS POR 
DESPIDO INJUSTIFICADO, COMO EL DE DOCE DÍAS POR JUBILACIÓN 
POR AÑOS DE SERVICIOS.", publicada en el Semanario Judicial de la 
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Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 
2008, página 1426, con número de registro digital: 168752; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 84/2020.

Tesis de jurisprudencia 27/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de mayo de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de julio de 2022, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO EN EL JUICIO DE AMPARO. 
ES PROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA OMISIÓN DE VACUNAR 
CONTRA EL VIRUS SARS-CoV-2 AL PERSONAL MÉDICO DEL SECTOR 
PRIVADO, PARA EL EFECTO DE QUE SE LES APLIQUE EN LA MISMA 
FECHA Y EN IGUALES CONDICIONES QUE AL PERSONAL DE SALUD 
DEL SECTOR PÚBLICO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si 
la suspensión debe ser abordada como de oficio y de plano, o a petición de 
parte, y si se debe conceder la medida cautelar cuando se reclama la omisión 
de las autoridades responsables de vacunar contra el virus SARS-CoV-2 a 
médicos del sector privado y que se encuentran dentro de la primera línea 
de contacto con pacientes infectados del virus en cuestión o médicos ciru­
janos que prestan de manera cotidiana la atención médica necesaria a dichos 
pacientes, llegaron a conclusiones discrepantes, ya que uno de ellos revocó 
el acuerdo impugnado y concedió la suspensión de oficio y de plano a los 
quejosos, entre ellos, médicos quienes laboran en una clínica privada en la 
cual se atiende a pacientes de Covid-19, que no se encuentra adscrita a 
la Red IRAG (Infección Respiratoria Aguda Grave); mientras que el otro 
confirmó la negativa de suspensión provisional al quejoso, médico del sector 
privado, el cual, en su consulta privada atendía a enfermos de Covid-19; 
además, precisó que no estaba en los supuestos del artículo 126 de la Ley 
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de Amparo, esencialmente porque el acto reclamado no ponía en peligro la 
vida, ya que la vacunación no impide el contagio.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la suspensión del acto reclamado debe ser abordada 
de oficio y de plano, en términos del artículo 126 de la Ley de Amparo, cuando 
se reclama la omisión de las autoridades responsables de vacunar contra el 
virus SARS-CoV-2 a médicos del sector privado y que se encuentran dentro 
de la primera línea de contacto con pacientes infectados del virus en cues­
tión o médicos cirujanos que prestan de manera cotidiana la atención médica 
necesaria a dichos pacientes, y debe ser concedida la medida cautelar, 
para que la autoridad encargada aplique, ya sea la primera dosis, alguna 
dosis posterior, uno de los refuerzos o, incluso, en caso de autorizarse, 
una vacuna contra las diferentes variantes del virus que han surgido, en las 
mismas condiciones y tiempo que al personal del sector público de salud.

Justificación: La omisión de vacunar contra el virus SARS-CoV-2 a médicos 
del sector privado, ya sea que estén en la primera línea de atención a pacien­
tes de Covid-19, o bien, que presten atención médica cotidiana a estos 
pacientes en las mismas condiciones y tiempos que las establecidas para 
sus iguales que laboran en el sector público, cumple con los supuestos del 
artículo 126 de la Ley de Amparo, porque importa peligro de contagio y, en 
consecuencia, peligro de pérdida de la vida por la prolongada exposi­
ción directa a altas cargas virales, a pesar del equipo de protección que 
puedan tener; incluso, fueron considerados parte de un grupo desproporcio­
nalmente vulnerable por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
su Declaración 1/2020. Además, la omisión de vacunarlos constituye un acto 
violatorio de la dignidad humana, por ser discriminatorio sin justificación, 
respecto de sus pares que laboran en el sector público, y se orilla a los médi­
cos a prestar sus servicios sin la protección inmunológica necesaria para 
disminuir las posibilidades de contagio o evitar desarrollar formas graves 
de la enfermedad, lo que importa peligro de pérdida de la vida. Lo anterior, 
no sólo afecta el ámbito personal de los médicos, sino trasciende al interés 
general de la sociedad por ser indispensables para hacer frente a esta pan­
demia y, por ende, para que el Estado esté en posibilidad de garantizar 
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el derecho a la salud y la vida de la población, por lo cual debe priorizarse 
la vacunación de los médicos, sin importar si pertenecen al sector público 
o privado de salud, ya que todos ellos forman parte del Sistema Nacional 
de Salud, en términos de la Ley General de Salud. No se soslaya que la 
ejecución de la medida cautelar dejará sin materia el juicio de amparo, sin 
embargo, esto no constituye obstáculo para su otorgamiento ya que, de otra 
forma, el juicio de amparo dejaría de ser un recurso judicial efectivo, en 
contravención al artículo 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos.

2a./J. 29/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 152/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Segundo Circuito y el Vigésimo Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 25 de mayo de 2022. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; el Ministro 
Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Liliana Hernández Paniagua.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, al resol­
ver la queja 52/2021, y el diverso sustentado por el Vigésimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resol­
ver la queja 44/2021.

Tesis de jurisprudencia 29/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de junio de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2022 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de agosto de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. NO SE ACTUALIZA CUANDO SE SEÑALA 
COMO ACTO RECLAMADO LA DILACIÓN AL PROCEDIMIENTO LABO­
RAL POR HABERSE ESTABLECIDO UNA FECHA LEJANA PARA LA 
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CELEBRACIÓN DE UNA AUDIENCIA, AUNQUE HAYA TRANSCURRIDO 
LA FECHA SEÑALADA. 

Hechos: Los órganos contendientes resolvieron si debe declararse fundado 
o infundado un recurso de queja basados únicamente en el hecho de que 
al resolverse este medio de impugnación, ya transcurrió la fecha lejana para 
celebrar una audiencia señalada como acto reclamado en el juicio de amparo 
indirecto, al actualizarse una causa manifiesta e indudable de improcedencia.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que no actualiza una causa manifiesta e indudable de impro­
cedencia del juicio de amparo indirecto el hecho de que al resolverse el 
recurso de queja ya hubiere transcurrido la fecha lejana fijada para la cele­
bración de una audiencia señalada en el acto reclamado, en tanto que el 
órgano colegiado debe tener la certeza de que la audiencia efectivamente 
se haya celebrado.

Justificación: El artículo 113 de la Ley de Amparo establece que el órgano 
jurisdiccional que conozca del juicio de amparo indirecto debe desechar 
una demanda de amparo cuando advierta un motivo manifiesto e indudable 
de improcedencia, es decir, debe tratarse de una causa evidente, clara y 
fehaciente, respecto de la que se tenga la plena certeza y convicción de su 
actualización. En ese sentido, el hecho de que al momento de resolverse un 
recurso de queja ya haya transcurrido la fecha lejana fijada para la celebra­
ción de una audiencia, cuando se reclame la dilación en el trámite de un 
procedimiento laboral, no conlleva la actualización de una causa notoria y 
manifiesta de improcedencia del juicio de amparo, debido a que el órgano 
colegiado debe tener la certeza de que la causa generadora del juicio de 
amparo indirecto ya concluyó, es decir, que la diligencia que se encontraba 
pendiente se celebró en la fecha pasada, de ahí que no pueda desechar la 
demanda por dicha circunstancia, pues se estaría privando al quejoso de 
su derecho a instar el juicio de amparo contra un acto que le causa perjuicio.

2a./J. 30/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 12/2022. Entre las sustentadas por el Pleno del Décimo 
Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Ter­
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cer Circuito. 25 de mayo de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: 
Gabriela Zambrano Morales.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno del Décimo Circuito, al resolver la contradicción de tesis 5/2019, la 
cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.X. J/14 L (10a.), de rubro: 
"RECURSO DE QUEJA. EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE 
DECLARAR FUNDADO EL INTERPUESTO CONTRA EL DESECHAMIEN­
TO DE LA DEMANDA DE AMPARO, AUN CUANDO AL RESOLVERLO 
HUBIERA TRANSCURRIDO LA FECHA LEJANA SEÑALADA EN EL PROCE­
DIMIENTO LABORAL DE ORIGEN COMO ACTO RECLAMADO.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de noviembre 
de 2019 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 72, Tomo II, noviembre de 2019, página 
1681, con número de registro digital: 2021006; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Tercer Circuito, al resolver la queja 74/2021.

Tesis de jurisprudencia 30/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de junio de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2022 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de agosto de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO EN EL JUICIO DE AMPARO EN 
MATERIA AGRARIA. PROCEDE CONTRA ACTOS QUE TIENEN O 
PUEDEN TENER COMO CONSECUENCIA PRIVAR TOTAL O PARCIAL­
MENTE, EN FORMA TEMPORAL O DEFINITIVA, DE LA PROPIEDAD, 
POSESIÓN O DISFRUTE DE DERECHOS AGRARIOS A LOS NÚCLEOS 
DE POBLACIÓN EJIDAL O COMUNAL, SIN QUE PARA ELLO RESULTE 
APLICABLE EL REQUISITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 128, FRAC­
CIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO. 

Hechos: Dos sujetos de derecho agrario solicitaron la suspensión de actos 
que tenían o podían tener por efecto privarlos total o parcialmente, en forma 
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temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos y, 
derivado de la resolución que emitieron los Juzgados de Distrito, en ambos 
casos se interpusieron recursos de queja. Los Tribunales Colegiados de Cir­
cuito contendientes que conocieron de los recursos respectivos sostuvieron 
un criterio distinto sobre la misma cuestión jurídica, consistente en determi­
nar si para otorgar la suspensión de oficio y de plano en materia agraria 
debía atenderse o no al requisito previsto en el artículo 128, fracción II, de 
la Ley de Amparo, con motivo de la reforma al artículo 107, fracción X, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando se promueve juicio de amparo contra actos 
que tienen o pueden tener como consecuencia privar total o parcialmente, en 
forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de derechos 
agrarios a los núcleos de población ejidal o comunal, procede la suspen­
sión de oficio y de plano prevista en el artículo 126, tercer párrafo, de la Ley 
de Amparo, sin que resulte aplicable para su procedencia el requisito del 
artículo 128, fracción II, del propio ordenamiento, que se refiere a la sus­
pensión a petición de parte.

Justificación: En los casos establecidos en el artículo 126, tercer párrafo, 
de la Ley de Amparo, para la procedencia de la suspensión de oficio y de 
plano, una vez advertida la actualización del supuesto respectivo, el legis­
lador no condicionó su otorgamiento a valoración adicional alguna por 
parte de las y los juzgadores, pues la realización de actos que afecten o 
puedan afectar la propiedad, posesión o disfrute de derechos agrarios a 
los núcleos de población ejidal o comunal, quebranta bienes jurídicos que 
requieren una protección reforzada y su defensa es de interés público nacio­
nal. Por tanto, no puede sujetarse la procedencia de la medida cautelar al 
requisito contenido en el artículo 128, fracción II, del indicado ordenamiento, 
en virtud de que este precepto regula la suspensión a petición de parte, 
institución cautelar diversa a la suspensión de oficio y de plano. Sin que lo 
anterior haya sido objeto de modificación con la reforma al artículo 107, 
fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
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publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, pues 
a través de ella se consagró a nivel constitucional la ponderación entre la 
apariencia del buen derecho y el peligro en la demora con la contravención 
a disposiciones de orden público y el perjuicio al interés social, cuando se 
trata de la suspensión a petición de parte, pero de ninguna forma se modi­
ficaron las reglas correspondientes a la suspensión de oficio y de plano.

2a./J. 31/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 6/2022. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero del Décimo Sexto Circuito y Primero del Sexto Circuito, 
ambos en Materia Administrativa. 1 de junio de 2022. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel 
Mossa, quien manifestó formularía voto particular. Ponente: Loretta Ortiz 
Ahlf. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Cir­
cuito, al resolver la queja 14/2019, la cual dio origen a la tesis aislada 
XVI.1o.A.35 K (10a.), de rubro: "SUSPENSIÓN DE OFICIO EN EL AMPARO. 
SU OTORGAMIENTO ESTÁ SUJETO A LOS REQUISITOS DEL ARTÍCULO 
128 DE LA LEY DE LA MATERIA.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
66, Tomo III, mayo de 2019, página 2818, con número de registro digital: 
2019894; y,

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al 
resolver la queja 184/2014, la cual dio origen a la tesis aislada VI.1o.A.81 A 
(10a.), de rubro: "SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO EN MATERIA 
AGRARIA. NO ES VÁLIDO CONDICIONAR SU PROCEDENCIA AL ANÁLI­
SIS DE LOS REQUISITOS QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 128 DE LA NUEVA 
LEY DE AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 30 de enero de 2015 a las 9:20 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo III, 
enero de 2015, página 2066, con número de registro digital: 2008362.
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Tesis de jurisprudencia 31/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de junio de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de septiembre de 2022 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CADUCIDAD DE TRES AÑOS DE FIANZAS NO FISCALES OTORGADAS 
EN FAVOR DE LA FEDERACIÓN, DISTRITO FEDERAL (ACTUALMENTE 
CIUDAD DE MÉXICO), ESTADOS O MUNICIPIOS. DICHO PLAZO, SEÑA­
LADO EN EL ARTÍCULO 174, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS, ES APLICABLE AL PRO­
CEDIMIENTO PREVISTO EN EL PRECEPTO 282 DE TAL LEGISLACIÓN. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes emitieron cri­
terios discrepantes respecto a si tratándose de procedimientos de reque­
rimiento de pago o de ejecución, llevados a cabo conforme al artículo 282 
de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, resulta o no aplicable 
la figura de la caducidad prevista en el artículo 174 de dicha ley, cuando se 
trate del pago de una fianza no fiscal cuyo beneficiario sea la Federación, 
el Distrito Federal (hoy Ciudad de México), los Estados o los Municipios.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que tratándose del procedimiento de requerimiento de pago 
o de ejecución de fianzas no fiscales, previsto en el artículo 282 de la Ley 
de Instituciones de Seguros y de Fianzas, cuyo beneficiario sea la Federa­
ción, el Distrito Federal (hoy Ciudad de México), los Estados o los Municipios, 
resulta aplicable la figura de la caducidad establecida en el artículo 174, 
segundo párrafo, de dicha ley.

Justificación: Conforme a lo dispuesto en los artículos 279 y 282 de la Ley 
de Instituciones de Seguros y de Fianzas, la efectividad de las pólizas de 
fianza expedidas por las instituciones autorizadas está sujeta a distintos 
tratamientos procedimentales, atendiendo a la naturaleza de los sujetos bene­
ficiarios y al tipo de obligaciones garantizadas, los cuales pueden clasifi­
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carse de la forma siguiente: a) reclamación (ordinario), previsto en el primer 
precepto, aplicable cuando los beneficiarios son personas diversas de la 
Federación, el Distrito Federal (actualmente Ciudad de México), los Estados 
o los Municipios, esto es, se trata de sujetos que no requieren calidad espe­
cífica o distintiva alguna; b) requerimiento de pago o de ejecución (especial), 
contenido en el segundo artículo, el cual debe llevarse a cabo cuando las 
fianzas se otorgan en favor de las entidades descritas, siempre que, tratán­
dose de la Federación, no se hayan garantizado obligaciones fiscales; y, c) 
excepcional, en el caso de que el motivo de la garantía sea un deber tribu­
tario de carácter federal. Por su parte, el artículo 174, segundo párrafo, del 
mismo ordenamiento, establece que tratándose de reclamaciones o reque­
rimientos de pago por fianzas otorgadas en favor de la Federación, el Distrito 
Federal (actualmente Ciudad de México), los Estados o los Municipios, el pla­
zo de caducidad será de tres años. En consecuencia, como el procedimiento 
especial para hacer efectivas las fianzas no fiscales es relativo al "requerimien­
to de pago", le es aplicable la figura de la caducidad mencionada.

2a./J. 32/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 19/2022. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Tercero del Tercer Circuito y Primero del Séptimo Circuito, ambos 
en Materia Administrativa. 8 de junio de 2022. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Loretta Ortiz 
Ahlf. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 252/2021, y el diverso susten­
tado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 191/2020.

Tesis de jurisprudencia 32/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de junio de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de septiembre de 2022 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PROCEDIMIENTO ESPECIAL LABORAL. EL PRESIDENTE DE LA JUNTA 
DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE CUENTA CON FACULTADES PARA 
TRAMITARLO Y/O RESOLVERLO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 897 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO VIGENTE HASTA ANTES DE LA 
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
DE 1 DE MAYO DE 2019. 

Hechos: Dos personas demandaron en la vía especial laboral, sendos juicios 
de seguridad social en los que reclamaron el reconocimiento de enferme­
dades y/o padecimientos profesionales y el otorgamiento de una pensión 
por invalidez, respectivamente. Una vez impugnados los laudos vía amparo 
directo, un Tribunal Colegiado de Circuito determinó que si el presidente de 
la Junta tiene facultades para resolver determinados juicios sin la intervención 
del auxiliar y no hay norma expresa que lo excluya de la resolución de 
los demás juicios, puede concluirse que no hay causa para invalidar con 
nulidad la intervención del presidente en el laudo dictado en un conflicto de 
seguridad social; mientras que el otro Tribunal Colegiado consideró que si el 
acta de desahogo de una audiencia pericial no fue firmada por el auxiliar 
sino por el presidente de la Junta, no obstante que se asentó que quien 
acordaba y firmaba era el auxiliar, ello implica que el presidente de la Junta 
carece de facultades para firmar el mencionado acuerdo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el presidente de una Junta de Conciliación y Arbitraje 
cuenta con facultades para tramitar y/o resolver el procedimiento especial 
laboral, en términos del artículo 897 de la Ley Federal del Trabajo vigente 
hasta antes de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación de 
1 de mayo de 2019, por lo que no procede anular la actuación respectiva.

Justificación: Acorde con la legislación que nos ocupa, los presidentes 
de las Juntas cuentan con amplias facultades para emitir diversos tipos de actua­
ciones y resoluciones de mayor entidad jurídica, a diferencia de sus auxiliares 
quienes tienen menor rango y dependen jerárquicamente de ellos. Ahora, de 
conformidad con el aludido artículo 897 de la Ley Federal del Trabajo, por 
regla general, para el trámite y la resolución de los procedimientos llevados 
a cabo en la vía especial, la Junta Laboral se integrará con el auxiliar, salvo 
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en los casos que ahí se prevén en donde necesariamente deberá intervenir 
su presidente. Con base en lo anterior, se observa que si el presidente de 
la Junta Federal o su similar de la Junta Especial tiene facultades para tra­
mitar y/o resolver juicios de mayor entidad y complejidad, por mayoría de 
razón está en aptitud de intervenir en los juicios tramitados en la vía espe­
cial, máxime si se toma en cuenta que no hay norma expresa que le excluya 
de la resolución de los demás juicios, además de los relevantes para los 
cuales tiene la reserva. En consecuencia, es válido concluir que no hay 
causa para invalidar la intervención del presidente de la Junta en alguna 
actuación o en el dictado del laudo respectivo en un juicio tramitado con­
forme a la vía especial.

2a./J. 33/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 78/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con resi­
dencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito. 1 de junio de 
2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Agui­
lar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García 
de la Mora.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, 
al resolver el amparo directo 964/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
VIII.1o.C.T.4 L (10a.), de rubro: "PRUEBA PERICIAL EN EL PROCEDI­
MIENTO ESPECIAL. PARA LA VALIDEZ DE LA AUDIENCIA EN QUE SE 
DESAHOGA, DEBE INTERVENIR Y FIRMAR EL AUXILIAR DE LA JUNTA 
Y NO EL PRESIDENTE (ANÁLISIS DE OFICIO AL EQUIPARARSE A UN 
PRESUPUESTO PROCESAL).", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 11 de mayo de 2018 a las 10:16 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo 
III, mayo de 2018, página 2744, con número de registro digital: 2016875; y,

El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, al resolver el 
amparo directo 121/2021 (cuaderno auxiliar 16/2022).
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Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 121/2021, resuelto por el 
Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, derivó la tesis aislada 
(IV Región)1o.27 L (11a.), de rubro: "PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE SEGU­
RIDAD SOCIAL (RECONOCIMIENTO DE RIESGOS DE TRABAJO Y 
PAGO DE SU INDEMNIZACIÓN). LA INTERVENCIÓN Y FIRMA DEL PRE­
SIDENTE DE LA JUNTA FEDERAL DE CONCILIACIÓN EN EL LAUDO, 
NO MOTIVA SU NULIDAD.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 14, Tomo 
VII, junio de 2022, página 6358, con número de registro digital: 2024809.

Tesis de jurisprudencia 33/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de junio de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2022 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CARGA DE LA PRUEBA EN RELACIÓN CON EL MONTO DE LAS PRO­
PINAS QUE PERCIBÍA EL TRABAJADOR. CORRESPONDE, POR REGLA 
GENERAL, A LA PARTE PATRONAL EN TÉRMINOS DE LO PREVISTO 
EN LOS ARTÍCULOS 346 Y 784 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron el 
mismo supuesto jurídico, específicamente, a quién corresponde la carga 
de la prueba sobre el monto al que ascienden las propinas que percibía el 
trabajador involucrado en un procedimiento laboral de orden jurisdiccional. 
Así, mientras un órgano colegiado manifestó que dicha carga probatoria corres­
ponde al patrón, el otro manifestó expresamente que tal carga no le corresponde 
a la parte patronal, y que debe ser la autoridad jurisdiccional laboral la que 
deba proceder al estudio de la propina reclamada en función de las carac­
terísticas del caso.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, por regla general, la carga probatoria relacionada con 
el monto al que asciende la percepción por concepto de propinas corres­
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ponde al patrón, considerando que éstas forman parte del salario y cualquier 
controversia vinculada con tal elemento de la relación laboral define que 
dicha carga corresponde a esa parte procesal.

Justificación: Con el objetivo de garantizar la igualdad procesal, la búsque­
da de la verdad, la protección de la actividad laboral y la vida digna de los 
trabajadores de hoteles, casas de asistencia, restaurantes, fondas, cafés, 
bares y otros establecimientos análogos, se determina que corresponde a 
la parte patronal, por regla general, la carga probatoria cuando exista con­
troversia sobre el monto que perciben tales empleados por concepto de 
propinas, cuya percepción tiene un carácter fundamental en el estable­
cimiento de este tipo de relaciones laborales. Esto es así, porque tal ingreso 
forma parte del salario en términos de lo previsto en el artículo 346 de la Ley 
Federal del Trabajo, de modo que constituye un elemento esencial de la 
relación laboral respecto del cual corresponde tal carga al patrón en tér­
minos de la fracción XII del artículo 784 del mismo ordenamiento. A tal con­
clusión formal se suma un análisis de orden práctico que permite advertir 
que en una proporción importante de las negociaciones asociadas al pago 
voluntario de propina, el patrón dispone de prueba directa a través del 
registro contable derivado de los pagos que se realizan mediante el sistema 
bancario, y que para el resto de casos en los cuales no se tenga pleno regis­
tro, el patrón dispone de toda la información asociada a las características de 
la negociación, datos a partir de los cuales puede inferirse el monto prome­
dio por el mencionado concepto. Asimismo, reconociendo la problemática 
de orden práctico asociada al hecho de que las propinas no son manejadas 
por la parte patronal, además de las pruebas directas e indirectas que puede 
aportar, esta parte procesal también dispone de todos los medios de prueba 
previstos en la legislación laboral a través de los cuales aporta elementos 
para la toma de decisión. Finalmente, se reconoce que pueden existir casos en 
la vida cotidiana que escapen a la posibilidad de tener conocimiento directo 
o indirecto de los montos promedio que el trabajador percibía por con­
cepto de propina, supuestos respecto de los cuales (y una vez que se ha 
descartado la imposibilidad de aportar medios de convicción conforme a 
las pautas anteriores), la autoridad jurisdiccional laboral, en términos del 
artículo 841 de la citada ley, se encuentra obligada a apreciar los hechos 
en conciencia, sin sujetarse a reglas o formulismos respecto de estimación 
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de pruebas, para determinar la credibilidad del monto promedio demandado 
por la parte trabajadora.

2a./J. 34/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 76/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y el entonces Pri­
mer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito. 6 de 
abril de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto 
Negrete Romero.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, al resolver el am­
paro directo 107/96, el cual dio origen a la tesis aislada XXI.1o.42 L, de rubro: 
"PROPINAS, MONTO DE LAS, CUANDO SE CONTROVIERTE, LA CARGA 
DE LA PRUEBA NO LE CORRESPONDE AL PATRÓN.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
IV, octubre de 1996, página 590, con número de registro digital: 201228; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 141/2020.

Tesis de jurisprudencia 34/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de junio de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de septiembre de 2022 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA DE AMPARO EN LA 
QUE SE RECLAME EL OFICIO EMITIDO POR LA COMISIÓN REGU­
LADORA DE ENERGÍA POR EL QUE SE DETERMINA LA IMPROCEDEN­
CIA DE ACTUALIZACIÓN DEL PERMISO DE EXPENDIO AL PÚBLICO DE 
PETROLÍFEROS EN ESTACIÓN DE SERVICIO (POR ALTA, BAJA O MODI­
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FICACIÓN DE LAS MARCAS COMERCIALES). CORRESPONDE A LOS 
ÓRGANOS DE AMPARO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZA­
DOS EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNI­
CACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN 
EN TODA LA REPÚBLICA. 

Hechos: Al resolver conflictos competenciales derivados de juicios de am­
paro indirecto en los que se reclamó del jefe de la Unidad de Hidrocarburos 
de la Comisión Reguladora de Energía, el oficio por el que se determinó la 
improcedencia de la solicitud de actualización del permiso de expendio de 
hidrocarburos en estación de servicio, los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes llegaron a soluciones contrarias, pues mientras uno sostuvo 
que se actualizaba la competencia a favor del Juez de Distrito en Materia 
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción 
en toda la República, el otro consideró competente al Juez de Distrito en 
Materia Administrativa.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que cuando en el amparo se reclama el oficio emitido por 
la Comisión Reguladora de Energía, que determina la improcedencia para 
actualizar el permiso de expendio al público de petrolíferos en estación de 
servicio (por alta, baja o modificación de las marcas comerciales), resultan 
competentes los órganos de amparo en Materia Administrativa Especiali­
zados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con 
residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República.

Justificación: En un primer momento, esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinó que los órganos de amparo en Materia Administrativa Espe­
cializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, 
con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República 
conocerían de los juicios en los que se reclamaran actos de la Comisión 
Federal de Competencia Económica o del Instituto Federal de Telecomuni­
caciones, al ser los órganos a quienes constitucionalmente se les asignan 
atribuciones en materia de competencia económica, lo cual exige de cono­
cimientos técnicos especializados en esa asignatura; sin embargo, mediante 
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diversas ejecutorias el criterio anterior se ha ido ampliando y, a causa de 
ello, se ha reconocido que los órganos reguladores coordinados en materia 
energética (como la Comisión Reguladora de Energía) tienen atribuciones 
legales que inciden en aspectos de competencia económica dentro del sector 
energético. Así, cuando en amparo se reclama el oficio emitido por la Comi­
sión Reguladora de Energía, que determina la improcedencia para actualizar 
el permiso de expendio al público de petrolíferos en estación de servicio, 
indudablemente se requieren conocimientos técnicos especializados en 
materia de competencia económica, pues tal acto se apoya, entre otros, en el 
artículo 42 de la Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia 
Energética, el cual ordena a la referida Comisión fomentar el desarrollo efi­
ciente de la industria energética y promover la competencia en el sector en 
protección de los intereses de los usuarios, por lo que resulta innegable 
que tal acto se relaciona directamente con el mercado de petrolíferos, siendo 
posible que se limite la participación de ciertos agentes a partir del producto 
que pretenden comercializar y, en contrapartida, se privilegie la comercia­
lización de otras marcas, lo cual tendrá efectos en la libre concurrencia en 
el sector y exige que el órgano de amparo cuente con los conocimientos 
técnicos especializados en la materia.

2a./J. 36/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 80/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en Com­
petencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residen­
cia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
8 de junio de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Adminis­
trativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Tele­
comunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en 
toda la República, al resolver el conflicto competencial 15/2021 y el diverso 
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sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 4/2022.

Tesis de jurisprudencia 36/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de junio de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2022 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN JUBILATORIA. EL AUMENTO ANUAL EN SU CUANTÍA PRE­
VISTO EN LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SO­
CIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, ABROGADA, DEBE 
CUANTIFICARSE CON BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA 
Y ACTUALIZACIÓN (UMA) Y NO EN EL SALARIO MÍNIMO.  

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
posturas contrarias al analizar si para efecto de calcular el incremento de la 
pensión por jubilación debe atenderse a la fecha en que se otorgó dicho 
beneficio, o bien, si es aplicable la reforma constitucional publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 27 de enero de 2016 en materia de desindexación 
del salario mínimo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que el aumento anual en la cuantía de las pensiones otorga­
das en el periodo del 5 de enero de 1993 al 31 de diciembre de 2001, debe 
cuantificarse con base en el valor de la Unidad de Medida y Actualización 
y no en el salario mínimo.

Justificación: Con el propósito de recuperar el poder adquisitivo del salario 
mínimo, así como para dar cumplimiento al mandato constitucional relativo 
a que debe ser suficiente para satisfacer las necesidades normales de quien 
sea el soporte económico de una familia y en concordancia con la línea 
argumentativa sustentada por esta Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 200/2020, de la que 
emanó la jurisprudencia 2a./J. 30/2021 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN 
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JUBILATORIA. EL MONTO MÁXIMO PREVISTO EN LA LEY DEL INSTITUTO 
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO ABROGADA Y EN EL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO DÉCIMO TRAN­
SITORIO DE LA LEY DEL ISSSTE VIGENTE, DEBE CUANTIFICARSE CON 
BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA) 
Y NO EN EL SALARIO MÍNIMO.", se concluye que el aumento anual de la 
cuantía de la pensión jubilatoria debe cuantificarse con base en el valor de 
la Unidad de Medida y Actualización. Ello, en atención a que el incremento 
o actualización de su importe es un aspecto accesorio derivado del otor­
gamiento del beneficio pensionario, que tiene como propósito fundamental 
que no pierda su poder adquisitivo por el solo transcurso del tiempo y, por 
tanto, constituye una mera expectativa de derecho para el titular de la pensión, 
el cual se actualiza al momento en que se suscita un incremento en el costo 
de vida. Consecuentemente, el incremento a que alude el artículo 57 de la 
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, abrogada, en su texto vigente en el periodo del 5 de enero de 1993 al 
31 de diciembre de 2001, al hacer referencia a una medida o referencia ajena 
a la naturaleza de lo que es el salario mínimo, a partir del 28 de enero de 
2016, en que entró en vigor la reforma constitucional en materia de desin­
dexación del salario mínimo, debe cuantificarse a razón del valor de la 
Unidad de Medida y Actualización. Conclusión que es acorde con la inten­
ción del Constituyente Permanente de impulsar el incremento del salario 
mínimo con el fin de que cumpla con su función constitucional; asimismo, 
con el objeto de salvaguardar el poder adquisitivo del pensionado.

2a./J. 37/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 310/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito 
y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, en 
apoyo al Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto 
Circuito. 25 de mayo de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek 
y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: 
Javier Eduardo Estrever Ramos.
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Tesis y/o criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, en apoyo al 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, 
al resolver el amparo directo 207/2019 (cuaderno auxiliar 325/2020), el cual 
dio origen a la tesis aislada (IV Región)1o.11 A (10a.), de título y subtítulo: 
"UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA). ES APLICABLE PARA 
CALCULAR EL INCREMENTO DE LAS PENSIONES JUBILATORIAS 
OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA­
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, CONFORME A SU LEY 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2001.", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 11 de septiembre de 2020 a las 
10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 78, Tomo II, septiembre de 2020, página 1003, con número 
de registro digital: 2022113; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
Civil del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver la revisión fiscal 16/2021.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 30/2021 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de junio de 2021 
a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 2, Tomo IV, junio de 2021, página 3604, con número 
de registro digital: 2023299.

Tesis de jurisprudencia 37/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del seis de julio de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEMANDA DE AMPARO ADHESIVO. EL PLAZO PARA QUE EL QUEJOSO 
PRINCIPAL EXPRESE LO QUE A SU INTERÉS CONVENGA, EN RELA­
CIÓN CON EL TRASLADO DE AQUÉLLA O CON SU AMPLIACIÓN, ES DE 
TRES DÍAS (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 297, FRAC­
CIÓN II, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
casos en los cuales se presentó demanda de amparo adhesivo promovido 
por la parte tercera interesada, con la cual se dio vista o se corrió traslado a 
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la parte quejosa principal para que expresara lo que a su interés convenga 
respecto del amparo adhesivo, y en relación con el plazo para ello adoptaron 
criterios jurídicos discrepantes, pues mientras dos órganos colegiados consi­
deraron, esencialmente, que dicho plazo es de tres días, conforme al artículo 
297, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo, en términos del artículo 2 de esta última, el 
diverso órgano jurisdiccional determinó que dicho plazo es de quince días, 
conforme a lo establecido en los artículos 181 y 182 de la Ley de Amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que tratándose de una demanda de amparo adhesivo, 
el plazo para que la parte contraria de la quejosa adherente exprese lo que 
a su interés convenga, en relación con el traslado de aquélla o con su amplia­
ción, es de tres días, de conformidad con el artículo 297, fracción II, del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente por mandato 
del artículo 2 de la Ley de Amparo.

Justificación: El artículo 182, párrafo cuarto, de la Ley de Amparo, prevé la 
obligación de que con la demanda de amparo adhesivo se correrá traslado 
a la parte contraria del quejoso adherente para que exprese lo que a su 
interés convenga; sin embargo, dicho precepto no establece textualmente 
el plazo correspondiente, no obstante que dicho artículo en su párrafo pri­
mero, refiere que tanto la presentación y trámite del amparo adhesivo se 
regirán, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal; en el 
caso, la definición de "en lo conducente" no tendría cabida, dada la natura­
leza del juicio de amparo directo, ya que su tramitación es rápida, por tanto, 
de aplicar el plazo de quince días establecido en el artículo 181 de la ley 
de la materia, con la vista recaída a la admisión del amparo adhesivo, esto 
alargaría innecesariamente el juicio de amparo directo, siendo que debe 
evitarse en la medida de lo posible la prolongación de la controversia. Y al 
no estar plasmado o expresamente definido el plazo referido, para correr 
traslado a la parte contraria del quejoso adherente con la demanda de am­
paro adhesivo para que exprese lo que a su interés convenga, debe acudirse 
al periodo genérico establecido en el artículo 297, fracción II, del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente por mandato 
del artículo 2 de la Ley de Amparo, esto es, debe estarse al plazo de tres 
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días. Lo anterior es así, a fin de tener procedimientos ágiles que se desen­
vuelvan en el menor tiempo posible, en fiel seguimiento al artículo 17 consti­
tucional, aunado al hecho de que se cumple con el principio de equidad 
procesal en tanto la ley otorga un plazo de quince días para la presentación 
del amparo adhesivo que es igual para el amparo principal, y sólo se corre 
traslado con la demanda para que la parte quejosa principal se pronuncie 
sobre aspectos inherentes al amparo adhesivo, como sería su extempora­
neidad, la falta de legitimación del quejoso adhesivo o la inoperancia de los 
conceptos de violación adhesivos, para lo cual el plazo de tres días resulta 
apropiado por corresponder a un medio de defensa accesorio.

2a./J. 38/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 91/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Décimo Primero del Primer Circuito y Tercero del Tercer Cir­
cuito, ambos en Materia Civil, y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 15 de junio de 2022. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Yaremy Patricia Penagos Ruiz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resol­
ver los recursos de reclamación 14/2020 y 19/2020, los cuales dieron 
origen a la tesis aislada I.11o.C.69 K (10a.), de rubro: "DEMANDA DE 
AMPARO ADHESIVO. AL CORRERSE SU TRASLADO DEBE CONCEDER­
SE A LA PARTE CONTRARIA DEL QUEJOSO ADHERENTE EL PLAZO DE 
QUINCE DÍAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 181 DE LA LEY DE LA MATE­
RIA, PARA FORMULAR ALEGATOS, EL CUAL DEBE TRANSCURRIR EN 
SU TOTALIDAD.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 14 de enero de 2022 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 9, Tomo IV, enero 
de 2022, página 2974, con número de registro digital: 2024036; y,

El Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto 
Circuito, al resolver el recurso de reclamación 3/2018, el cual dio origen 
a la tesis aislada XIV.P.A.4 K (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE 
AMPARO ADHESIVO. EL PLAZO PARA QUE LA PARTE CONTRARIA 
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EXPRESE LO QUE A SU INTERÉS CONVENGA EN RELACIÓN CON EL 
TRASLADO DE AQUÉLLA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 182, PÁRRAFO 
CUARTO, DE LA LEY DE LA MATERIA, ES DE TRES DÍAS (APLICACIÓN 
SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 297, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES).", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 8 de junio de 2018 a las 10:14 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
55, Tomo IV, junio de 2018, página 2970, con número de registro digital: 
2017118; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el recurso de reclamación 11/2022.

Tesis de jurisprudencia 38/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de seis de julio de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INFRACCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 176, FRACCIÓN II, DE LA LEY 
ADUANERA. LA CONDUCTA CONSISTENTE EN INCUMPLIR LAS OBLI­
GACIONES EN MATERIA DE REGULACIONES Y RESTRICCIONES NO 
ARANCELARIAS, PUEDE ATRIBUIRSE AL AGENTE ADUANAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
los agentes aduanales pueden ser sujetos o no a la infracción y, por ende, a 
la imposición de la sanción establecidas, respectivamente, en los artículos 
176, fracción II y 178, fracción IV, de la Ley Aduanera.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que es posible atribuir al agente aduanal la conducta infractora 
relacionada con la introducción o extracción de mercancías al país, contem­
plada en el artículo 176, fracción II, de la Ley Aduanera y, por ende, impo­
nérsele la sanción correspondiente prevista en el diverso 178, fracción IV, del 
mismo ordenamiento.

Justificación: De la interpretación sistemática de los artículos 1o., 35, 36 o 36-A, 
según sea el caso, 40, 54, párrafos primero y segundo, fracción I, 159 y 
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162, fracciones II y VII, de la Ley Aduanera, se advierte que el agente adua­
nal no es un simple promotor del despacho aduanero, sino que su interven­
ción es de suma importancia, pues tiene a su cargo desde indicar la correcta 
clasificación arancelaria de la mercancía que se pretende sujetar a los regí­
menes aduaneros aplicables, hasta el correcto llenado y transmisión del 
pedimento o formulario respectivo y sus anexos, lo que evidentemente tras­
ciende a aspectos arancelarios y no arancelarios. De ahí que el agente 
aduanal pueda ser responsable en términos del artículo 176, fracción II, de 
la Ley Aduanera y, por ende, acreedor a la multa contenida en el diverso 
178, fracción IV, del propio ordenamiento, siempre que esa hipótesis se 
relacione con el supuesto contenido ya sea en el diverso 36 o 36-A, según 
sea la legislación aplicable, o bien, en el artículo 54, párrafo primero, del 
propio ordenamiento y no se actualice el supuesto de excepción del párrafo 
segundo, fracción I, de dicho artículo.

2a./J. 40/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 138/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con resi­
dencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, en apoyo al Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, y el 
Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
29 de junio de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Tesis contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, en apoyo al 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, 
al resolver el amparo directo 292/2019 (cuaderno auxiliar 481/2020), el 
cual dio origen a la tesis aislada (IV Región)1o.32 A (10a.), de título y sub­
título: "INFRACCIÓN POR INCUMPLIMIENTO A LAS OBLIGACIONES EN 
MATERIA DE REGULACIONES Y RESTRICCIONES NO ARANCELARIAS, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 176, FRACCIÓN II, DE LA LEY ADUANERA. 
NO PUEDE IMPUTARSE AL AGENTE ADUANAL.", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 8 de enero de 2021 a las 10:09 
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horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 82, Tomo II, enero de 2021, página 1322, con número de regis­
tro digital: 2022596; y,

El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 653/2015, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.8o.A.111 A (10a.), de título y subtítulo: "MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
176, FRACCIÓN II, DE LA LEY ADUANERA. SE ACTUALIZA CUANDO EN 
EL DESPACHO, EL AGENTE ADUANAL NO SE ASEGURA DE QUE EL 
IMPORTADOR CUENTE CON LOS DOCUMENTOS QUE ACREDITEN 
EL CUMPLIMIENTO DE LAS DEMÁS OBLIGACIONES QUE EN MATERIA 
DE REGULACIONES Y RESTRICCIONES NO ARANCELARIAS RIJAN 
PARA LAS MERCANCÍAS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 9 DE DICIEM­
BRE DE 2013).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo IV, 
octubre de 2017, página 2500, con número de registro digital: 2015439. 

Tesis de jurisprudencia 40/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del tres de agosto de dos mil veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 2 de septiembre de 2022 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. PARA TENER 
POR PRESUNTIVAMENTE CIERTOS LOS HECHOS QUE SE TRATA DE PRO­
BAR, ES NECESARIO QUE EN EL AUTO QUE ORDENA ADMITIR Y 
PREPARAR DICHA PRUEBA, SE APERCIBA EXPRESAMENTE A LA PARTE 
OBLIGADA SOBRE LA FALTA DE EXHIBICIÓN DE LOS DOCUMENTOS 
PARA SU DESAHOGO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 828 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes disintieron en 
relación a si tratándose de la prueba de inspección ofrecida en un proce­
dimiento laboral, sobre documentos que el patrón tiene obligación de conser­
var, la responsable al admitirla y prepararla debe o no expresar necesariamente 
en el acuerdo respectivo el apercibimiento a que alude el artículo 828 de la 
legislación laboral a efecto de que pueda recaer la consecuencia de tener 
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por presuntivamente ciertos los hechos que se pretenden demostrar, salvo 
prueba en contrario.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que, tratándose de la prueba de inspección ofrecida en 
un procedimiento laboral, resulta necesario que la Junta al admitir y preparar 
la prueba de inspección ofrecida sobre los documentos a que hace refe­
rencia el artículo 804 de la Ley Federal del Trabajo, requiera al patrón para 
que los exhiba y lo aperciba expresamente de la consecuencia que deriva 
de no hacerlo, en términos de lo que dispone el artículo 828 de la ley de 
la materia.

Justificación: Tal proceder se ajusta a las consideraciones contenidas en 
los artículos 784, 804 y 805 de la Ley Federal del Trabajo, de los cuales se 
infiere que, en principio, los documentos existen y están en poder del patrón 
y, por tanto, está obligado a exhibirlos, así como a los requisitos formales 
que deben cumplirse necesariamente a efecto de poder hacer efectiva una 
sanción procesal derivada del incumplimiento de un requerimiento previa­
mente realizado como lo es, en este caso, tener por presuntivamente ciertos 
los hechos que se pretenden demostrar. Estimar lo contrario, constituiría una 
transgresión al derecho que tiene la parte obligada de conocer y, en su caso, 
de asumir las posibles consecuencias que dicha omisión le generaría; así, 
considerar que aun sin el apercibimiento respectivo pueden tenerse por 
ciertos presuntivamente los hechos, derivaría en la imposición de una sanción 
que no tiene fundamento legal ya que, solamente como consecuencia del 
apercibimiento hecho al admitir esa probanza, es que se puede generar la 
presunción iuris tantum de tener por cierto lo que se pretendía probar.

2a./J. 41/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 108/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave. 29 de junio de 
2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González.
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Tesis y criterio contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 62/2018, el cual dio origen a la tesis aislada 
VII.2o.T.206 L (10a.), de rubro: "PRUEBA DE INSPECCIÓN SOBRE 
DOCUMENTOS QUE EL PATRÓN DEBE CONSERVAR. EL AUTO EN 
EL QUE SE ADMITA DEBE CONTENER EXPRESAMENTE EL APERCI­
BIMIENTO DE PRESUNCIÓN (IURIS TANTUM) DE QUE SON CIERTOS 
LOS HECHOS QUE TRATAN DE PROBARSE, COMO CONSECUENCIA 
DE SU NO EXHIBICIÓN EN EL JUICIO.", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
65, Tomo III, abril de 2019, página 2097, con número de registro digital: 
2019675; y,

El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, al resol­
ver el amparo directo 866/2021 (cuaderno auxiliar 448/2021).

Tesis de jurisprudencia 41/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del tres de agosto de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de septiembre de 2022 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO CONS­
TITUYE LA OMISIÓN DE FORMALIZAR UN CONTRATO DE OBRA PÚ­
BLICA MEDIANTE ADJUDICACIÓN DIRECTA, ATRIBUIDA A PETRÓLEOS 
MEXICANOS (PEMEX) O A ALGUNA DE SUS EMPRESAS SUBSIDIARIAS.  

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron de manera discrepante respecto a si los actos relacionados con la 
omisión de formalizar un contrato de obra pública mediante adjudica­
ción directa, constituyen o no actos de autoridad para efectos del juicio de 
amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los actos relacionados con la omisión de formalizar 
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un contrato de obra pública mediante adjudicación directa, atribuidos a Petró­
leos Mexicanos o a alguna de sus empresas subsidiarias, constituyen actos 
de autoridad para efectos del juicio de amparo.

Justificación: Conforme al artículo 80 de la Ley de Petróleos Mexicanos, 
todo lo relativo al proceso de concurso, licitación y adjudicación de los con­
tratos de adquisiciones, arrendamientos, servicios y obras, es de naturaleza 
administrativa y, una vez firmados, los pactos volitivos mutan a la modali­
dad de contrato privado y se rigen por la legislación mercantil o común 
aplicable. Ahora bien, cuando lo que se reclama es la omisión de formalizar 
un contrato de obra pública mediante adjudicación directa, atribuida a Petró­
leos Mexicanos (Pemex) o a alguna de sus empresas subsidiarias, dicha 
omisión debe considerarse como un acto de autoridad para efectos del juicio 
de amparo; por un lado, porque ello no puede reputarse dentro de una rela­
ción de coordinación, toda vez que los contratos de obra pública, específi­
camente, los relativos a las adjudicaciones directas derivadas de situaciones 
emergentes, deben ser formalizados –de conformidad con lo establecido en 
las Disposiciones Generales de Contratación para Petróleos Mexicanos y sus 
Empresas Productivas Subsidiarias–, y la falta de esta formalidad no puede 
atribuirse a ambas partes en igualdad de condiciones, sino por el contrario, 
se da en un plano de supra a subordinación regulado por el derecho público, 
toda vez que las relaciones que se entablan entre una empresa productiva 
del Estado –que realiza funciones cuya planeación y desarrollo original­
mente le corresponden al Estado– y los particulares, se dan en cumplimiento 
a las facultades establecidas en una disposición legal y no de manera 
espontánea o discrecional; y por otro lado, porque dichas empresas impo­
nen su voluntad hacia los particulares en el momento en que tienen la facul­
tad de determinar si procede o no la formalización de un contrato de obra 
o de servicios con motivo de una situación de emergencia, lo cual realizan 
de forma unilateral, pudiendo crear o extinguir por sí, situaciones jurídicas 
que afectan la esfera del particular, sin la necesidad de acudir a los órganos 
judiciales ni al consenso del afectado. De ahí que, por tales motivos, esta 
Segunda Sala considere que dicha omisión constituye un acto de autoridad 
para efectos del juicio de amparo; lo anterior, sin prejuzgar sobre los requi­
sitos de procedencia que rigen a dicho juicio, particularmente, el relativo al 
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principio de definitividad y/o la actualización de alguna otra causal de 
improcedencia que lo hagan inejercitable.

2a./J. 42/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 4/2022. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Décimo Quinto del Primer Circuito, Primero del Décimo Sexto 
Circuito y Décimo Primero del Primer Circuito, todos en Materia Adminis­
trativa, y Cuarto en Materia Civil del Primer Circuito. 8 de junio de 2022. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 97/2020, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 48/2021.

Tesis de jurisprudencia 42/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de agosto dos mil veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de septiembre de 2022 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de septiembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. CUANDO LA PROTEC­
CIÓN CONSTITUCIONAL SE OTORGA PARA EL EFECTO DE QUE LA 
JUNTA RESPONSABLE REPARE UNA VIOLACIÓN PROCESAL Y DICTE 
EL LAUDO CON LIBERTAD DE JURISDICCIÓN, ES NECESARIO QUE SE 
ACATEN AMBOS LINEAMIENTOS PARA TENER POR DEBIDAMENTE CUM­
PLIDA LA SENTENCIA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
decisiones contrarias al analizar si, para declarar el cumplimiento de una 
sentencia de amparo que ordenó la reparación de una violación procesal, 
así como el dictado de un laudo con libertad de jurisdicción, es suficiente 
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que la Junta responsable subsane la reparación procesal reclamada, sin 
necesidad de dictar el laudo –al estimarse que ello no es propiamente una 
orden, sino una consecuencia natural del proceso laboral–, o bien, si para 
tenerla por satisfecha debe además culminar con la emisión de tal laudo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando el amparo se concede para el efecto de que 
la Junta responsable repare una violación procesal y, una vez realizado ello, 
emita un laudo con libertad de jurisdicción, es indispensable que, para 
tenerla por debidamente cumplida, la responsable cumpla con ambos efec­
tos reparatorios.

Justificación: Conforme a la interpretación de los artículos 74, 77 y 192 de 
la Ley de Amparo, se advierte que el establecimiento de lineamientos o medi­
das para dar cumplimiento al fallo protector no constituyen elementos dispo­
nibles ni discrecionales para la autoridad responsable, ni tampoco obligaciones 
accidentales o intrascendentes para la justicia constitucional, por el contra­
rio, tienen como finalidad primordial lograr la reparación integral, en la medida 
de lo posible, de los derechos humanos violados por los actos reclamados. 
En ese sentido, si el órgano de amparo ordena a la Junta responsable no 
sólo reparar la violación procesal advertida, sino que dicte un laudo con liber­
tad de jurisdicción, es porque, precisamente, la emisión de tal laudo resulta 
necesaria para restituir al quejoso en el goce de los derechos humanos vio­
lados, o bien, para respetar el derecho de que se trate y cumplir lo que el 
mismo exija. Luego, es evidente que, por más que se estime que el dictado 
del laudo es una consecuencia natural del procedimiento laboral, no podrá 
estimarse que se encuentra cumplida la sentencia de amparo sino hasta 
que se emita tal resolución definitiva.

2a./J. 43/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 52/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Segundo del Décimo Circuito, Primero en Materia Administra­
tiva del Cuarto Circuito y Tercero del Décimo Octavo Circuito. 13 de julio 
de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
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Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esqui­
vel Mossa, quien emitió su voto con reservas. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Tesis y criterio contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver la incon­
formidad 15/2011, la cual dio origen a la tesis aislada XVIII.3o.1 L (9a.), 
de rubro: "INCIDENTE DE INCONFORMIDAD. DEBE DECLARARSE 
FUNDADO EL PROMOVIDO CONTRA LA DETERMINACIÓN DEL JUEZ 
DE DISTRITO QUE TIENE POR CUMPLIDA LA SENTENCIA QUE CONCE­
DIÓ EL AMPARO POR VIOLACIÓN A LA GARANTÍA DE IMPARTICIÓN 
DE JUSTICIA PRONTA, SI LA JUNTA NO HA DICTADO EL LAUDO EN EL 
JUICIO NATURAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 3, febrero de 2012, página 
2308, con número de registro digital: 160308; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resol­
ver la inconformidad 16/2021.

Tesis de jurisprudencia 43/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de agosto de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

BUZÓN TRIBUTARIO. LAS REGLAS 2.2.6. Y 2.2.7. DE LAS RESOLUCIO­
NES MISCELÁNEAS FISCALES PARA 2015, LA PRIMERA, Y PARA 2016 Y 
2017, LA SEGUNDA, NO VULNERAN EL ARTÍCULO 17-K, ÚLTIMO PÁRRA­
FO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER QUE PARA 
RECIBIR EL AVISO DE NOTIFICACIÓN RESPECTIVO, LOS CONTRIBU­
YENTES INGRESARÁN ENTRE UNA Y MÁXIMO CINCO DIRECCIONES 
DE CORREO ELECTRÓNICO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
una misma cuestión jurídica, consistente en determinar si la regla 2.2.6. de 
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la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, así como las reglas 2.2.7. de las 
Resoluciones Misceláneas Fiscales para 2016 y 2017, respectivamente, 
cuyos textos son esencialmente coincidentes, establecen los "mecanismos de 
comunicación", de acuerdo con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 
17-K del Código Fiscal de la Federación, al indicar que los contribuyentes 
para elegir el mecanismo de comunicación "ingresarán una y máximo cinco 
direcciones de correo electrónico", a efecto de que les sean enviados los 
avisos de las nuevas notificaciones que se practiquen por buzón tributario, 
y arribaron a posturas discrepantes, puesto que un Tribunal Colegiado con­
sideró que la Regla 2.2.7. de la Resolución Miscelánea Fiscal de 2017 no 
es contraria ni excede lo dispuesto en el referido artículo, ya que la frase 
"mecanismos de comunicación", contenida en el precepto legal indicado, 
puede concebirse como una pluralidad de direcciones de correo electrónico, 
en tanto que cada una constituye un mecanismo diferente entre sí, mientras 
que el otro Tribunal determinó lo contrario, al estimar que las reglas analiza­
das establecieron un solo medio de comunicación y no varios.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el hecho de que las reglas 2.2.6. de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2015, y 2.2.7. para las Resoluciones Misceláneas 
Fiscales para 2016 y 2017, respectivamente, establezcan que para elegir el 
mecanismo de comunicación a través del que se ha de recibir el aviso de 
notificación de que existen mensajes en el buzón tributario, los contribuyen­
tes "ingresarán una y máximo cinco direcciones de correo electrónico", no 
transgrede el artículo 17-K del Código Fiscal de la Federación, pues prevén 
con claridad, de entre todos los medios de comunicación existentes, el que 
será utilizado para poder recibir los avisos, sin importar que se trate de un 
solo tipo de vía de comunicación.

Justificación: El artículo 17-K, último párrafo, del Código Fiscal de la Fede­
ración dispone que la autoridad fiscal deberá enviar un aviso de que existe 
un mensaje en el buzón tributario a través de los mecanismos de comunica­
ción que el contribuyente elija de entre los que se den a conocer mediante 
reglas de carácter general. De su interpretación teleológica y evolutiva se 
concluye que cuando el legislador utilizó el término "medios de comunica­
ción" en plural, confirió a la autoridad administrativa una facultad amplia para 
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definir, de entre los "mecanismos" existentes, cuál o cuáles serán los que 
podrá elegir el contribuyente, sin constreñirla a establecer siempre más de 
un tipo. De ahí que se considere que las reglas vigentes en 2015, 2016 y 
2017 respetan esa norma al dar al contribuyente la opción de señalar como 
mecanismo de comunicación o de contacto para enviarle el aviso de notifica­
ción en el buzón tributario únicamente el correo electrónico, pues pueden 
señalar entre una y hasta cinco direcciones distintas. Incluso, aun cuando el 
artículo 17-K del citado ordenamiento fue reformado, el legislador no acotó 
que deban ser señalados uno o varios medios de comunicación, ni ha 
especificado cuál de ellos debe ser utilizado, sino que ha dejado a la autori­
dad administrativa la posibilidad de definirlos.

2a./J. 44/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 336/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito y 
Primero en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 
3 de agosto de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: 
Liliana Hernández Paniagua.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver las revisiones administrativas 110/2015, 9/2016, 
30/2016, 35/2016 y 44/2016, las cuales dieron origen a la tesis de juris­
prudencia XVII.1o.P.A. J/13 (10a.), de título y subtítulo: "BUZÓN TRIBUTA­
RIO. LAS REGLAS 2.2.6. Y 2.2.7. DE LAS RESOLUCIONES MISCELÁNEA 
FISCAL PARA 2015 Y 2016, RESPECTIVAMENTE, AL PREVER UN SOLO 
MEDIO DE COMUNICACIÓN PARA QUE LOS CONTRIBUYENTES QUE 
CUENTEN CON AQUÉL RECIBAN LOS AVISOS ELECTRÓNICOS EN­
VIADOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, INCUM­
PLEN LA OBLIGACIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 17-K, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de mayo de 2017 a las 
10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 42, Tomo III, mayo de 2017, página 1571, con número de 
registro digital: 2014351; y,
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 22/2021.

Tesis de jurisprudencia 44/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de agosto de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN DE RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE SERVICIOS. EL SUELDO 
BÁSICO PROMEDIO DIARIO PARA SU CUANTIFICACIÓN NO ES SUSCEP­
TIBLE DE ACTUALIZACIÓN. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
posturas contrarias al analizar si en los casos en que transcurren más de 
doce meses entre la última cotización del trabajador y el momento del otor­
gamiento de la pensión como consecuencia de haber cumplido el requisito 
de edad, el sueldo básico promedio para su cálculo es o no susceptible de 
actualizarse con base en el mecanismo previsto en el artículo 57 de la Ley 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
vigente hasta el 31 de marzo de 2007.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que en los casos en que transcurran más de doce meses 
entre la última cotización del trabajador y el otorgamiento de la pensión de 
retiro por edad y tiempo de servicios, el sueldo básico promedio diario para 
la cuantificación de la pensión no es susceptible de actualizarse, en virtud 
de que no existe precepto legal alguno que así lo disponga.

Justificación: El mecanismo previsto en el artículo 57 de la Ley del ISSSTE, 
vigente hasta el 31 de marzo de 2007, tiene como propósito fundamental 
mantener el poder adquisitivo del titular de una pensión ante los incremen­
tos en el costo de la vida, situación que no acontece en relación con quienes 
aún no han alcanzado el beneficio pensionario, pues aunque hayan gene­
rado los años de servicio que la ley exige para acceder a la pensión de retiro 
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por edad y tiempo de servicios, el reconocimiento de ese derecho se encuen­
tra condicionado a la satisfacción del diverso requisito de edad. En ese 
sentido, en los casos en que hayan transcurrido más de doce meses entre la 
última cotización y el momento en que se cumple con el requisito de edad 
mínimo para el otorgamiento de la pensión, el sueldo básico promedio diario 
de cotización correspondiente al último año anterior a la baja del trabajador, 
que sirve de base para determinar la cuantía de dicha prestación, no es 
susceptible de actualización, pues además de que no existe algún precepto 
legal que así lo disponga, debe haber una correspondencia entre el monto de 
las cuotas y aportaciones, con el de las pensiones, pues de tales recursos 
se obtienen los fondos para cubrirlas.

2a./J. 45/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 71/2022. Entre los sustentados por el Pleno del 
Decimoprimer Circuito y el Vigésimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 3 de agosto de 2022. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno del Decimoprimer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 8/2019, 
la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.XI. J/12 A (10a.), de título 
y subtítulo: "PENSIÓN DE RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE SERVICIOS. 
EL SUELDO PARA SU CÁLCULO DEBE ACTUALIZARSE EN LOS CASOS EN 
QUE TRANSCURRAN MÁS DE DOCE MESES ENTRE LA FECHA EN QUE 
EL TRABAJADOR CUMPLA QUINCE AÑOS DE SERVICIO O MÁS Y AQUE­
LLA EN LA QUE SE LE OTORGUE ESE BENEFICIO POR HABER LLEGADO 
A LA EDAD REQUERIDA PARA ELLO, EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCU­
LOS 61 A 66 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de marzo de 2021 a 
las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 84, Tomo III, marzo de 2021, página 2505, con nú­
mero de registro digital: 2022906; y,

El sustentado por el Vigésimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 441/2021.
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Tesis de jurisprudencia 45/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de agosto de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de octubre de 2022 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA DE INSPECCIÓN OCULAR OFRECIDA POR EL TRABAJADOR 
SOBRE LOS CONTROLES DE ASISTENCIA. EL PATRÓN PUEDE EXHIBIR­
LOS O MANIFESTAR SU IMPOSIBILIDAD DE HACERLO, CUANDO CON­
TESTA LA DEMANDA Y/O RATIFICA DICHO ESCRITO, O BIEN, CUANDO 
SE CELEBRA LA AUDIENCIA DE OFRECIMIENTO Y ADMISIÓN DE PRUE­
BAS Y/O SE LE DA VISTA CON LAS OFERTADAS POR SU CONTRAPARTE.

Hechos: Dentro de tres juicios laborales tramitados conforme a la vía ordinaria, 
los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a conclusiones 
distintas respecto al momento oportuno para que el patrón exhiba los con­
troles de asistencia ofrecidos por el trabajador a través de la prueba de 
inspección ocular, pues mientras uno determinó que el momento de hacer 
manifestaciones en el sentido de que no se cuenta con las listas de asisten­
cia, entrada y salida de los trabajadores, debe ser únicamente cuando se 
contesta la demanda, o bien, se ratifica dicho escrito, no así cuando se cele­
bra la audiencia de ofrecimiento y admisión de pruebas; por su parte, los 
otros afirmaron que el momento procesal oportuno para realizar esas alega­
ciones debe ser cuando se celebra la audiencia de ofrecimiento y admisión 
de pruebas, o bien, cuando se le da vista a las partes con las ofertadas por 
su contraparte, no así cuando se lleva a cabo el desahogo de la prueba de 
inspección ocular.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando los controles de asistencia –que el patrón debe 
conservar– son objeto de la prueba de inspección ocular ofertada por el 
trabajador, el demandado puede exhibirlos o manifestar su imposibilidad de 
hacerlo cuando contesta la demanda y/o ratifica dicho escrito, o bien, cuando 
se celebra la audiencia de ofrecimiento y admisión de pruebas y/o se le da 
vista con las ofertadas por su contraparte.
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Justificación: Acorde con los artículos 784, 804, 872, 878, 828 y 880 de la Ley 
Federal del Trabajo, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, el patrón cuenta con esos 
dos momentos para ello, pues puede darse el caso que desde el escrito 
inicial el trabajador se manifieste sobre ellos o incluso ofrezca dicha prueba 
relacionándola con los hechos que pretende demostrar, acompañando las 
pruebas que se consideren pertinentes, por lo que el patrón podrá agregar 
a ese respecto las explicaciones que estime convenientes; o bien, puede 
acontecer que el trabajador la ofrezca hasta la segunda etapa (de ofre­
cimiento, vista y admisión de pruebas), siendo que ante tal proceder la 
Junta deberá apercibir al patrón, que en caso de no hacerlo, se tendrán por 
presuntivamente ciertos los hechos que se pretenden probar. Esto a condi­
ción de que el trabajador no hubiese ofertado la prueba de inspección 
desde el escrito inicial de demanda, pues siendo así el patrón deberá pro­
ceder conforme al primer supuesto señalado. Lo anterior en el entendido de 
que salvo que se trate de hechos supervenientes, no podrán presentarse o 
realizarse manifestaciones en torno a ellos en alguna otra etapa posterior a la 
últimamente señalada, pues de hacerlo se dejaría al trabajador en estado 
de indefensión, al no permitirle que se genere la presunción de certeza de 
los hechos establecida en la ley y se le haría nugatorio su derecho u opor­
tunidad al oferente de perfeccionar dicho medio de convicción o incluso 
ofrecer otro.

2a./J. 46/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 148/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Segundo en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno 
Circuito, y Segundo y Quinto, ambos en Materia de Trabajo del Tercer Circui­
to. 3 de agosto de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yas­
mín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis 
Enrique García de la Mora.

Tesis y criterio contendientes:

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver 
el amparo directo 1144/2019, el cual dio origen a la tesis aislada III.5o.T.8 L 
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(10a.), de título y subtítulo: "INSPECCIÓN OCULAR EN EL JUICIO LABO­
RAL. LAS ALEGACIONES DE LA CONTRAPARTE DE LA OFERENTE 
SOBRE LA IMPOSIBILIDAD DE PRESENTAR LAS DOCUMENTALES 
OBJETO DE ESA PRUEBA, DEBEN ADUCIRSE AL MOMENTO DE LA 
VISTA QUE SE DA CON SU OFRECIMIENTO Y NO HASTA LA DILIGEN­
CIA DE SU DESAHOGO.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 26 de febrero de 2021 a las 10:28 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 83, Tomo 
III, febrero de 2021, página 2874, con número de registro digital: 2022748,

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 203/2020, el cual dio origen a la tesis aislada 
III.2o.T.12 L (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBA DE INSPECCIÓN OCU­
LAR SOBRE CONTROLES DE ASISTENCIA OFRECIDA POR EL TRABA­
JADOR. LA OMISIÓN DE LA DEMANDADA DE EXHIBIRLOS EN LA 
DILIGENCIA DE DESAHOGO, GENERA QUE SE PRESUMAN CIERTOS 
LOS HECHOS QUE PRETENDEN DEMOSTRARSE, AUN CUANDO EN ESE 
MOMENTO ALEGUE IMPOSIBILIDAD POR NO LLEVAR ESE TIPO DE 
CONTROLES EN EL CENTRO DE TRABAJO, TODA VEZ QUE ELLO DEBIÓ 
HACERLO DESDE QUE SE LE DIO VISTA CON SU OFRECIMIENTO Y NO 
DESPUÉS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 6 de agosto de 2021 a las 10:14 horas, y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 4, Tomo V, agosto 
de 2021, página 4911, con número de registro digital: 2023413; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 
del Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo directo 669/2020.

Tesis de jurisprudencia 46/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de agosto de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. NO PROCEDE RESPECTO DE LOS EFEC­
TOS Y CONSECUENCIAS DERIVADOS DEL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN I, 
APARTADO B, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, REFORMADO 
MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EL 12 DE NOVIEMBRE DE 2021, ASÍ 
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COMO DE DIVERSAS REGLAS Y ANEXOS DE LA RESOLUCIÓN MISCE­
LÁNEA FISCAL PARA 2022, QUE SE REFIEREN A LA CONTABILIDAD 
DE QUIENES DEBEN LLEVAR CONTROLES VOLUMÉTRICOS. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes al resolver 
recursos de queja, analizaron una misma problemática jurídica y arribaron 
a consideraciones contrarias con relación a si procede o no conceder la sus­
pensión provisional respecto de los efectos y consecuencias derivados del 
artículo 28, fracción I, apartado B, del Código Fiscal de la Federación, así 
como de las reglas 2.6.1.3., 2.6.1.4., 2.6.1.5. y 2.6.1.6., de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2022, y los Anexos 30, 31 y 32 de ésta, pues uno 
de ellos razonó que debe otorgarse la medida cautelar en virtud de que no se 
sigue perjuicio al interés social ni se contravienen disposiciones de orden 
público, porque el sistema normativo de contabilidad en materia de controles 
volumétricos ya resultaba obligatorio con anterioridad, por lo que se puede 
conceder la medida para que el quejoso continúe observando la regulación 
previa; mientras que el otro órgano jurisdiccional decidió que no debe conce­
derse la suspensión porque no se satisface el requisito que exige la frac­
ción II del artículo 128 de la Ley de Amparo, esto es, existe el interés general 
de que la autoridad hacendaria cuente con la información suficiente para 
vigilar el cumplimiento de las obligaciones fiscales en materia de hidrocar­
buros o petrolíferos.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que no procede conceder la suspensión provisional res­
pecto de los efectos y consecuencias derivados del artículo 28, fracción I, 
apartado B, del Código Fiscal de la Federación, reformado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de noviembre de 2021, 
así como de las reglas 2.6.1.3., 2.6.1.4., 2.6.1.5. y 2.6.1.6., de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2022, publicada el 27 de diciembre de 2021, y los 
Anexos 30, 31 y 32 de ésta, publicados el 13 de enero de 2022, ya que se 
seguiría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden 
público.

Justificación: Las disposiciones reclamadas son de orden público e inte­
rés social porque tienen como finalidad regular la contabilidad que deben 
llevar aquellas personas que fabriquen, produzcan, procesen, transporten, 
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almacenen, distribuyan o enajenen cualquier tipo de hidrocarburo o petro­
lífero, quienes deben contar con los equipos y programas informáticos para 
llevar controles volumétricos, es decir, aquellos registros de volumen que se 
utilizan para conocer la adquisición, existencia y venta de ese tipo de bienes; 
se trata, entonces, de la normativa que regula el control de las cantidades de 
hidrocarburos o petrolíferos que se expenden al público en general, que no 
sólo permiten llevar una contabilidad adecuada, sino que son un mecanismo 
con el que se combate el mercado ilícito de hidrocarburos y petrolíferos. Por 
ello, no es procedente conceder la medida cautelar porque la sociedad está 
interesada en que prevalezcan los beneficios que se obtienen con esas 
disposiciones, que no sólo son aquellos de carácter fiscal, sino también de 
combate a ese mercado ilícito.

2a./J. 47/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 104/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Vigésimo Primero del Primer Circuito y Tercero del Segundo 
Circuito, ambos en Materia Administrativa. 3 de agosto de 2022. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Vigésimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, al resolver la queja 93/2022, y el diverso sustentado 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Cir­
cuito, al resolver la queja 123/2022.

Tesis de jurisprudencia 47/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de agosto de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2022 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCREMENTO DE PENSIONES JUBILATORIAS DE TRABAJADORES DE 
PETRÓLEOS MEXICANOS. PARA DETERMINARLO DEBE TOMARSE EN 
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CONSIDERACIÓN EL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO VIGENTE 
AL MOMENTO EN QUE AQUÉL SE VERIFICA Y NO EL QUE ESTABA EN 
VIGOR CUANDO SE OTORGÓ LA PENSIÓN RESPECTIVA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes disintieron con 
relación a si tratándose del incremento de las pensiones jubilatorias otorga­
das con anterioridad a la entrada en vigor del contrato colectivo de trabajo de 
1 de agosto de 2015, debe considerarse lo dispuesto en el pacto contrac­
tual con el que se otorgó la jubilación, o si debe determinarse con base en 
lo que dispone el contrato colectivo de trabajo vigente al momento en que 
se actualiza la procedencia del incremento.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que para efecto de determinar la forma en que se otorga 
el incremento a las pensiones jubilatorias de los trabajadores de Petróleos 
Mexicanos, debe tomarse en cuenta el contrato colectivo de trabajo vigente 
al momento en que se actualiza su procedencia.

Justificación: Los trabajadores jubilados de Petróleos Mexicanos tienen 
derecho a que se les respete su pensión en los términos dispuestos en el 
contrato colectivo de trabajo vigente al momento de su otorgamiento, así como 
los incrementos que se generen dentro de la vigencia de dicha disposición, 
al constituirse como derechos adquiridos que no pueden modificarse; sin 
embargo, no sucede lo mismo tratándose del monto de aquellos incremen­
tos que surgen con posterioridad y que se actualizan en el tiempo de manera 
anual bajo la vigencia de una nueva normatividad, ya que éstos no consti­
tuyen un derecho adquirido en tanto se configuran como una consecuencia 
del beneficio conferido con la pensión jubilatoria, cuya realización es de eje­
cución futura, dado que se verifican hasta el momento en que resulta pro­
cedente su pago. Sin que ello implique una transgresión al principio de 
irretroactividad protegido constitucionalmente, ya que si los incrementos no 
se ejecutaron durante la vigencia de la cláusula que los previno, sino des­
pués de la entrada en vigor de la nueva disposición contractual, no pueden 
considerarse como derechos adquiridos, como sí ocurre con la pensión 
otorgada, sino como expectativas de derechos que no forman parte del 
patrimonio del jubilado sino hasta en tanto se actualice su procedencia, 
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esto es, hasta el momento en que se deba realizar el incremento anual. 
Además, debe considerarse que al tratarse de disposiciones contractuales 
acordadas tanto por la empresa paraestatal como por el Sindicato de Traba­
jadores Petroleros de la República Mexicana, el pago de los incrementos 
actualizados con posterioridad a dicha modificación, debe ajustarse a 
los parámetros indicados en la cláusula contractual vigente en el momento 
en que proceda su otorgamiento, ya que tal determinación es el resultado 
del acuerdo de voluntades que en ese sentido consintieron las partes contra­
tantes, siempre y cuando dichas modificaciones se encuentren dentro del 
respeto de los derechos mínimos constitucionales y legales del trabajador. 
Consecuentemente, debe considerarse que los incrementos a las pensiones 
jubilatorias, concedidas bajo contratos colectivos anteriores, deben regirse 
bajo la normatividad vigente al momento de que se actualice su pago, pues 
con ello se da cumplimiento al objetivo convenido por las partes en la cele­
bración del contrato colectivo, con relación a la disposición que acordaron 
debía regir el pago de los incrementos.

2a./J. 49/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 129/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero del Sexto Circuito, Décimo Cuarto del Primer Circuito 
y Primero del Primer Circuito, todos en Materia de Trabajo. 10 de agosto de 
2022. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales y Yasmín Esquivel Mossa. Disidentes: Loretta Ortiz 
Ahlf y Javier Laynez Potisek, quienes manifestaron que formularían voto 
de minoría. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo 
González.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, al resolver 
los amparos directos 781/2019, 785/2019 y 706/2019, los cuales dieron 
origen a la tesis aislada VI.10.T.47 L (10a.), de rubro: "TRABAJADORES 
JUBILADOS DE PETRÓLEOS MEXICANOS (PEMEX). PARA DETERMINAR 
EL INCREMENTO DE SU PENSIÓN ES APLICABLE EL CONTRATO COLEC­
TIVO DE TRABAJO VIGENTE AL MOMENTO DE CADA AUMENTO EN 
PARTICULAR.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 5 de marzo de 2021 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Sema­
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nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 84, Tomo IV, marzo 
de 2021, página 3071, con número de registro digital: 2022814; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 564/2021.

Tesis de jurisprudencia 49/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de agosto de dos mil 
veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ENERGÍA ELÉCTRICA. EL INCUMPLIMIENTO DE ENTREGAR LOS IN­
FORMES TRIMESTRALES RESPECTIVOS DEBE SANCIONARSE CONFOR­
ME A LA LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA, AUNQUE LOS PERMISOS 
HAYAN SIDO OTORGADOS CONFORME A LA ABROGADA LEY DEL 
SERVICIO PÚBLICO DE ENERGÍA ELÉCTRICA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron de manera discrepante sobre si los artículos segundo y décimo transi­
torios de la Ley de la Industria Eléctrica otorgaron o no ultraactividad al 
apartado de multas de la abrogada Ley del Servicio Público de Energía 
Eléctrica.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el fundamento para multar el incumplimiento de entrega 
de los informes trimestrales sobre operación de energía eléctrica es la Ley de 
la Industria Eléctrica, siempre que la omisión se actualice durante su vigen­
cia y con independencia de que sean permisos obtenidos al amparo de la 
abrogada Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica.

Justificación: Conforme con los artículos segundo y décimo transitorios de 
la Ley de la Industria Eléctrica, los permisos obtenidos durante la vigencia 
de la abrogada Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica se respetarán 
en sus términos, de modo que sus titulares puedan continuar realizando las 
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actividades amparadas en ellos con las condiciones de esta última. El obje­
tivo de esa ultraactividad fue garantizar las inversiones realizadas por los 
particulares, de modo que se respetaran los derechos y las obligaciones que 
regulan la actividad, así como las condiciones bajo las cuales operaban los 
permisionarios. Sin embargo, el régimen transitorio no incluye a las multas 
que debe aplicar la autoridad, pues son normas jurídicas diferenciadas cuya 
modificación no adiciona derechos ni obligaciones al ejercicio de tales acti­
vidades por los permisionarios. Por tal razón, si las conductas que la auto­
ridad pretende sancionar tienen lugar durante la vigencia de la Ley de la 
Industria Eléctrica, se debe aplicar la multa contenida en esta ley.

2a./J. 50/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 315/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Décimo Segundo en Materia Administrativa del Primer Circuito, Ter­
cero en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito, 
Vigésimo en Materia Administrativa del Primer Circuito, Primero en Materias 
Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, Séptimo en Mate­
ria Administrativa del Primer Circuito, Primero en Materia Administrativa 
del Séptimo Circuito y Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
Civil del Octavo Circuito. 10 de agosto de 2022. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 59/2019, el 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 403/2018, y el diverso 
sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 489/2019.

Tesis de jurisprudencia 50/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de agosto de dos mil 
veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2022 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA 
EL SUPUESTO DE EXCEPCIÓN PARA OFRECERLAS PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 75, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO 
EL ACTO RECLAMADO CONSISTA EN EL ACUERDO POR EL QUE SE 
APRUEBA UN CONVENIO CELEBRADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
987 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes divergieron 
en torno a si cuando en amparo indirecto se impugna el acuerdo por el que se 
aprueba un convenio celebrado en términos del artículo 987 de la Ley Fede­
ral del Trabajo, el quejoso puede o no ofrecer pruebas con fundamento en 
el artículo 75, párrafo segundo, de la Ley de Amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el supuesto de excepción para ofrecer pruebas en 
el juicio de amparo, previsto en el artículo 75, párrafo segundo, de la ley de la 
materia, se actualiza cuando en amparo indirecto un trabajador impugne un 
convenio celebrado en términos del artículo 987 de la Ley Federal del 
Trabajo.

Justificación: De conformidad con los artículos 33, párrafo segundo y 987 
de la Ley Federal del Trabajo, para la procedencia de la aprobación y ratifi­
cación del convenio presentado por las partes interesadas, la autoridad tiene 
la responsabilidad de verificar que éste no implique renuncia de derechos 
del trabajador, lo cual constituye un punto de derecho que se encuentra 
sujeto a demostración. De ahí que, tratándose del procedimiento parapro­
cesal en mención, se actualiza el supuesto del segundo párrafo del artículo 
75 de la Ley de Amparo, porque la ley que rige dicho procedimiento no esta­
blece la posibilidad de ofrecer y desahogar pruebas tendentes a demostrar 
que el convenio no cumple con los extremos previstos en los artículos 33 y 
987 de la ley laboral (que no exista renuncia de derechos de los trabajado­
res), lo que legitima al trabajador a ofrecer pruebas en el amparo indirecto 
que se promueva contra la resolución que recaiga a ese procedimiento, al no 
haber tenido oportunidad de hacerlo ante la autoridad responsable. Lo ante­
rior, en el entendido de que las únicas pruebas que serán admisibles en 
este supuesto son las tendentes a acreditar que el convenio aprobado y 
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ratificado por la autoridad laboral contiene renuncia de derechos del traba­
jador, lo cual queda sujeto a la prudente valoración que realice el Juez de 
Distrito en cada caso.

2a./J. 51/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 67/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Décimo Tercero del Primer Circuito y Segundo del Séptimo Circuito, 
ambos en Materia de Trabajo. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales y Loretta 
Ortiz Ahlf. Disidentes: Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Oliver Chaim Camacho.

Tesis y criterio contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 23/2018, el cual dio origen a la tesis ais­
lada VII.2o.T.195 L (10a.), de rubro: "PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. PUEDEN OFRECERSE CUANDO EL ACTO RECLAMADO ES 
EL ACUERDO QUE APRUEBA UN CONVENIO SUSCRITO EN EL PRO­
CEDIMIENTO PARAPROCESAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 987 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 18 de enero de 2019 a las 10:19 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 62, 
Tomo IV, enero de 2019, página 2609, con número de registro digital: 
2019028; y,

El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 88/2019.

Tesis de jurisprudencia 51/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de agosto de dos mil 
veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 4 de noviembre de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de noviembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA CAU­
SAL DE IMPROCEDENCIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 8, FRAC­
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CIÓN XVI, DE LA LEY FEDERAL DE LA MATERIA NO SE ACTUALIZA 
CUANDO EN EL PRIMER JUICIO DE NULIDAD SE TUVO POR NO PRE­
SENTADA LA DEMANDA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes resolvieron si 
la causal de improcedencia del juicio contencioso administrativo prevista 
en la fracción XVI del artículo 8 de la Ley Federal de Procedimiento Conten­
cioso Administrativo, referente a cuando la demanda se hubiere interpuesto 
por la misma parte y en contra del mismo acto impugnado, por dos o más 
ocasiones, se actualiza cuando la primera demanda se haya tenido por no 
presentada.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que la causal de improcedencia prevista en la fracción 
XVI del artículo 8 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis­
trativo, no se actualiza cuando en el primer juicio de nulidad se tuvo por no 
presentada la demanda.

Justificación: De conformidad con el derecho de tutela judicial efectiva, en 
su vertiente de recurso efectivo, relacionado con el principio pro actione, la 
causal de improcedencia contenida en el artículo 8, fracción XVI, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en la que se establece 
la improcedencia del juicio de nulidad cuando la demanda se hubiere inter­
puesto por la misma parte y en contra del mismo acto impugnado, por dos 
o más ocasiones, sólo se actualiza si la primera demanda se hubiera tenido 
por presentada, ya que la consecuencia jurídica en caso contrario −tenerla por 
no presentada−, es precisamente que ésta nunca existió, lo que conse­
cuentemente no generó efecto jurídico alguno y, por tanto, no existe la duplici­
dad en su presentación. Por lo que, en ese supuesto, es menester que la Sala 
o el Magistrado instructor, según sea el caso, se cercioren de que la primera 
demanda se tuvo por presentada, pues podría acontecer que nunca se 
tramitó y, por ende, que tampoco se le permita al actor la defensa de sus inte­
reses en el segundo juicio de nulidad promovido en contra del mismo acto 
impugnado, lo que lo dejaría en estado de indefensión.

2a./J. 52/2022 (11a.)



146

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Contradicción de criterios 46/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, y el Décimo Tercero en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver los amparos directos 328/2021, 
350/2021 y 353/2021, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver 
el amparo directo 345/2021, y el diverso sustentado por el Décimo Tercer Tri­
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 742/2018.

Tesis de jurisprudencia 52/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de agosto de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de noviembre de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de noviembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SERVICIO DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE PARA USO DOMÉSTICO. 
LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL O DEFINITIVA OTORGADA CONTRA EL 
CORTE DE TAL SERVICIO, CUANDO SE PRETENDA LA RESTITUCIÓN 
NO RESTRINGIDA DE ÉSTE, DEBE CONDICIONARSE A QUE EL QUE­
JOSO GARANTICE SU PAGO.

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes llegaron a conclusio­
nes disímiles al analizar si procedía o no fijar una garantía como requisito de 
efectividad, cuando el juzgador federal otorgue la suspensión en un juicio 
de amparo promovido contra el corte total del servicio de suministro de agua 
potable para uso doméstico proporcionado por un particular concesionario, 
para el efecto de que se restablezca este servicio.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando los juzgadores otorguen la suspensión pro­
visional o definitiva en un juicio de amparo promovido contra el corte total 
del servicio de suministro de agua potable para uso doméstico proporcio­
nado por un particular concesionario y se pretenda la restitución no restrin­
gida de dicho servicio, deberán condicionar su efectividad de conformidad 
con los artículos 132, 139, 147 y 157 de la Ley de Amparo, a que el quejoso 
garantice el pago de los adeudos que tenga por el suministro de agua.

Justificación: El derecho al agua tiene como finalidad que se garantice por 
el Estado el acceso, disposición y saneamiento en forma suficiente para la 
vida, es decir, que se permitan satisfacer las necesidades esenciales de las 
personas consistentes, entre otras, en beber, conservar la salud y preparar 
y producir alimentos para el consumo personal. De manera que el cobro 
por un servicio completo de suministro resulta necesario a partir de las carac­
terísticas de asequibilidad del derecho al agua y para solventar las erogacio­
nes correspondientes para adquirir, extraer, conducir y distribuir el líquido 
vital, así como su descarga a la red de drenaje. Y también para fomentar 
todas las acciones que se requieran para mantener y operar su infraes­
tructura, a fin de poder asegurar su conservación, protección y restauración en 
cantidad y calidad para toda la sociedad, en especial para quienes se 
encuentran en situaciones desfavorables. No obstante, cuando la parte 
quejosa acredite de manera fehaciente que se encuentra en una situación 
de marginación o vulnerabilidad y su capacidad económica resulte insufi­
ciente para garantizar el pago por su suministro, el juzgador de amparo 
podrá establecer su exención con la finalidad de que se le permita el acceso 
al agua para su uso personal y doméstico en forma suficiente, salubre y 
aceptable, como se reconoce en el artículo 4 de la Constitución Federal.

2a./J. 53/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 53/2022. Entre los sustentados por el Pleno en Mate­
ria Administrativa del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Séptimo Circuito. 13 de julio de 2022. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; votó en 
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contra de consideraciones Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Pablo Raúl García Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al resolver la contradic­
ción de tesis 6/2019, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia 
PC.VI.A. J/17 A (10a.), de rubro: "SERVICIO CONCESIONADO DE AGUA 
POTABLE, SANEAMIENTO, DRENAJE Y/O ALCANTARILLADO PARA USO 
DOMÉSTICO. LA MEDIDA CAUTELAR CONCEDIDA CONTRA SU SUSPEN­
SIÓN PROCEDE SIN EXIGIRSE REQUISITO DE EFECTIVIDAD ALGUNO, 
PARA EL EFECTO DE QUE SE OTORGUE EL MÍNIMO VITAL.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de febrero de 
2021 a las 10:28 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 83, Tomo III, febrero de 2021, página 2150, 
con número de registro digital: 2022756; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Séptimo Circuito, al resolver la queja 41/2022.

Tesis de jurisprudencia 53/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de siete de septiembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2022 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL JUICIO LABORAL. LA PRESUNCIÓN 
DE LA EXISTENCIA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO, DERIVADA DE LA 
FALTA DE EXHIBICIÓN DE LOS DOCUMENTOS QUE EL PATRÓN TIENE 
OBLIGACIÓN DE CONSERVAR Y EXHIBIR EN JUICIO EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 804 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO SE DES­
VIRTÚA CON EL INFORME RENDIDO POR EL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL EN EL QUE CONSTE QUE EL TRABAJADOR 
ESTÁ DADO DE ALTA CON UN PATRÓN DIVERSO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes disintieron 
con relación a si tratándose de la presunción generada por una prueba de 
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inspección ante la falta de exhibición de los documentos sobre los cuales 
la parte patronal tiene la obligación de conservar y exhibir en juicio, en térmi­
nos de lo que dispone el artículo 804 de la Ley Federal del Trabajo, el informe 
rendido por el Instituto Mexicano del Seguro Social resulta o no suficiente para 
desvirtuarla cuando en éste conste que el trabajador estaba dado de alta 
con un patrón diverso al demandado.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que el informe del Instituto Mexicano del Seguro Social ofre­
cido como prueba, en donde conste el alta con un patrón diverso al cual se 
le reclama la existencia de una relación de trabajo, por regla general no resulta 
suficiente para desvirtuar la presunción generada ante la falta de exhibición 
de los documentos sobre los cuales se ofreció la prueba de inspección en 
términos del artículo 804 de la Ley Federal del Trabajo, toda vez que dicho 
informe sólo permite demostrar que el trabajador fue dado de alta con un 
empleador diverso, pero no que no existiera un vínculo laboral con el patrón 
demandado, salvo cuando del expediente laboral se advierta que no es 
verosímil considerar que el actor pueda sostener más de una relación de 
trabajo, adminiculado con el resto del material probatorio, caso en el cual el 
juzgador debe determinar si se desvirtúa o no dicha presunción.

Justificación: Tratándose de un juicio laboral en el que un trabajador reclama 
un despido injustificado en una determinada fecha y el patrón se excepciona 
negando la existencia de una relación de trabajo, y en el juicio se ofrece 
como prueba por las partes el informe a cargo del Instituto Mexicano 
del Seguro Social a efecto de evidenciar sus pretensiones o defensas, y de 
éste se advierte que en dicho periodo estaba dado de alta por un diverso 
empleador, ello no refleja necesaria y directamente que no existiera una 
relación de trabajo con la patronal demandada, ya que con la inscripción 
de un trabajador con una diversa persona física o moral no se puede soste­
ner que no existe la relación laboral que se reclama de la demandada, toda 
vez que el aviso de inscripción deriva de la obligación que en materia de 
seguridad social tienen los patrones de registrar e inscribir a sus trabajado­
res ante el Instituto cuando se configura una relación de trabajo y constituye 
un acto unilateral de los patrones que, por su propia naturaleza, no es idó­
neo para probar la situación real de las relaciones laborales. El hecho de que 
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en el informe se indique que un trabajador está inscrito ante dicho órgano 
asegurador por un patrón distinto al demandado puede deberse a diversas 
cuestiones, como puede ser la posible omisión de la parte patronal de darlo 
de baja aun cuando haya concluido el vínculo laboral. Asimismo, la circuns­
tancia de que del informe se advierta que subsiste una relación de trabajo 
con una persona diversa a la demandada, no implica que el trabajador no 
pueda estar laborando también para otro patrón, ya que el hecho de que 
un empleador lo inscriba como su trabajador no representa limitación alguna en 
los derechos del operario para que se desempeñe en un diverso empleo. 
Consecuentemente, el informe rendido en esos términos no resulta sufi­
ciente para desvirtuar la presunción generada ante la falta de exhibición de 
los documentos sobre los cuales se ofreció la prueba de inspección, pues 
sólo permite acreditar que el trabajador fue dado de alta con un patrón 
diverso, pero no que no existiera una relación de trabajo con la patronal 
demandada. Sin que lo anterior signifique que el valor probatorio del referido 
informe deba desestimarse de manera automática en todos los casos, pues 
cuando del expediente laboral se advierta que no es verosímil considerar 
que una persona pueda sostener más de una relación de trabajo, la Junta 
debe adminicularlo con el resto del material probatorio ofrecido por las partes, 
a efecto de determinar si se desvirtúa o no la presunción de existencia de 
la relación de trabajo.

2a./J. 55/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 167/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Sexto en Materia de Trabajo del Primer Circuito y Primero en 
Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito. 10 de agosto de 
2022. Mayoría de tres votos de los Ministros Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Luis 
María Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana 
Camarillo González.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 145/2021, y el diverso sustentado 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 959/2021.
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Tesis de jurisprudencia 55/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de septiembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de octubre de 2022 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de octubre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE QUEJA EN AMPARO INDIRECTO. NO PROCEDE CONTRA 
EL AUTO DEL JUZGADOR FEDERAL QUE ORDENA DAR VISTA AL MINIS­
TERIO PÚBLICO POR LA POSIBLE COMISIÓN DE UNA CONDUCTA 
DELICTIVA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si es 
o no procedente el recurso de queja contra el acuerdo emitido por el juzga­
dor federal que ordena dar vista al Ministerio Público Federal por la posible 
comisión de una conducta delictiva por alguna de las partes, llegaron a con­
clusiones discrepantes, pues mientras uno de los órganos colegiados deter­
minó que sí es procedente, el otro estimó que no procede y, por ende, que 
debe desecharse.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no procede el recurso de queja establecido en el artículo 97, 
fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, contra el acuerdo del juzgador 
de amparo que ordena dar vista al Ministerio Público por conductas de las 
partes que probablemente constituyan un hecho delictivo.

Justificación: Los juzgadores de amparo no sólo están en aptitud, sino que 
se encuentran obligados a hacer del conocimiento del Ministerio Público, en 
cuanto se percaten, de hechos presumiblemente comisivos de algún delito, 
a fin de que la Representación Social, de manera inmediata, proceda a la 
realización de la investigación respectiva. Por su parte, el artículo 97, frac­
ción I, de la Ley de Amparo, establece un catálogo de resoluciones respecto 
de las que procede el recurso de queja, del cual se desprende que su natu­
raleza es vigilar el estricto seguimiento del procedimiento de amparo, tanto 
en lo relativo al curso principal como respecto del incidente de suspensión; 
es decir, sirve para vigilar la correcta integración de la litis, de la materia del 
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asunto y de las partes que intervienen. En ese sentido, de manera general 
puede afirmarse que dicho medio de impugnación no tiene el alcance para 
conocer de la vista ordenada por el juzgador de amparo para el efecto de 
hacer del conocimiento del Ministerio Público la notitia criminis, esto es, la 
posible comisión de un delito durante la tramitación de un juicio de amparo. 
En lo particular, la vista no encuadra en los supuestos establecidos por el 
artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, pues si bien se trata 
de un acto que no es recurrible a través del recurso de revisión, al no pre­
verse en alguno de los supuestos del artículo 81, fracción I, de la Ley de 
Amparo, ello no significa que por esa sola circunstancia deba proceder el 
recurso de queja, pues el propósito de la queja consiste en vigilar que el jui­
cio de amparo se desarrolle correctamente. Aunado a que la propia jurispru­
dencia de la Primera y la Segunda Salas de esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, ha sostenido que se deben calificar como inoperantes aquellos 
conceptos de violación que se dirijan a impugnar la determinación de dar 
vista al Ministerio Público, pues el pronunciamiento que al respecto pudiera 
emitir el tribunal revisor implicaría que el Poder Judicial determinara sobre 
la procedencia de la acción persecutoria, arrogándose facultades que com­
peten única y exclusivamente a la Representación Social Federal, lo cual se 
traduciría en una invasión a la esfera competencial de ésta. Por otra parte, 
la vista constituye un aviso o puesta en conocimiento sobre la notitia criminis; 
así, por razón de su contenido, no produce efectos que impliquen conse­
cuencias en el futuro y, tomando en cuenta que a través del aviso, el Minis­
terio Público ejerce sus respectivas atribuciones de investigación, tampoco 
puede producir una afectación tal que pueda calificarse como grave. En ese 
sentido, se afirma que no se está ante un acto que por su naturaleza trans­
cendental y grave cause un perjuicio a alguna de las partes, aunado a que 
la vista se realiza en cumplimiento a la obligación de los juzgadores de hacer 
del conocimiento del Ministerio Público, en cuanto se percaten de hechos 
presumiblemente comisivos de algún delito, autoridad que, conforme al ámbito 
de sus atribuciones, decidirá lo relativo. Finalmente, si bien el acto de dar 
vista al Ministerio Público, por sí mismo, así como las consecuencias que 
de ella deriven, no son reparables mediante sentencia, lo cierto es que tal 
afirmación se sustenta en el hecho de que la vista trasciende al ámbito 
competencial de la Representación Social, es decir, el inicio de la fase de 
investigación dentro de un procedimiento penal es totalmente ajeno a la 
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materia del propio juicio de amparo de donde emanó, por tanto, resulta lógico 
que no sea materia de análisis en la sentencia del juicio de amparo.

2a./J. 61/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 181/2022. Entre los sustentados por el Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado del Primer Circuito, 
ambos en Materia Administrativa, y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Tercer Circuito. 7 de septiembre de 2022. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Alejandro Félix González Pérez.

Tesis y criterio contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver 
la queja 64/2006, la cual dio origen a la tesis aislada III.2o.P.197 P, de rubro: 
"QUEJA. ES IMPROCEDENTE EL RECURSO INTERPUESTO CONTRA EL 
ACUERDO EN QUE EL JUEZ DE AMPARO ORDENA DAR VISTA AL MINIS­
TERIO PÚBLICO RESPECTO DE LA CONDUCTA DE ALGUNA DE LAS 
PARTES QUE ESTIMA DELICTUOSA.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto de 
2006, página 2321, con número de registro digital: 174383; y,

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo 
Circuito, al resolver la queja 264/2020.

Tesis de jurisprudencia 61/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del cinco de octubre de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO DE PETICIÓN. LA PERSONA JUZGADORA DEBE ANALIZAR 
SI LA RESPUESTA ES CONGRUENTE CON LO SOLICITADO CUANDO SE 
RECLAMA LA VIOLACIÓN A ESE DERECHO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes adoptaron 
posturas discrepantes sobre un mismo punto de derecho, al analizar la vio­
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lación al derecho de petición por parte del Instituto Mexicano del Seguro 
Social, pues mientras uno de ellos sostuvo que en el juicio de amparo no pro­
cede analizar la congruencia de la contestación acaecida a la solicitud del 
quejoso, ello en aplicación de la jurisprudencia 2a./J. 66/2016 (10a.), el otro 
consideró que sí se debe analizar tal circunstancia, derivado del contenido 
de dicha jurisprudencia y de las diversas emitidas por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación sobre el tema.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando se reclama la violación al derecho de petición, 
la persona juzgadora debe analizar la congruencia de la respuesta con la 
petición formulada a la autoridad, como es el caso del Instituto Mexicano 
del Seguro Social o cualquier otra, toda vez que la jurisprudencia 2a./J. 
66/2016 (10a.), al establecer en su texto: "... con la única finalidad de que 
el funcionario o servidor público del Instituto dé respuesta a la petición ...", 
implica que la respuesta debe ser congruente con lo peticionado y, como 
efecto de ello, que el operador jurídico lo determine, esto es, si lo que con­
testa la autoridad tiene una relación lógica con la solicitud planteada por la 
persona peticionaria, en estrictos términos del artículo 8 constitucional.

Justificación: Lo anterior, por la necesidad de que se garantice la protec­
ción efectiva del derecho humano previsto en el artículo 8 constitucional y 
así resulta acorde con la doctrina jurisprudencial de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en el sentido de que la respuesta se debe referir efecti­
vamente a lo peticionado, de modo que guarde una consecuencia lógica al 
efecto. Incluso podría tratarse de algún requerimiento de datos que la auto­
ridad precise para estar en condiciones de proceder en torno a la solicitud. 
Esto, sin que la persona juzgadora esté constreñida a analizar la regularidad 
o legalidad de la respuesta, es decir, si el contenido y sentido son jurídicamente 
correctos, según la normatividad aplicable, como tampoco si en el fondo 
favorece a las pretensiones de la persona peticionaria.

2a./J. 62/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 77/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados en Materia Administrativa, Primero del Sexto Circuito y Primero 
del Tercer Circuito. 7 de septiembre de 2022. Cinco votos de los Ministros 
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Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 212/2019, el cual dio origen a la tesis 
aislada VI.1o.A.54 K (10a.), de rubro: "JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO 
POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN. NO PROCEDE ANALIZAR 
SI LA RESPUESTA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
(IMSS) A UNA SOLICITUD QUE SE LE FORMULÓ COMO ENTE ASEGU­
RADOR, ES CONGRUENTE O NO CON LO SOLICITADO [APLICACIÓN 
DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 66/2016 (10a.)].", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 24 de enero de 2020 a las 
10:25 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 74, Tomo III, enero de 2020, página 2601, con número de 
registro digital: 2021484, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 511/2021.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 66/2016 (10a.) citada, aparece publicada 
con el rubro: "INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL JUICIO 
DE AMPARO PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE DAR RESPUESTA A 
UNA SOLICITUD FORMULADA EN EJERCICIO DEL DERECHO DE PETI­
CIÓN QUE DEBE RESPONDER EN SU CARÁCTER DE ENTE ASEGURA­
DOR.", en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de junio 
de 2016 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo II, junio de 2016, página 898, 
con número de registro digital: 2011948.

Tesis de jurisprudencia 62/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2022 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2022, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO INDIRECTO EN MATERIA LABORAL. PARA QUE RESULTE 
PROCEDENTE CONTRA DILACIONES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS 
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EN EL DICTADO DEL LAUDO, ES NECESARIO QUE EL PLAZO RAZO­
NABLE DE MÁS DE 45 DÍAS NATURALES AL QUE HACE REFERENCIA 
LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 33/2019 (10a.), HAYA TRANSCURRIDO A LA 
FECHA DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones contrarias al analizar si para efectos de la procedencia del 
amparo indirecto contra dilaciones excesivas en el dictado del laudo, el plazo 
razonable al que hace referencia la jurisprudencia 2a./J. 33/2019 (10a.), 
debe haber transcurrido a la fecha de presentación de la demanda de am­
paro o si dicho plazo puede agotarse, incluso, durante la secuela procesal 
del juicio de amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que para que resulte procedente el amparo indirecto contra dila­
ciones excesivas en el dictado del laudo, el plazo razonable de más de 45 
días naturales al que hace referencia la jurisprudencia 2a./J. 33/2019 (10a.), 
necesariamente debe haber transcurrido a la fecha de presentación de la 
demanda de amparo.

Justificación: Conforme a la referida jurisprudencia, para poder considerar 
que una dilación en el dictado de proveídos, laudos o en la realización de 
cualquier otra diligencia, es de "imposible reparación", para efectos de la 
procedencia del amparo indirecto, conforme a lo dispuesto en la fracción V 
del artículo 107 de la Ley de Amparo, es requisito indispensable que hayan 
transcurrido más de 45 días naturales, contados a partir de la fecha en la 
que concluyó el plazo en que legalmente debieron pronunciarse o realizarse 
los actos procesales respectivos. Lo que significa, a contrario sensu, que 
si no ha transcurrido ese plazo razonable, que como prerrogativa otorgó la 
jurisprudencia 2a./J. 33/2019 (10a.), no sería posible el análisis de alguna 
violación de derechos humanos alegada, precisamente porque la dilación 
procesal impugnada –hasta ese momento– no sería de imposible repara­
ción, para efectos de la procedencia del amparo indirecto; de ahí la nece­
sidad de que el plazo razonable al que hace alusión la referida jurisprudencia 
debe haber transcurrido a la fecha de presentación de la demanda de am­
paro, ya que a partir de ese momento el Juez de Distrito podrá determinar 
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si el acto reclamado actualiza o no el supuesto de procedencia del amparo 
indirecto al que hace referencia, puesto que, de no ser el caso, tendría que 
proceder conforme lo establece el artículo 113 de la Ley de Amparo. De no 
considerarlo así y, por el contrario, de estimar que la actualización del su­
puesto al que alude el criterio jurisprudencial puede concretarse durante 
la sustanciación del proceso, se estaría ignorando el principio de agravio 
personal y directo reconocido en el artículo 107, fracción I, de la Constitución, 
el cual exige una afectación real y actual a la esfera jurídica del quejoso a 
fin de poder intentar la acción de amparo, lo que en el caso se traduce en 
la existencia de una dilación procesal de más de 45 días naturales.

2a./J. 63/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 171/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero del Décimo Circuito, Tercero del Vigésimo Séptimo 
Circuito y Décimo Cuarto en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 28 de 
septiembre de 2022. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Óscar Vázquez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

El Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver las quejas 69/2020 y 18/2021, las cuales dieron origen a la 
tesis aislada I.14o.T10 L (11a.), de rubro: "AMPARO INDIRECTO CONTRA 
LA OMISIÓN DE DICTAR EL LAUDO. PROCEDE AUN CUANDO A LA 
FECHA DE PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA NO HAYAN TRANSCU­
RRIDO LOS 45 DÍAS NATURALES POSTERIORES A LA FECHA EN QUE 
CONCLUYÓ EL PLAZO PARA EMITIRLO, SI ÉSTE SE COLMA DURANTE 
LA SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas, 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 8, Tomo III, diciembre de 2021, página 2219, con número de registro 
digital: 2023924; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 360/2021.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 33/2019 (10a.) citada, aparece publicada 
con el rubro: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LAS DILACIO­
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NES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS DE LAS JUNTAS EN EL DICTADO 
DE PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER 
OTRA DILIGENCIA, SI TRANSCURREN MÁS DE 45 DÍAS NATURALES 
DESDE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE LEGAL­
MENTE DEBIERON PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS ACTOS 
PROCESALES RESPECTIVOS.", en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 64, Tomo II, 
marzo de 2019, página 1643, con número de registro digital: 2019400.

Tesis de jurisprudencia 63/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2022 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de diciembre de 2022, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis
AISLADAS

2021

AUDIENCIA DE DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO DE LAUDO. 
ES VÁLIDA LA LLEVADA A CABO POR EL AUXILIAR DE LA JUNTA ES­
PECIAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE EN SUSTITUCIÓN DEL 
PRESIDENTE. 

Hechos: En el expediente relativo a la contradicción de tesis, la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación analizó si es válido o no 
que con motivo de una falta temporal o definitiva el presidente de la Junta 
Especial de Conciliación y Arbitraje no desahogó la audiencia de discusión y 
votación del proyecto del laudo, consecuentemente, el auxiliar de la Junta, 
en sustitución del presidente, llevó a cabo dicha audiencia con el fin de 
evitar el retraso de la labor jurisdiccional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que es válida la audiencia de discusión y votación del pro­
yecto de laudo, llevada a cabo por el auxiliar de la Junta Especial de Con­
ciliación y Arbitraje en sustitución del presidente en los casos de faltas 
temporales o definitivas, en aras de evitar el retraso de la labor jurisdiccional 
que los justiciables demandan.

Justificación: Cuando el presidente de la Junta no acude a su encargo y no 
puede desahogar la audiencia de discusión y votación del proyecto de laudo, 
es factible que el auxiliar de la Junta lo sustituya, ello tomando en cuenta 
la amplitud de atribuciones que le confiere la Ley Federal del Trabajo (en 
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particular por el artículo 635, en su texto anterior a la reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019), y sobre todo en 
observancia al derecho a la tutela judicial efectiva previsto en el artículo 17 
constitucional, está facultado para actuar en sustitución del titular y desahogar 
la referida audiencia, en el caso de que el presidente de la Junta esté 
ausente con motivo de una falta temporal o definitiva; en el entendido de que 
esa atribución del auxiliar la tendrá que ejercer sólo en los casos en que se den 
los supuestos normativos legales para ello, esto es, ante la falta temporal o 
definitiva del titular de la Junta, lo que significa que ese tipo de inasisten­
cias del presidente corresponden a situaciones imprevistas (por motivos de 
salud o cualquier otra contingencia que amerite la ausencia del titular) cuya 
extensión no está previamente determinada, y lo que resuelve el artículo 
635 aludido es la continuidad de las labores de los órganos jurisdiccionales 
sin afectar el trámite y resolución de los asuntos.

2a. IV/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 26/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribu­
nal Colegiado del Décimo Circuito y el Pleno en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito. 13 de octubre de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no contiene el tema de 
fondo que se resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

2022

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL DAÑO MORAL 
QUE PUEDA GENERARSE POR LA PUBLICACIÓN DE INFORMACIÓN 
EN INTERNET ES DE NATURALEZA INSTANTÁNEA. 

Hechos: Una persona promovió reclamación por responsabilidad patrimonial 
del Estado aduciendo daños morales, derivado de diversas publicaciones 
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en Internet. En la vía administrativa, la autoridad desechó la reclamación 
por extemporánea, pues estimó que los presuntos daños morales se gene­
raron instantáneamente desde su publicación, sin que puedan considerarse 
como lesiones de naturaleza "continua". Inconforme con esa decisión, el 
administrado interpuso los medios de impugnación conducentes hasta que 
finalmente el asunto fue del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los daños morales que puedan generarse en virtud 
de la publicación de cierta información en Internet constituyen lesiones de 
naturaleza instantánea y, por ende, es a partir del día siguiente a su difusión 
cuando comenzará a correr el cómputo del plazo de dos años previsto en 
el artículo 25 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado 
para que opere la prescripción para la presentación de la reclamación 
respectiva.

Justificación: Lo anterior, ya que la publicación de una nota en Internet que 
se estime lesiva de ciertos bienes extrapatrimoniales constituye un daño 
moral de ejecución instantánea –y no de naturaleza continua–, en tanto que 
es a partir de ese momento cuando se genera la afectación a la imagen, el 
honor o la reputación de la persona, precisamente, por hacerse pública 
la información respectiva y al ser susceptible de ser consultada, a partir de 
ese momento, por cualquier usuario de la red. Ello, con entera independen­
cia de que, acorde con la propia naturaleza de Internet, dicha información 
pueda ser accesible al público en fechas posteriores a la de su publica­
ción, pues la lesión al honor o a la reputación de la persona tiene verificativo 
al momento en que está disponible para el público. Estimar lo contrario, 
implicaría que el inicio del plazo de prescripción de la acción por daño moral 
en la responsabilidad patrimonial del Estado permaneciera suspendido 
durante todo el tiempo que un artículo, comentario, imagen u otro acto de 
naturaleza análoga se encontrase disponible en Internet, lo que equivaldría 
a hacer nugatorio el plazo de prescripción que estableció el legislador en 
la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

2a. I/2022 (10a.)
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Amparo en revisión 764/2018. Frank Hornhauer Lehmann. 20 de marzo de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I. y José Fernando Franco González Salas; votaron con 
salvedad José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora 
I. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de enero de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PARA DETERMINAR 
SI SE ESTÁ EN EL SUPUESTO ESPECIAL DE DOS AÑOS PARA INTER­
PONER LA RECLAMACIÓN, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 25 DE LA LEY 
FEDERAL DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO, ES 
NECESARIO DESAHOGAR EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO. 

Hechos: Una persona presentó reclamación por responsabilidad patrimo­
nial del Estado aduciendo daños morales. Dicha reclamación fue desechada 
de plano ya que la autoridad resolutora consideró que se presentó de 
manera extemporánea, al no acreditarse tal daño y, por ende, el reclamante 
no podía acogerse al plazo especial para que opere la prescripción de dos 
años. Inconforme con esa decisión, se promovieron los medios de impug­
nación conducentes, hasta que finalmente el asunto fue del conocimiento 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que para determinar si la reclamación fue presentada 
oportunamente en aquellos casos en que se aduzca la existencia de un 
daño físico o moral –en los cuales se cuenta con un plazo especial de dos 
años para su presentación, previsto en el artículo 25 de la Ley Federal de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado–, es necesario que la autoridad 
administrativa competente desahogue el procedimiento de responsabili­
dad patrimonial del Estado.

Justificación: Lo anterior ya que, por regla general, la determinación de si 
se está en el supuesto especial de prescripción a que se refiere el artículo 
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25 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado –esto es, 
si existen daños físicos o morales– es una cuestión que no puede analizarse 
al momento de resolver sobre el escrito de admisión de la reclamación 
respectiva, pues para determinar la existencia de tales daños inmateriales, 
es necesario sustanciar el procedimiento administrativo a fin de que se 
puedan aportar los elementos y materiales probatorios que se estimen con­
ducentes para acreditar tales lesiones. A partir de ello es que el operador 
jurídico se encontrará en aptitud de dilucidar si se ha colmado el supuesto 
de prescripción especial referido, esto es, si se ha demostrado la existen­
cia del daño físico o moral aducido por el reclamante y, por ende, la posibi­
lidad de solicitar el pago de la indemnización respectiva dentro del plazo 
de dos años.

2a. II/2022 (10a.)

Amparo en revisión 764/2018. Frank Hornhauer Lehmann. 20 de marzo de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I. y José Fernando Franco González Salas; votaron con 
salvedad José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora 
I. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de enero de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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